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PONENCIA DEL MAGISTRADO JULIO A. IBARROLA GONZALEZ, COORDINADOR DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO, RELACIONADA CON EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, A ANALIZARSE EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS, QUE TENDRA VERIFICATIVO DEL CINCO AL OCHO DE NOVIEMBRE DEL DOS MIL, EN MERIDA, YUCATAN.

Deseo manifestar mi reconocimiento a los destacados juristas que han elaborado el proyecto de nueva Ley de Amparo,  con la cual se pretende lograr una mejor protección a las garantías individuales, así como la pronta y expedita impartición de justicia, lo que redundará seguramente en una más eficaz preservación del estado de derecho en nuestro país.

Agradezco por mi parte, la invitación a este Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo, y dar oportunidad de exponer nuestro punto de vista en relación con algunos artículos de tan importante documento, a quienes desde los órganos de control constitucional aplicamos la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales.

TITULO PRIMERO.

Reglas Generales

Capítulo I.

Disposiciones Fundamentales.

El artículo 10 en su primer párrafo, establece: "Cuando quien "comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del "quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir "verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad "responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más "tardar en la audiencia constitucional."

Por su parte, en el
Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. El Amparo Indirecto. Sección Tercera. Substanciación, se contiene el artículo 113, fracción III, el cual previene: "El órgano jurisdiccional mandará requerir al "promovente la aclaración de la demanda, expresando en el auto "relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones que deban "llenarse en los casos siguientes:... III. Si, en su caso, no se "hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad "o éste resulte insuficiente;..."

Aparentemente se aprecia incongruencia entre ambos preceptos legales. Por un lado, se admite la demanda aun cuando el promovente no haya exhibido documento alguno que acredite su personalidad, pudiendo presentarlo a más tardar en la audiencia constitucional, según el primer párrafo del artículo 10.

En cambio, el artículo 113, dispone que se requerirá al promovente para que llene dentro del plazo de cinco días, las deficiencias, irregularidades u omisiones de su demanda, entre otros casos, si no se hubiere acompañado el documento de mérito o si el mismo resultare insuficiente; de lo contrario, se tendrá por no presentada la demanda.

En esas condiciones, cabe citar, y tomar en cuenta como solución a la contradicción de referencia, el criterio sustentado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 30/90, el diez de junio de mil novecientos noventa y seis, siendo ponente el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, el cual se publica en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Pleno, Tomo IV, julio de 1996, página 48, con el rubro: "PERSONALIDAD EN EL AMPARO. EL JUEZ DEBE "PRONUNCIARSE SOBRE ELLA CUANDO PROVEE ACERCA "DE LA DEMANDA Y, SI NO ESTA ACREDITADA, PREVENIR "AL PROMOVENTE, DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO "146 DE LA LEY DE AMPARO; DE LO CONTRARIO, EL "REVISOR ORDENARA LA REPOSICION DEL "PROCEDIMIENTO"; de esta tesis, en lo que aquí interesa se lee: "...al Juez de Distrito no le es dable examinar de oficio la "personería del promovente en cualquier momento del juicio, sino "al recibir la demanda, porque constituye un presupuesto procesal "de análisis oficioso, de cuyo resultado si está plenamente "satisfecho ese requisito, el Juez lo debe hacer constar en el "acuerdo admisorio; y, de no estarlo, lo estime como una "irregularidad de la demanda que provoca prevenir al promovente, "en términos del artículo 146 de la ley de la materia, para que "satisfaga ese extremo dentro del plazo legal, bajo el "apercibimiento que de no hacerlo, se le tendrá por no "interpuesta; proceder que independientemente de estar apoyado "en la Ley de Amparo, obedece a los imperativos del precepto 17 "constitucional y responde también a los principios de certidumbre "jurídica, buena fe y economía procesal, en tanto impide el "empleo estéril de recursos humanos y materiales en el trámite "del juicio iniciado por quien carece de personalidad y evita los "daños graves ocasionados, tanto para el sistema de impartición "de justicia como para las partes. La inobservancia de este "criterio, origina que el tribunal revisor, si estima que no está "comprobada la personalidad del promovente, ordene la "reposición del procedimiento,..."

Por otra parte, de aprobarse como se propone el artículo 10, traería como consecuencia que se dé trámite a demandas de garantías promovidas por quienes finalmente no demostrarán tener la representación que adujeron, lo que implicaría que los juzgados de Distrito distrajeran su atención en esos procesos inútiles; lo que redundará en perjuicio de la pronta administración de justicia.

Propongo que el artículo analizado tenga el texto del artículo 13, de la actual ley, en cuanto dispone: "Cuando alguno de los "interesados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad "responsable, tal personalidad será admitida en el juicio de "amparo para todos los efectos legales, siempre que compruebe "tal circunstancia con las constancias respectivas.  Debe "agregarse que ello se hará: dentro del plazo de cinco días".

CAPITULO III.

Plazos.

El artículo 19, prevé: "El juicio puede promoverse en cualquier "día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación "de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento "judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por "el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada "o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil para "tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias "urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya "concedido."

"Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de "las oficinas públicas de comunicaciones estarán obligados a "recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para "el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por "alguno de los actos enunciados, así como las resoluciones y "oficios que expidan las autoridades que conozcan de la "suspensión, aun fuera de las horas de despacho y aun cuando "existan disposiciones en contrario de las autoridades "administrativas."

Resulta que los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones (telégrafos y correos), no laboran los domingos, ni los días festivos, y el horario en que reciben correspondencia oficial expedida por los tribunales federales no comprende hasta las doce de la noche, por lo menos en la ciudad de Morelia; por lo que es prácticamente imposible transmitir la resolución en que se dictan las providencias precautorias en juicios de amparo en los que se reclaman algunos de los actos previstos en el artículo 19; por lo que considero, debía establecerse que, para esos efectos, las oficinas públicas de comunicaciones deben permanecer abiertas hasta la hora indicada y, en su caso, contemplar la sanción a la cual se hicieran acreedores los jefes o encargados de las mismas, si no vigilan el cumplimiento del mandato.

El artículo 20, primer párrafo, dice: "La presentación de "demandas o promociones de término podrá hacerse, el día en "que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales "ante la oficialía de partes común que habrá de funcionar hasta "las doce de la noche."

Opino que tal disposición resulta innecesaria, pues al trabajar las oficialías de partes, hasta la hora señalada, implicaría contratar personal para laborar fuera del horario normal de los tribunales (juzgados de distrito, tribunales colegiados de circuito de apelación y tribunales colegiados de circuito de amparo).

En el caso de los juzgados de distrito, los secretarios de guardia autorizados, reciben en su domicilio particular, fuera de las horas de oficina y dan trámite a las demandas en las que se reclaman actos a los que se refiere el artículo 14 (Título Primero. Reglas Generales. Capítulo II. Capacidad y Personería); por lo que esos mismos secretarios pueden recibir, como hasta ahora lo han hecho, los escritos y demandas de término; función que también desempeñan los secretarios de acuerdos de los tribunales unitarios de circuito y los tribunales colegiados de circuito.

Además, es conveniente hacer notar que es reducido el número de escritos de término presentados fuera del horario de labores, y no justificarían el funcionamiento de las oficialías de partes, hasta las doce de la noche; por lo menos, en los cuatro juzgados de distrito con residencia en Morelia, se recibieron de enero a junio de este año, ochenta y tres demandas de término, esto es, un promedio de menos de una diaria.

Por tanto, propongo que el artículo en comento quede redactado en los siguientes términos: "Artículo 20. La presentación de "demandas o promociones de término podrá hacerse el día en "que éste concluya, fuera del horario de labores de los juzgados o "tribunales ante el secretario autorizado".

CAPITULO IV.

Notificaciones.

El artículo 26, fracción I, inciso b), establece: "Artículo 26. Las "notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes "reglas:... I... b) Si no se encuentra la persona que deba ser "notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio "correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las "veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano "jurisdiccional que ordena la notificación y el número de "expediente. El citatorio se dejará con la persona que se ""encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a "la cita, la notificación se hará por lista;...".

Considero que el citado numeral debe reformarse a efecto de que las notificaciones personales en los juicios de amparo se hagan de tal forma que se cumpla con el objetivo perseguido con los citatorios, esto es, asegurar que la parte a quien debe notificarse y que no se encuentre presente en la primera búsqueda, tenga un lapso razonable para enterarse de la existencia de ese citatorio; de otra manera, es usual que se llegue al extremo de que se cite el mismo día, unos minutos después de la primera búsqueda, pero dentro de las veinticuatro horas siguientes, con lo cual se afecta la seguridad jurídica que es el valor esencial que preservan las normas que regulan las notificaciones personales en todo procedimiento de carácter judicial. 

Por tanto, propongo que ese precepto tenga en la fracción e inciso mencionados, el siguiente texto: 

"Artículo 26... I... b) Si no se encuentra a la persona que deba ser "notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio "correcto y le dejará citatorio para que espere en la casa "designada a hora fija del día siguiente, en el que indicará el "órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de "expediente. El citatorio se dejará con la persona que se "encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la "cita, la notificación se hará por lista;...".

CAPITULO V.

Competencia.

Sección Primera.

Reglas de Competencia.

El artículo 45, del proyecto, prevé que cuando se presente una demanda de amparo ante un juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación, en la que se reclamen actos que no sean materia de su competencia por estimar que son impugnables en amparo directo, deberá declarar que carece de ella y de inmediato remitirá la demanda y sus anexos al tribunal colegiado de circuito de amparo que corresponda; y el segundo y tercer párrafos de ese numeral, en lo conducente,  preceptúan: 
"El presidente de "éste decidirá, sin trámite alguno, si confirma o revoca la "resolución del juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de "apelación. En el primer caso, mandará tramitar el expediente y "señalará al quejoso y a la autoridad responsable un plazo que no "podrá exceder de cinco días para la presentación de las copias y "del informe correspondiente..."

"Si la competencia del tribunal colegiado de circuito de amparo "apareciere del informe previo o justificado de la autoridad "responsable, el juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de "apelación se declarará incompetente conforme a este artículo y "comunicará tal circunstancia a la autoridad responsable para que "provea lo relativo a la suspensión del acto reclamado."

Propongo se modifique el precepto mencionado y se establezca que el presidente del tribunal colegiado de amparo al confirmar la resolución del juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación, a más de ordenar se tramite el expediente y señalar al quejoso un plazo que no podrá exceder de cinco días para la presentación de las copias ante la autoridad responsable, quien dentro del mismo plazo, deberá rendir el informe correspondiente, mande que, con las copias respectivas, se notifique al tercero interesado, y se cumpla con todos los requisitos previstos en el artículo 176 (Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Segunda. Demanda).

El artículo 46, establece en lo conducente: "Cuando se presente "una demanda de amparo ante un juez de distrito o tribunal "colegiado de circuito de apelación y estimen carecer de "competencia, la remitirán de plano, con sus anexos, al juez o "tribunal que estimen competente, sin decidir sobre la admisión ni "sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que se trate de "aquellos actos que importen peligro de privación de la vida, "ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, "deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo "22, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, "así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza "aérea nacionales..."

Propongo se adicione el numeral de que se trata, y se establezca que debe resolverse también sobre la suspensión de los actos reclamados consistentes en la privación de los derechos agrarios de los núcleos de población comunal o ejidal. Adición, que estimo importante, atenta la trascendencia social que reviste el que se provea de inmediato sobre dicha medida suspensional y en congruencia con lo estipulado en el artículo 125, fracción II (Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Sección Tercera. Suspensión del Acto Reclamado. Primera Parte. Reglas Generales).

CAPITULO VI.

Impedimentos, Excusas y Recusaciones.

El artículo 55, primer párrafo dice: "Cuando uno de los "integrantes de un tribunal colegiado de circuito se manifieste "impedido, los dos restantes calificarán el impedimento."

Considero que debe hablarse de magistrados de un tribunal colegiado de circuito, y no simplemente de sus integrantes, para evitar confusión a los litigantes y otros funcionarios judiciales (secretarios y actuarios), que laboran en dichos órganos colegiados.

Por otra parte, pienso que el impedimento planteado por un magistrado de tribunal colegiado de circuito, no debe ser calificado por los dos restantes, pues el tribunal se conforma para el efecto de emitir sus resoluciones, por tres magistrados (artículo 35, de la actual Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 184, del proyecto), ya sea por unanimidad o por mayoría de votos. 

La calificación del impedimento constituye una resolución. Por tanto, propongo que los otros dos magistrados designen al secretario del tribunal que actúe en sustitución del que se declare impedido para calificar el impedimento y, de ser necesario, intervenir en la resolución del amparo. 
Con este sistema se evitaría el empate a que alude el segundo párrafo del numeral en comento, así como la desintegración de un órgano colegiado.

En efecto, tal disposición establece: "En caso de empate o "cuando los impedimentos se hayan hecho valer por más de un "magistrado, la calificación corresponderá al tribunal colegiado de "amparo siguiente en orden del mismo circuito y especialidad, en "su caso, y de no haberlo el del circuito más cercano. En estos "supuestos, si se trata de magistrados de un tribunal colegiado de "apelación calificará el impedimento el tribunal colegiado de "circuito de amparo de la jurisdicción y, en su caso, de la "especialidad por materia. Si se admite el impedimento de un "magistrado, se solicitará al tribunal colegiado de circuito de "amparo de su jurisdicción y, en su caso, materia, siguiente en "número, o en su defecto, al más cercano para que nombre un "magistrado que con los restantes continúe en el conocimiento del "asunto."

Tal propuesta se sustenta, igualmente, en que puede ocurrir que se desintegre un tribunal colegiado de circuito de amparo, para que uno de sus magistrados acuda a otro tribunal con objeto de calificar el impedimento, en caso de empate; y, si procede, para continuar "en el conocimiento del asunto". En vía de ejemplo; si un magistrado del  Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, con residencia en la ciudad de La Paz, Baja California, se manifiesta impedido, tendría que llamarse a un magistrado del tribunal colegiado de amparo, con residencia en Mazatlán, Sinaloa (que es el más cercano), primero para que califique el impedimento y, después, si así procede, siga conociendo del asunto en el que se planteó, lo que provocaría la desintegración de este último órgano jurisdiccional.

Otro caso; en el planteamiento del recurso de queja que debe resolverse dentro de las cuarenta y ocho horas (artículo 99, tercer párrafo. Título Primero. Reglas Generales. Medios de Impugnación. Capítulo XI. Sección Segunda. Recurso de Queja), sería prácticamente imposible sentenciar dentro de ese término, y se inobservaría también lo preceptuado en el artículo 17, de la Carta Magna.

Situaciones que no ocurrirían si interviene, como se propone, el secretario designado por los magistrados restantes. Este debe integrar también el órgano colegiado cuando se considere procedente el impedimento formulado por alguna de las partes, en contra de un magistrado.

El artículo 57, prevé: "En el escrito de recusación deberán "manifestarse, bajo protesta de decir verdad, los hechos que "fundamentan el impedimento y exhibirse en billete de depósito la "cantidad correspondiente al monto máximo de la multa que "pudiera imponerse en caso de declararse infundada. De no "cumplirse estos requisitos la recusación se desechará de plano, "salvo que, por lo que hace al último de ellos, se alegue "insolvencia. En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará y "podrá exigir garantía por el importe del mínimo de la multa o "exentar de su exhibición."

Considero que este numeral debe modificarse, para el efecto de que se fije una garantía de un día de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, en caso de que se alegue insolvencia; y, además, exigir al formulante del impedimento, que presente, por lo menos, un principio de prueba de dicha insolvencia; pues de lo contrario, como no se precisa que deba probarse aquélla, se haría nugatoria la obligación de exhibir garantía; a más de que esta garantía sería acorde con el importe mínimo de las multas fijado en el artículo 238 (Título Quinto. Medidas Disciplinarias y de Apremio. Capítulo II. Responsabilidades y Sanciones).

CAPITULO X.

Sentencias.

El artículo 77, inciso b), fracción V, establece: "La autoridad que "conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los "conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes:... V. "En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha "habido en contra del quejoso o del particular recurrente una "violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por "afectar los derechos previstos en el artículo 1o. En este caso la "suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el "amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el "proceso en el que se dictó la resolución reclamada."

"En los casos de las fracciones... V, la suplencia se dará aun ante "la ausencia de conceptos de violación o agravios."

Considero no debe incluirse la fracción V, en el párrafo segundo, del artículo 77; pues creo que no se justifica suplir la ausencia de conceptos de violación o agravios en esas materias, porque de hacerlo, se rompería con el equilibrio procesal, favoreciéndose ostensiblemente a una de las partes, máxime que se trata de materias donde es común que los quejosos puedan obtener la asesoría de un perito en derecho, quien deberá formular los conceptos de violación o agravios que estime se irrogan al quejoso o al recurrente.

En todo caso debe aplicarse lo ordenado en el artículo 173, fracción VII (Título Segundo. De la Procedencia del Amparo. Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Segunda. Demanda), en cuanto dice: "La demanda de amparo directo deberá formularse "por escrito, en el que se expresarán:... VII. Los conceptos de "violación."

Igualmente, procede atender a lo previsto por el artículo 86 (Título Primero. Reglas Generales. Capítulo XI. Medios de Impugnación. Sección Primera. Recurso de Revisión), que prevé: "El recurso de "revisión se interpondrá por escrito en el que se expresarán los "agravios que cause la resolución impugnada, debiendo exhibirse "copias para el expediente y para cada una de las partes."

Asimismo, la reforma propuesta impediría que, en caso de no expresarse conceptos de violación, se pudiera tener por no presentada la demanda en aplicación del artículo 178 (Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo II. Amparo Directo. Sección Tercera. Substanciación), en cuanto prescribe: Si hubiere irregularidades en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 173, el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo, señalará al promovente un término que no excederá de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos precisados en la providencia relativa.

"Si el quejoso no diere cumplimiento al requerimiento, el "presidente del tribunal tendrá por no presentada la demanda y lo "comunicará a la autoridad responsable."

Por otra parte, si se admite el recurso de revisión o la demanda de amparo, podrán plantearse revisión adhesiva o el amparo adhesivo, según sea el caso, y deberán expresarse los agravios o los conceptos de violación; pero si no se hace, tendrá que suplirse la ausencia de aquéllos, en la revisión adhesiva y en el amparo adhesivo; toda vez que el artículo 80 (Título Primero. Reglas Generales. Capítulo XI. Medios de Impugnación. Sección Primera. Recurso de Revisión), establece: "La parte que obtuvo resolución "favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión "interpuesta por la contraria dentro del plazo de cinco días, "contados a partir del siguiente al en que surta efectos la "notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios "correspondientes. Su presentación y trámite se regirán, en lo "conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión "principal, y seguirá la suerte procesal de ésta."

A su vez, el numeral 180 (Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Tercera. Substanciación), dispone: "La parte que hubiere obtenido "sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva "al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo "expediente. Su presentación y trámite se regirá, en lo "conducente, por lo dispuesto por el amparo principal y seguirá la "misma suerte procesal."

Por tanto, el juzgador se encontraría ante el imperativo de suplir la ausencia de conceptos de violación o agravios en favor de quien promueve el amparo o la revisión principales, según sea el caso, y también del que se adhiera a los mismos. De ahí mi propuesta de que no se incluya la fracción V, en el último párrafo del artículo 77, en comento; pues se estima suficiente que en las materias mencionadas, se supla la deficiencia de la queja, "...cuando se "advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular "recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado "sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo "1o...", como se estipula en la fracción V, del precepto en mención.

CAPITULO XI.

Medios de Impugnación.

Sección Primera.

Recurso de Revisión.

El artículo 82, determina: "Son competentes los tribunales "colegiados de circuito de amparo para conocer del recurso de "revisión en los casos no previstos en el artículo anterior. Las "sentencias que dicten en estos casos no admitirán recurso "alguno."

Propongo que este precepto se adicione para que en el mismo se introduzca lo ya resuelto en el acuerdo número 10/2000, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que otorga a los tribunales colegiados de circuito, competencia para conocer del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas por los jueces de distrito en la audiencia constitucional, si en la demanda de amparo se hubiere impugnado una ley local; pues aunque dicho acuerdo se publicó en el Diario Oficial de la Federación, por su trascendencia, conviene introducirlo ya en la nueva Ley de Amparo, para seguridad de que la conozcan los quejosos y evitar confusión en la presentación del recurso de revisión, porque normalmente se acude a la consulta de la ley, por ser más accesible para todos y no a los diarios oficiales de la federación.

El artículo 90, establece: "Notificadas las partes del auto de "admisión, transcurrido el plazo para adherirse a la revisión y, en "su caso, tramitada ésta, se turnará de inmediato el expediente al "ministro o magistrado que corresponda."

 "Turnado el expediente al ministro o magistrado ponente, deberá "dictarse la resolución respectiva dentro del plazo máximo de "treinta días."

Actualmente, el término para que los tribunales colegiados de circuito resuelvan los amparos directos y en revisión, es de quince días (artículo 184, fracción II, de la Ley de Amparo), a partir de que son turnados los expedientes relativos al magistrado ponente; pero esta disposición no se puede acatar por la generalidad de los tribunales, dado el cúmulo de trabajo que es necesario desahogar, a pesar de que afortunadamente, se han creado nuevos órganos colegiados.

Sin embargo, precisamente por el cúmulo de trabajo, no sería posible, hasta ahora, dictar la resolución respectiva en el plazo indicado en el artículo 90; por tal motivo, para evitar infringir la norma, sugiero que en el precepto mencionado, así como en el artículo 181 (Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Tercera. Substanciación), que se refiere al plazo en el que el magistrado ponente debe presentar proyecto de resolución en amparo directo, se establezca que debe hacerlo "en un" plazo prudente, de acuerdo con la carga de trabajo que exista en el "tribunal"; o al menos fijar un plazo más amplio.

TITULO SEGUNDO.

De los Procedimientos de Amparo.

Capítulo I.

El Amparo Indirecto.

Sección Segunda.

Substanciación.

El artículo 117, en lo conducente establece: "Serán admisibles "toda clase de pruebas, excepto la confesional por posiciones... "Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán "ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la "celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del "ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo "original y copias para cada una de las partes de los "interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los "testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre "que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres "testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las "reglas de la ley supletoria."

Opino que debe autorizarse la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles para el desahogo de la testimonial en los juicios de amparo, porque en el proyecto no se contemplan las normas a las que debe sujetarse su recepción; y además, no habrá preceptos legales aplicables para la solución de los problemas que surjan en su desahogo.

Sección Tercera.

Suspensión del Acto Reclamado.

Primera Parte.

Reglas Generales.

El artículo 127, estatuye: "Se considerará, entre otros casos, que "se siguen perjuicios al interés social o se contravienen "disposiciones de orden público, cuando, de concederse la "suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, "de lenocinio, la producción o el comercio de narcóticos; se "permita la consumación o continuación de delitos o de sus "efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera "necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de "medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de "invasión de enfermedades exóticas en el país o la campaña "contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el "incumplimiento de las órdenes militares que tengan como "finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia "de la República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a "la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de "aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al "régimen castrense; se afecten intereses de menores o incapaces "o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico o, cuando "se trate del reclamo de imposición del pago de alimentos, así "como en los demás casos análogos a los expresamente citados."

"El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión "aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior "si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social "con la negativa de la medida suspensional."

Este último párrafo debe suprimirse.

En efecto, no advierto que se pueda causar mayor afectación al interés social, con la negativa de la suspensión de los actos mencionados en el primer párrafo del artículo mencionado y sí, en cambio, constituye un riesgo grave que se deje a juicio del juez determinar que en los supuestos que contempla dicha disposición pueda otorgarse la medida suspensional.

El artículo 141, párrafo segundo, reza: "En el incidente de "suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y "de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere "el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas "pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente."

Considero que este numeral debe adicionarse para el efecto de precisar que la prueba testimonial deberá ofrecerse con la anticipación y requisitos previstos en el artículo 117, párrafo segundo (Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. Amparo Indirecto. Sección Segunda. Substanciación), y evitar así que surjan problemas en el trámite del incidente, que pueden acarrear el retraso de su fallo; pues ante la imprecisión de la norma habría la posibilidad de que se ofreciera ese medio de convicción el mismo día de la celebración de la audiencia incidental, lo que propiciaría su diferimiento.

Mérida, Yucatán, noviembre del dos mil.

MAGISTRADO JULIO A. IBARROLA GONZALEZ. COORDINADOR DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO.

ANALISIS AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 

DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

PROPUESTAS SOBRE DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

LA REPRESENTACION DE LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

EN EL JUICIO DE AMPARO

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capitulo  II

Capacidad y personería

Artículo 8°

CAPITULO  IV

Notificaciones

Artículo 24

SIN DUDA ALGUNA, UNO DE LOS FACTORES PROPICIADORES DE LA ESTABILIDAD POLITICA Y PAZ SOCIAL QUE SE VIVE EN MEXICO, ES NUESTRO ESTADO DE DERECHO, EL CUAL ANTE LA PRESENCIA DEL NUEVO MILENIO, REQUIERE GARANTIZAR A LA SOCIEDAD UN SISTEMA MODERNO DE JUSTICIA CON CAPACIDAD DE ADMINISTRARLA EN FORMA COMPLETA, PLENA E IMPARCIAL.

ANTE TAL EXIGENCIA, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION EMITIO CONVOCATORIA PARA EL ANALISIS Y LA FORMULACION DE PROPUESTAS RELATIVAS AL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, QUE SATISFAGA LA NECESIDAD DE MAYORES GARANTIAS Y CONTROLES FRENTE AL PODER QUE DIA A DIA DEMANDA EL PAIS; SIN EMBARGO ESTA EXIGENCIA NO DEBE APARTARNOS DE LA IGUAL NECESIDAD, DE QUE EN LA TRAMITACION DE LOS JUICIOS, SE DE, A LAS AUTORIDADES SEÑALADAS COMO RESPONSABLES, LA DEBIDA OPORTUNIDAD DE DEFENSA; ES POR ELLO QUE EL TEMA DE NUESTRA PROPUESTA VERSA SOBRE EL CONTENIDO DEL ARTICULO 8 Y 24 DE DICHA PROPUESTA DE LEY Y EL PROBLEMA PRACTICO QUE REPRESENTA LA PROHIBICION DE SER REPRESENTADAS LAS AUTORIDADES RESPONSABLES Y DE MANERA PARTICULAR LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS.

EN EFECTO, DEL ANALISIS EN PRIMER TERMINO DEL REFERIDO ARTICULO 8 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES, SE ADVIERTE LA PROHIBICION EXPRESA DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES PUEDAN SER REPRESENTADAS EN JUICIO, A EXCEPCION DEL CASO DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA; DE DONDE SE DESPRENDE EN ESENCIA QUE EL GOBERNADOR DE UN ESTADO SE ENCUENTRA EN LA IMPOSIBILIDAD LEGAL DE PODER SER REPRESENTADO POR EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA, EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO O ALGUN OTRO SECRETARIO DEL DESPACHO O SU SIMILAR EN LAS DIVERSAS LEGISLACIONES LOCALES, AUN Y CUANDO LA LEY ORGANICA DEL PODER EJECUTIVO O DE LA ADMINISTRACION PUBLICA DE LA ENTIDAD RESPECTIVA, LES ATRIBUYA COMO UNA DE SUS FACULTADES, JUSTAMENTE LA DE REPRESENTAR AL TITULAR DEL EJECUTIVO ESTATAL EN LOS JUICIOS CONSTITUCIONALES, TODA VEZ QUE, ESTAS LEYES SON NORMATIVAMENTE INFERIORES A LA LEY DE AMPARO, SEGÚN EL PRINCIPIO DE JERARQUIA DE LEYES PREVISTO POR EL ARTICULO 133 DE NUESTRA CONSTITUCION FEDERAL

ESTE RAZONAMIENTO HA SIDO REITERADAMENTE VERTIDO EN DIVERSAS TESIS JURISPRUDENCIALES, NO OBSTANTE, EN LA PRACTICA COTIDIANA LLEGA A REPRESENTAR SERIOS PROBLEMAS EN LA TRAMITACION DE LOS JUICIOS DE AMPARO, POR LO DILATADO Y COMPLICADO QUE EN OCASIONES RESULTA QUE EL JEFE DEL EJECUTIVO ESTATAL RINDA SUS INFORMES PREVIOS Y JUSTIFICADOS O INTERPONGA RECURSOS, SOBRE TODO TRATANDOSE DE LA DEFENSA DE LOS PROPIOS GOBERNADORES, QUE DEBIDO A LAS VARIADAS Y MULTIPLES TAREAS PROPIAS DE SU INVESTIDURA LO DIFICULTAN, YA QUE TIENEN POR LA PROPIA NATURALEZA DE SU CARGO QUE HACER NUMEROSAS GIRAS DE TRABAJO AL INTERIOR DEL TERRITORIO DE SUS ESTADOS, LLEGÁNDOSE EN ESTOS EXTREMOS Y A EFECTO DE NO DEJAR TRANSCURRIR LOS PLAZOS, AL ARTIFICIO DE QUE SEA EL SECRETARIO GENERAL QUIEN RINDA LOS INFORMES POR MINISTERIO DE LEY, BAJO EL SUPUESTO DE UNA AUSENCIA DEL GOBERNADOR, LO CUAL NO IMPLICA NECESARIAMENTE SU REPRESENTACION, SINO MAS BIEN SU SUPLENCIA, ES DECIR, ACTUA EN FUNCIONES DE ENCARGADO DEL DESPACHO SUPLIENDO LA PRETENDIDA FALTA DEL EJECUTIVO.   LA SITUACION SE VE AGRAVADA AL TOMAR EN CUENTA LA BREVEDAD DE LOS PLAZOS CONCEDIDOS A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES.

LA EXCEPCION QUE SE HACE RESPECTO DEL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO DE QUE SEA REPRESENTADO POR EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA O POR ALGUN SECRETARIO DE ESTADO O JEFE DE DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO, OBEDECE DE ACUERDO A LOS ANTECEDENTES LEGISLATIVOS, PRIMORDIALMENTE A LA IMPORTANCIA QUE REVISTE EL CARGO, POR QUE ESTE NO TENDRIA LA POSIBILIDAD DE COMPARECER A TANTOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS EN SU CONTRA.

DICHA EXCEPCION DEBERIA EN CONSECUENCIA, OBSERVARSE TAMBIEN RESPECTO DE LOS GOBERNADORES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, ATENDIENDO AL PRINCIPIO QUE REZA “DONDE EXISTE LA MISMA RAZON, DEBE EXISTIR LA MISMA DISPOSICION”.   CONSIDERAMOS QUE ESTOS AL IGUAL QUE EL EJECUTIVO FEDERAL, TIENEN UN CUMULO DE OCUPACIONES PRIVATIVAS PROPIAS DEL CARGO, DE DONDE RESULTA POCO PRACTICO DISTRAERLOS DE ESTAS, BIEN PARA RENDIR INFORMES, BIEN PARA PROMOVER RECURSOS.   ESTO NO DEBE ENTENDERSE DE NINGUNA MANERA, QUE SE TRATA DE RESTARLE IMPORTANCIA A ESTOS ASUNTOS, SINO POR EL CONTRARIO, ES PRECISAMENTE POR LA ATENCION ESPECIAL QUE SE LES DEBE DAR, QUE AQUELLOS DEBERIAN DE PODER SER REPRESENTADOS POR LOS PROCURADORES O QUIENES ESTOS DESIGNEN, EN TERMINOS DE SUS PROPIAS LEYES ORGANICAS Y REGLAMENTOS APLICABLES.

AHORA BIEN, SI DE LA INTERPOSICION DE RECURSOS SE TRATA, OBSERVAMOS LA MISMA PROBLEMÁTICA, YA QUE AL NO ESTAR COMPRENDIDOS DENTRO DE LA EXCEPCION, ESTAN EN LA IMPOSIBILIDAD LEGAL DE DESIGNAR REPRESENTANTES, LO QUE INDUDABLEMENTE TRAE APAREJADO UN TRAMITE BUROCRATICO INNECESARIO Y LA CONSECUENTE INEFICAZ DEFENSA DE LOS ACTOS DE ADMINISTRACION PUBLICA.

OTRO DE LOS FACTORES QUE MERECEN NUESTRA ATENCION, SON LAS NOTIFICACIONES DE LOS AUTOS, RESOLUCIONES Y SENTENCIAS PRONUNCIADAS POR LOS TRIBUNALES FEDERALES, YA QUE ESTAS SE HACEN AL JEFE DEL EJECUTIVO EN LUGAR DE HACERLAS DIRECTAMENTE AL FUNCIONARIO QUE DE ACUERDO AL AMBITO DE COMPETENCIA QUE LE OTORGA LA LEY ORGANICA DEL PODER EJECUTIVO EN EL CASO DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, LE CORRESPÓNDA CONOCER DEL ASUNTO; CON LO CUAL IGUALMENTE SE EVITARIA UN TRAMITE BUROCRATICO INNECESARIO, AL PASAR EL DOCUMENTO DE REFERENCIA, DE DEPENDENCIA EN DEPENDENCIA HASTA LLEGAR AL FUNCIONARIO QUE FINALMENTE CONOCERA DEL ASUNTO, POR SER EL, QUIEN CUENTE EN RAZON DE SU CARGO, CON LAS DOCUMENTACION RELACIONADA CON LA TRAMITACION DEL JUICIO CONSTITUCIONAL, LO QUE IMPLICA IGUALMENTE, QUE EL ARTICULO 24 DEL PROYECTO PREVEA LA POSIBILIDAD DE QUE EL REPRESENTANTE LEGAL DEL PODER EJECUTIVO SEA QUIEN RECIBA LA PRIMERA NOTIFICACION.

DE LAS RAZONES ANTES EXPUESTAS, PODEMOS APRECIAR QUE LOS ARTICULOS EN COMENTO REQUIEREN ADECUARSE NO SOLO A LA CADA VEZ MAS EXIGENTE NECESIDAD DE NUESTRA SOCIEDAD MEXICANA DE CONTAR COMO YA SE SEÑALO, CON UNA LEY QUE OFREZCA MAYORES GARANTIAS Y CONTROLES FRENTE AL PODER; SINO TAMBIEN A LA PROPIA NECESIDAD QUE ENFRENTAN LOS PODERES EJECUTIVOS DE LOS ESTADOS DE CONTAR CON UNA DEFENSA AGIL Y OPORTUNA, TAL COMO EN EL PASADO SE HA HECHO, ADECUANDO LA LEY DE AMPARO CONFORME LAS CIRCUNSTANCIAS Y LOS NUEVOS TIEMPOS QUE SE VIVEN EN EL PAIS.

AHORA BIEN, A EFECTO DE COMPLEMENTAR Y COMPRENDER MEJOR LO EXPRESADO, RESULTA PRUDENTE EN ESTE PUNTO HACER UNA MUY BREVE RESEÑA DE LOS CAMBIOS QUE HAN EXPERIMENTADO LOS ACTUALES ARTICULOS 19 Y 27, HACIÉNDOLOS ACORDES A LAS CAMBIANTES NECESIDADES.

ASI PUES, TENEMOS QUE EL PRIMER ANTECEDENTE DEL ACTUAL ARTICULO 19, SE REMONTA AL AÑO DE 1935, EN EL QUE EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA GENERAL LAZARO CARDENAS, PRESENTO ANTE LA CAMARA DE DIPUTADOS UNA INICIATIVA DE REFORMA INTEGRAL A LA LEY DE AMPARO DE 1919, LA CUAL SE CONOCERIA CON EL NOMBRE DE “LEY ORGANICA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION FEDERAL” Y CUYO FIN ERA ADECUARLA A LAS CIRCUNSTANCIAS IMPERANTES DE LA EPOCA, ASI COMO TAMBIEN A LA ENTONCES NUEVA ORGANIZACIÓN QUE EL PROPIO TITULAR DEL EJECUTIVO PROPUSO PARA EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION.

EN EL ORDENAMIENTO APROBADO, SE CONTEMPLABA LA PROHIBICION DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES FUERAN REPRESENTADAS EN EL JUICIO DE AMPARO, CON LA POSIBILIDAD DE ACREDITAR MEDIANTE UN SIMPLE OFICIO DELEGADOS EN LAS AUDIENCIAS PARA EL SOLO EFECTO DE QUE RINDIERAN PRUEBAS, ALEGARAN E HICIERAN PROMOCIONES EN LAS MISMAS.

LO ANTERIOR RESULTABA MUY AMBIGUO; PUES POR UNA PARTE SE HABLABA DE LA POSIBILIDAD DE ACREDITAR DELEGADOS Y LAS FACULTADES QUE A ESTOS SE OTORGABAN; Y POR LA OTRA, NO SE HACIA MENCION EXACTA SOBRE QUIENES PUDIERAN DESEMPEÑARSE COMO TALES, QUEDANDO LA POSIBILIDAD DE SER NOMBRADOS AL LIBRE ALBEDRIO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.

APROXIMADAMENTE SIETE AÑOS DESPUES (EN 1943), LA LEY ORGANICA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 SUFRE SU SE SEGUNDA REFORMA, EN LA QUE POR PRIMERA VEZ SE ENMIENDA SU ARTICULO 19; SENTANDOSE ASI LAS BASES DE UN SISTEMA DE JUSTICIA, CAPAZ DE GARANTIZAR SU ADMINISTRACION COMPLETA Y EXPEDITA, AL ADICIONARSELE UN SEGUNDO PARRAFO EL CUAL DABA MAS CLARIDAD AL HASTA ENTONCES VIGENTE, PRECEPTUANDO QUE LA REPRESENTACION DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA PODRIA RECAER EN LOS SECRETARIOS DE DESPACHO Y JEFES DE DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS A QUIENES EN CADA CASO CORRESPONDIERA EL ASUNTO, EN ATENCIÓN A LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS ESTABLECIDAS EN LA LEY DE SECRETARIAS Y DEPARTAMENTOS DEL ESTADO; EVITANDO ASI  DILACIONES INNECESARIAS EN LA RENDICIÓN DE INFORMES Y PROMOCIÓN DE RECURSOS, CUANDO FUERA SEÑALADO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE.

LO ANTERIOR EN ATENCION A QUE DIVERSAS RESOLUCIONES DE LA SUPREMA CORTE HABIAN VENIDO INTERPRETANDO EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DE AMPARO, EN EL SENTIDO DE QUE EL JEFE DEL PODER EJECUTIVO SOLO PODIA SER REPRESENTADO LEGALMENTE EN EL JUICIO DE AMPARO POR EL SECRETARIO DE DESPACHO ENCARGADO DEL RAMO RESPECTIVO, SIN HACER MENCION PARA NADA, RESPECTO DE LOS JEFES DE DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS, NO OBSTANTE QUE A ESTOS LES HABIAN SIDO FIJADAS NUMEROSAS COMPETENCIAS AUTÓNOMAS POR LA LEY DE LA MATERIA.

LA INICIATIVA PRESIDENCIAL TENIA COMO FINALIDAD, CAPACITAR A LOS JEFES DE DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS, QUIENES POR VITUD DE LA LEY DE SECRETARIAS DE ESTADO HABIAN SIDO INVESTIDOS DE NUMEROSAS COMPETENCIAS, INCLUIDA DENTRO DE ESTAS LA PERSONALIDAD NECESARIA PARA REPRESENTAR AL JEFE DEL PODER EJECUTIVO EN LOS JUICIOS DE AMPARO QUE MOTIVARAN LOS ASUNTOS DEL RAMO DE SU COMPETENCIA.

EN 1949, POR INICIATIVA TAMBIEN DEL EJECUTIVO FEDERAL, EL ARTICULO 19 ES NUEVAMENTE REFORMADO, PRECEPTUANDOSE QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, DADO SU CARACTER DE REPRESENTANTE DE LA FEDERACION, CONFORME AL ARTICULO 102 DE LA CONSTITUCION, Y TRATÁNDOSE DE ASUNTOS RELATIVOS A SU DEPENDENCIA, PODRIA OSTENTAR LA REPRESENTACION DEL TITILAR DEL PODER EJECUTIVO, CUANDO ESTE SE LA OTORGARA.

EN LA SESION DE DEBATES, SE PRECISO QUE EL PROPÓSITO INSPIRADOR DE ESTA DISPOSICIÓN, RESULTA OBVIO, PUESTO QUE SE TRATO DE FACILITAR Y GARANTIZAR MEJOR LA EFICAZ DEFENSA DE LOS ACTOS DE ADMINISTRACION PUBLICA, TODA VEZ QUE LOS ANTECEDENTES Y DOCUMENTOS JUSTIFICATORIOS DE DICHOS ACTOS GENERALMENTE OBRAN EN LOS ARCHIVOS DE LAS SECRETARIAS Y DEPARTAMENTOS MENCIONADOS EN EL ARTICULO, O BIEN EN LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPÚBLICA.

NO OBSTANTE LO PERTINENTE DE ESA DISPOSICION, LA MISMA NO LLEGO A TENER LA EFECTIVIDAD DESEADA, EN VIRTUD DE LAS DILACIONES QUE SUFREN LAS NOTIFICACIONES DE LOS AUTOS, RESOLUCIONES Y SENTENCIAS PRONUNCIADAS POR LOS TRIBUNALES FEDERALES EN MATERIA DE AMPARO, AL HACERLAS DIRECTAMENTE EN EL DESPACHO DEL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO, EN VEZ DE ENTENDERSE CON EL FUNCIONARIO REPRESENTANTE DEL MISMO, EN ACATAMIENTO AL CITADO ARTICULO 19.

A EFECTO QUE ESTA REFORMA TUVIERA ARMONÍA CON EL SISTEMA DE NOTIFICACIONES EN EL JUICIO DE GARANTIAS, RESULTO NECESARIO ADICIONAR EL ARTICULO 27 DE LA LEY DE LA MATERIA CON UN TERCER PARRAFO, EL CUAL DISPUSIERA QUE LAS NOTIFICACIONES QUE DEBIERAN HACERSE AL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA SE PRACTICARAN SEGUN EL CASO, CON EL SECRETARIO O JEFE DE DEPARTAMENTO DE ESTADO CORRESPONDIENTE, O CON EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA.

POSTERIORMENTE EN EL AÑO DE 1976, A PROPUESTA DEL EJECUTIVO FEDERAL, FUE CREADA LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA, CON LA FINALIDAD DE REUNIR EN UN SOLO ORDENAMIENTO LAS NORMAS QUE DESCRIBIERAN A LAS DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACION CENTRALIZADA Y PARAESTATAL, EXPRESANDO SU NATURALEZA Y SUS FUNCIONES.

EN ESE SENTIDO, RESULTO NECESARIO ADECUAR LA REPRESENTACION DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA EN MATERIA DE AMPARO CON LA NUEVA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA; PUES AL SER ABROGADA LA LEY DE SECRETARIAS Y DEPARTAMENTOS DE ESTADO, DESAPARECE CONSECUENTEMENTE LA FACULTAD CONFERIDA POR SU ARTICULO 16 FRACCION VII A LA SECRETARIA DE LA PRESIDENCIA, LA CUAL CONSISTIA EN DESAHOGAR LOS ASUNTOS QUE EXPRESAMENTE LE ENCOMENDARA EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, COMPRENDIENDO ENTRE ELLOS, LAS INSTRUCCIONES DEL PROPIO EJECUTIVO FEDERAL A LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y JEFES DE DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA QUE LO REPRESENTARAN EN TODOS LOS TRAMITES PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, YA QUE NO EXISTE EN LOS TERMINOS DE LA NUEVA LEY, LA SECRETARIA DE LA PRESIDENCIA Y ALGUNAS DE LAS FACULTADES, SIN COMPRENDER LA MENCIONADA EN LA FRACCION Y NUMERAL SEÑALADOS, QUE AHORA SE LE CONFIEREN A LA NUEVA SECRETARIA DE PROGRAMACION Y PRESUPUESTO.

LA INICIATIVA SEÑALABA QUE DE NO LLEVARSE A CABO LA REFORMA DEL ARTICULO 19, SE RESENTIRIA RETRASO EN LOS JUICIOS DE AMPARO DONDE EL PODER EJECUTIVO TUVIERA EL CARACTER DE QUEJOSO, AUTORIDAD RESPONSABLE O TERCERO PERJUDICADO.

EN TAL VIRTUD Y A EFECTO DE QUE LA ATENCION DE LOS NEGOCIOS QUE EN MATERIA DE AMPARO ALUDIERAN AL ENCARGADO DEL PODER EJECUTIVO NO LLEGAREN A RESENTIR RETRASO ALGUNO, SE REFORMO EL SEGUNDO PARRAFO DEL CITADO ARTICULO DE LA LEY DE AMPARO, CON LA FINALIDAD QUE LA FUNCION HASTA ESE ENTONCES DESEMPEÑADA EN ESE CAMPO POR LA SECRETARIA DE LA PRESIDENCIA, PASARA A SER DE LA INCUMBENCIA DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, CONSEJERO JURIDICO DEL GOBIERNO, POR DETERMINACION DEL ARTICULO 102.

CON ESTA REFORMA NO SE MODIFICO SU ESPIRITU, SIMPLEMENTE SE ADECUO CON LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA, OTORGANDO LA FACULTAD DE REPRESENTACION A TRAVES DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, A LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y JEFES DE DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO, DE ACUERDO CON LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS QUE ESTABLECIO LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA, ASI COMO AL PROPIO PROCURADOR.

FINALMENTE EN 1986, FUE APROBADA LA INICIATIVA DE REFORMAS A DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO PROPUESTA POR LA CAMARA DE SENADORES, INCLUYENDO DENTRO DE ESTAS AL ARTICULO 19.

ESTAS CONSISTIERON EN OTORGAR PERSONALIDAD A LOS INMEDIATOS COLABORADORES DEL TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL, EN TERMINOS DE LA RESPECTIVA COMPETENCIA SEÑALADA POR LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL, Y EN RESPETAR LA SUBSTITUCION DE TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS, TAL COMO LO PREVENGAN LOS REGLAMENTOS INTERIORES DE LAS MISMAS.   IGUAL SUBSTITUCION SE PREVIO PARA EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, EN LOS AMPAROS EN QUE FUERA DESIGNADO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE.

COMO PUEDE OBSERVARSE CON ESTA BREVE RESEÑA, LA POSIBILIDAD DE LA REPRESENTACION DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, NO SOLO FUE PREVISTA, EN ATENCION A CONSIDERACIONES DE NATURALEZA PRACTICA, SINO TAMBIEN, PARA PERMITIR UNA ADECUADA DEFENSA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA, DE DONDE SE PUEDE CONCLUIR QUE DICHA REPRESENTACION SE FUE REFORZANDO CADA VEZ MÁS ADECUÁNDOSE A LOS NUEVOS REQUERIMIENTOS JURÍDICOS DE CADA EPOCA.

HOY EN DIA, POR LAS RAZONES YA EXPUESTAS, RESULTA INDISCUTIBLE LA NECESIDAD DE PREVER ESTAS REFORMAS, MISMAS QUE ME PERMITO SOMETER A SU CONSIDERACION CON BASE EN LA EXPERIENCIA QUE ACUMULE EN ESTOS CASOS, AL FUNGIR DURANTE SEIS AÑOS COMO DIRECTOR JURIDICO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA, Y EN LOS QUE PUDE CONSTATAR LA DIFICULTAD QUE REPRESENTA PARA EL RESPONSABLE DE LA TRAMITACION DE LOS JUICIOS DE AMPARO, EN LOS QUE LOS EJECUTIVOS LOCALES SON SEÑALADOS COMO AUTORIDAD RESPONSABLE, NO SOLO PARA LA OBTENCION OPORTUNA DE LOS ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO, SINO TAMBIEN EN EL ENVIO OPORTUNO DE LAS DEMANDAS DE AMPARO NOTIFICADAS EN LA OFICINAS DE LA GUBERNATURA, INCLUSO, PORQUE NO SEÑALARLO, EN EL DESDEN QUE LAS DEPENDENCIAS DEL RAMO RESPECTIVO, EN OCASIONES OBSERVAN A LA SOLICITUD DE LA INFORMACION NECESARIA PARA LA DEBIDA DEFENSA DE LOS ASUNTOS.

ASI, PARA CONCLUIR CREO CONVENIENTE QUE ESTAS INQUIETUDES SE RECOJAN EN LOS ARTICULOS RESPECTIVOS (8º. PARA LA REPRESENTACION Y 24 PARA LA NOTIFICACION) EN SIMILARES TERMINOS A LO QUE ACTUALMENTE SE PROPONE PARA EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA.

EL TEXTO PROPUESTO QUEDARIA EN LOS SIGUIENTES TERMINOS:

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capitulo  II

Capacidad y Personería

ARTICULO 8. LAS AUTORIDADES RESPONSABLES NO PODRAN SER REPRESENTADAS EN EL JUICIO DE AMPARO. PODRAN POR MEDIO DE SIMPLE OFICIO ACREDITAR DELEGADOS QUE CONCURRAN A LAS AUDIENCIAS PARA EL EFECTO DE QUE EN ELLAS RINDAN PRUEBAS, ALEGUEN Y HAGAN PROMOCIONES.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA PODRA COMPARECER A JUICIO EN LOS TERMINOS QUE DETERMINE POR CONDUCTO DEL CONSEJERO JURIDICO DEL EJECUTIVO FEDERAL, POR ESTE, POR EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y JEFES DE DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO A QUIENES EN CADA CASO CORRESPONDA EL ASUNTO, EN TERMINOS DE LAS LEYES ORGANICAS Y REGLAMENTOS APLICABLES.

LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, PODRAN COMPARECER A JUICIO EN LOS TERMINOS QUE DETERMINEN POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE LEGAL, POR LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA A QUIENES EN CADA CASO CORRESPONDA EL ASUNTO, EN TERMINOS DE LAS LEYES ORGANICAS Y REGLAMENTOS APLICABLES.

EN LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS EN CONTRA DE ACTOS DE LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL O ESTATAL, AQUELLOS PODRAN SER SUPLIDOS POR LOS SERVIDORES PUBLICOS A QUIENES LAS LEYES Y LOS REGLAMENTOS QUE LAS RIGEN OTORGUEN ESA ATRIBUCION.

CAPITULO  IV

Notificaciones

ARTICULO 24. LA PRIMERA NOTIFICACION AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL SE ENTENDERA CON EL CONSEJERO JURIDICO; TRATÁNDOSE DE LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS O DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL SE HARAN CON EL REPRESENTANTE LEGAL. LAS SUBSECUENTES NOTIFICACIONES SE HARAN DIRECTAMENTE A LOS SERVIDORES PUBLICOS DESIGNADOS EN TERMINOS DEL ARTICULO 8º.

LIC. ALFREDO RODRIGO LAGUNAS RIVERA

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOD

DEL H. SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

DEL ESTADO DE OXACA.
C. MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO 

DE LA JUDICATURA FEDERAL.

PRESENTE.

Distinguido Señor Ministro Presidente:

Por este conducto me es grato comentarle que la comunidad jurídica del Estado de Coahuila, a acogido con beneplácito la convocatoria formulada por la Suprema Corte de Justicia por conducto de  su presidente, para la elaboración del “Proyecto de Ley de Amparo”, que sin duda además de ser benéfica para los mexicanos, permitirá que los mismos contemos con una Ley de Amparo acorde a las condiciones socio-económicas y políticas que imperan en el país, lo que traerá como consecuencia que la nación cuente con un marco jurídico que fortalezca la seguridad jurídica y el estado de derecho de los mexicanos; en virtud de lo anterior la Federación de Colegios, Barras, Foros y Asociaciones de Abogados del Estado de Coahuila, A.C se suma a esa gran cruzada que la Corte ha emprendido en aras de lo anterior, estableciendo con ello una nueva forma de ejercicio democrático en la formulación de propuestas para la renovación y actualización de nuestro sistema jurídico.

A continuación, formulamos a usted, con el objeto de que sean tomadas en consideración en el Congreso Nacional a efectuarse en la Ciudad de Mérida, Yucatán, en los próximos días, 5, 6, 7 y 8 de Noviembre del año en curso, del cual habrá de surgir una propuesta seria, responsable y viable de proyecto de Ley de Amparo, que una vez aprobada por el órgano legislativo competente, deberá regir la vigilancia y tutelaje del respeto irrestricto por parte de las autoridades mexicanas, de las garantías individuales consagradas en nuestra Constitución general de la República, así como de los derechos humanos consagrados en los tratados internacionales que previamente han sido aprobados por el Gobierno Mexicano.

PRIMERA PROPUESTA

A.- Título, capítulo o artículo de la Ley de Amparo actual con que se encuentra relacionada:

Título primero; capítulo I; artículo 1°

B. Consideraciones o motivos que explican la aportación:

Nos parece un gran acierto que el proyecto a proponerse contenga en el precepto legal aludido, no tan solo contemplado como objeto del juicio de amparo resolver la controversia a las que se refiere el texto vigente, sino el contemplar la protección y en consecuencia, la resolución de toda controversia que se suscite con motivo de la protección de los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, lo cual obviamente, además de permitir que el juicio de Amparo (ya no solamente protector de garantías) sea mas justo y humano,  nos ubica en un plano de igualdad y actualización o concordancia con el derecho comparado. Únicamente nos parece que debería incluirse la posibilidad de que no sólo queden preceptuados los tratados internacionales ya aprobados por el gobierno de México, sino también los que en lo sucesivo pudieran aprobarse  en igualdad de circunstancias legales.

C. Redacción que resultaría al incorporar los comentarios:

Artículo 1°.  El juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución  Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Derechos Humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos;  así como los Tratados Internacionales que en lo sucesivo fueren sancionados en los términos de Ley, por el Gobierno Mexicano 

SEGUNDA PROPUESTA

A. Título, capítulo o artículo de la Ley de Amparo actual con que se encuentra relacionada:

Título Primero; Capítulo II; artículos 5º. Fracción III inciso b). Con relación al artículo 10º. 

B. Consideraciones o motivos que explican la aportación:

Nos pareció de suma importancia el manejo que el informe del Ministro Humberto Román Palacios, Coordinador General de la Comisión de Análisis para una nueva ley de amparo, formula al Señor Presidente de la Suprema Corte Justicia y que se contiene en el proyecto de la ley de amparo que tan amablemente se nos ha hecho llegar con anticipación. Particularmente dentro de otras cosas, llama la atención el señalamiento que el Ministro Roman Palacios emite en la página 25 de dicho informe, al final del primer párrafo en el que alude: "otorgar la calidad de tercero perjudico al ofendido en materia penal.

Esta afirmación o propuesta, coincide con el criterio de un número importante de estudiosos del derecho en nuestro país, que consideramos de manera indebida y poco acorde con las circunstancias socio jurídicas actuales del país, el que se siga limitando de manera extrema, la participación y calidad de parte, como tercero perjudicado al ofendido sustancial en materia penal.

Es de todos conocido que el texto vigente de los Artículos 5°, fracción III, inciso b), con relación al Articulo 10° de la ley de Amparo, prevé la intervención de dicho ofendido en materia penal, en calidad de tercero perjudicado,  solamente con relación a la afectación que el acto reclamado pueda ocasionar a la reparación del daño o a la responsabilidad civil proveniente de un ilícito, pudiendo promover la demanda de Ampara dicho tercero perjudicado solamente contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil, así como en contra de los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

Con franca y contundente relación con lo anterior, es triste tener que reconocer que la Institución del Ministerio Publico (para la cual urge una reforma sustancial) a dejado de ser una Institución de buena fe, que no responde a las expectativas sociales y jurídicas que el país requiere de ella. 

Así mismo, la reforma constitucional al Articulo 21°, así como la tendencia de nuestro sistema jurídico, es en el sentido de limitar las facultades casi absolutas que otorga un poder amenazante y preocupante al Ministerio Publico, otorgando mayores y mejores facultades al sujeto verdaderamente ofendido u ofendido sustancial, que lo es el particular que realmente sufre el menoscabo, perjuicio, o daño en sus bienes jurídicos.

Así pues la nueva Ley de Amparo, debe otorgar el pleno reconocimiento de parte al ofendido sustancial en todo procedimiento del orden penal, pudiendo comparecer en tal calidad en la demanda de Amparo, en contra de actos que vulneren las garantías y derechos humanos, dentro del procedimiento penal, esto, de manera directa y sin intermediación del Ministerio Publico, que constantemente ante la impotencia de los particulares, abandona el ejercicio de la acción penal, y la interposición de recurso incluyendo el juicio de amparo en perjuicio evidente del particular o verdaderamente ofendido.

C. Redacción que resultaría al incorporar los comentarios:

Articulo 5°. Son partes en el juicio de amparo. 

...

III. El tercero o tercero perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter:

...

b). El ofendido o víctima del delito, en contra de actos provenientes judiciales del orden penal, tanto por lo que respecta a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, así como por lo que concierne ala comprobación del cuerpo del delito y la responsabilidad penal de los inculpados. Así mismo podrán promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

Con el texto anterior, seria innecesario el texto o supuestos e hipótesis contenidas en el Articulo 10°

TERCERA PROPUESTA

A. Título, capítulo o artículo de la Ley de Amparo actual con que se encuentra relacionada:

Título Primero; Capítulo IV; artículos 27°.

B. Consideraciones o motivos que explican la aportación:

Si la tendencia de la nueva ley de aparo es en el sentido que se sugiere en el informe que rinde el Ministro Humberto Román Palacios al Coordinador General de la Comisión de análisis para una nueva ley de amparo al Señor Presidente de la Corte, de simplificar y hacer mas accesible y ágil el juicio de amparo, sugerimos que el Articulo 27° de la ley actual, se conserve, en el sentido de no condicionar en ninguna forma extraordinaria, la acreditación de la calidad del representante legal o defensor particular del quejoso, lo cual el texto actual prevé con claridad de manera simple y, el requisitar fijando términos fatales a dicha acreditación, vendría a hacer un obstáculo que impediría el acceso simple y rápido al juicio de amparo por parte de los quejosos.

Agradecemos la oportunidad de poder colaborar con nuestras sugerencias, en aras de que nuestro país cuente con una nueva Ley de Amparo, que fortalezca el Estado de Derecho, haciéndonos una sociedad más justa e igualitaria.

RESPETUOSAMENTE

Coahuila, a Noviembre de 2000

El Presidente de la Federación

LIC. MANUEL DE JESUS LANDEROS GARCIA
CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.
Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel.

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Y del Consejo de la Judicatura Federal.

Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Señores Consejeros del Consejo de la Judicatura Federal.

Miembros de la Comisión de Análisis de propuestas para una Nueva Ley de Amparo.

Señores y Señoras.

El juicio de amparo, se presenta en la actualidad como el medio más acabado que tenemos los ciudadanos para hacer efectivo el Estado de derecho y, para reclamar y conseguir del Poder Judicial de la Federación el amparo y protección de nuestros derechos fundamentales contra las violaciones que puedan realizar cualesquiera de las autoridades de la nación.

Nuestro juicio de amparo hace su aparición en la primera mitad del siglo XIX, como producto de la preocupación por crear instrumentos jurídicos y procesales de defensa de la Constitución, sin embargo, si analizamos su evolución, bien podemos sostener no sólo que resulta una de las instituciones jurídicas más dinámicas a lo largo de la historia del derecho mexicano, sino también que el juicio de amparo, en su estructura actual, es fundamentalmente creación jurisprudencial.

Y es así, que el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y también tratadista, Don Genaro David Góngora Pimentel, ha considerado que el juicio de amparo mexicano se estructura en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de manera tal, que el juicio de amparo es fundamentalmente creación jurisprudencial y, nuestra Ley de Amparo no ha hecho otra cosa que recibir en sus preceptos formas ya aceptadas por la jurisprudencia.
La dinámica evolución de nuestro juicio de amparo que lo ha convertido en la institución más perfeccionada en nuestros días, ha tenido éxito por lograr encuadrar la vida social constantemente en renovación y, como acertadamente lo señala Don Genaro David Góngora Pimentel, porque los jueces que actualmente vivimos no podemos leer la Constitución ni la ley de Amparo, ni la jurisprudencia que formó nuestro juicio más que como mexicanos actuales. No es posible que el legislador prevea todos los casos que pueden presentarse en las relaciones jurídicas de los hombres, sobre todo en la época actual en que son tan rápidos los cambios en las condiciones de vida y en que surgen constantemente diferentes formas de actividades que a su vez, crean nuevos problemas sociales. Y tampoco es posible, ni conveniente aplicar para la solución de los nuevos problemas las viejas y anticuadas jurisprudencias, formadas en las condiciones de vida que dieron origen a su creación.
Esta dinámica por mejorar nuestro instrumento procesal constitucional da lugar al proyecto de una Nueva Ley de Amparo y al presente Congreso que permitirá reflexionar sobre la importancia y trascendencia del juicio de amparo como institución procesal en México y en el mundo, a través de lo que la doctrina constitucional denomina “la defensa de la Constitución” y estamos seguros que el esfuerzo conjunto que han promovido la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura con diversos sectores de la sociedad, Universidades, connotados académicos, reconocidos abogados postulantes y todos aquellos que tuvieron interés en elaborar propuestas, obtendrá todo el éxito que merece.

Enseguida me permito exponer en nombre de los Jueces de Distrito del Tercer Circuito, los siguientes comentarios a la propuesta.

Primero: 

TÍTULO PRIMERO.

Reglas Generales.

CAPÍTULO I.

Disposiciones Fundamentales

“Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”

Como se señala en la introducción al Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, uno de los mayores cambios que se proponen es el relativo al objeto de la protección del juicio de amparo, limitado en la actualidad a las denominadas garantías individuales, extendiéndolo a los derechos humanos consagrados en los cinco instrumentos del derecho internacional que se citan.

La propuesta del nuevo texto del artículo 1º en concordancia con la que se propone para el artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce que el respeto al status jurídico del gobernado es fundamental para que en las concepciones democráticas modernas se logren las exigencias de igualdad, legalidad y libertad.

La propuesta garantiza el respeto y protección a los derechos humanos en el ámbito de la Administración de Justicia Federal y crea las condiciones necesarias para que a través del juicio de amparo, se garantice su disfrute y viabilidad.

La creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos el 6 de junio de 1990, derivada del compromiso adquirido con la comunidad internacional para lograr el respeto a los derechos y libertades básicos y la obligación de garantizar su libre y pleno ejercicio, significó un paso importante en el país, pues implícitamente se reconocía por el Ejecutivo Federal las circunstancias imperantes en esos momentos, es decir, la reiterada violación de las prerrogativas que nuestra Constitución otorga a todo gobernado.

La propuesta, en el sentido de garantizar al gobernado del disfrute, no sólo de las garantías individuales, sino también de aquellos derechos humanos consagrados en tratados internacionales que se celebren por el Presidente de la República con la aprobación del Senado, significa ya no el reconocimiento de vivir las circunstancias que dieron origen a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, sino de que el México de hoy se encuentra en circunstancias diversas que permiten la viabilidad para que los derechos humanos se tutelen a través del juicio constitucional de amparo.

El artículo 102, apartado B, de la Constitución Federal, con motivo de la propuesta, encontrará significación en cuanto a las atribuciones de las Comisiones de Derechos Humanos, como entes con competencia para conocer de las quejas que se interpongan por actos u omisiones de naturaleza administrativa.

Por los anteriores motivos se concuerda con la propuesta del texto del que sería el artículo 1º.

Sin embargo, se estima que el listado de las convenciones internacionales a que se refiere el texto de dicho precepto, es limitativo cuando en todo caso debiera ser enunciativo, teniendo en consideración que el artículo 133 Constitucional, establece: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión...”

De manera tal, que la propuesta de incluir un listado, limitativo y no enunciativo, de tratados internacionales, como objeto de la protección del juicio de amparo, desconoce el propio reconocimiento que la Ley Fundamental realiza de todos aquellos tratados que estando de acuerdo en ella, se hayan celebrado y lleguen a celebrarse.

Por lo anterior, se estima que el texto del artículo 1º de la propuesta podría quedar en los siguientes términos:

“Artículo 1º. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales celebrados o que se celebren en los términos dispuestos en el artículo 133, de la Ley Fundamental.”

Segundo:

En la misma materia relativa a los Derechos Humanos, se debe considerar la conveniencia de que la Comisión Nacional de Derechos Humanos o bien, las Comisiones Estatales, pudieran tener intervención, como partes, en aquellos juicios de amparo que se interpusieran por violaciones a derechos humanos consagrados en los tratados internacionales, en aquellos casos en que se estimara necesario contar con opinión especializada en la materia.

Lo anterior permitiría, como lo considera el Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, en su obra “EL ESTADO CONTRA SÍ MISMO”, que organismos técnicos especializados en derechos humanos enriquecieran las determinaciones que se pudieran tomar en los juicios de amparo, y además, poner en contacto a los integrantes de estos organismos con la realidad cotidiana de nuestro derecho positivo, permitiendo la formación científica de dicho personal en las disciplinas procesales, al mismo tiempo, que organismos locales pudieran intervenir en la Administración de la Justicia Federal, tratándose de leyes o actos que no provengan de autoridades federales.

En consecuencia, en el artículo 4º del proyecto, podría incluirse una fracción V, que diga:

“artículo 4º...

“V. La Comisión Nacional de Derechos Humanos o las Comisiones Estatales de Derechos Humanos, en los juicios de amparo contra normas generales o actos de autoridad que se estimen violatorios de derechos humanos consagrados en los tratados internacionales a que refiere el artículo 1º de esta ley.
Tercero:

TÍTULO PRIMERO.

Reglas Generales.

CAPÍTULO X.

Sentencias.

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes... II. En materia penal, a favor del reo; En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley... En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

El artículo 16, a que refiere el precepto transcrito, dice: “El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo... III. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días...”

La propuesta de nuevo texto al precepto, da giros substanciales a lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracciones II y III, en relación con el artículo 227, de la Ley de Amparo vigente, pues en materia penal para que opere la suplencia a favor del reo, en la demanda de amparo o bien en el escrito del recurso, necesariamente deberán plantearse conceptos de violación o agravios aun cuando deficientes, y, tratándose de la materia agraria, también se dará en el supuesto anterior, empero sustrae del régimen proteccionista a los ejidatarios o comuneros en lo particular, así como a los aspirantes a esas calidades.

En la actualidad, en la materia penal tratándose del reo y en materia agraria tratándose de los sujetos referidos en el artículo 212, de la Ley de Amparo, rige la máxima deficiencia de la queja, esto es, procede no sólo cuando son deficientes los conceptos de violación o agravios, sino también cuando no se expresa ninguno, veamos lo que ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA. AUSENCIA DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. La suplencia de la queja, autorizada en materia penal por la fracción II, del artículo 107 de la Constitución federal y por el artículo 76 de la Ley de Amparo, procede no sólo cuando son deficientes los conceptos de violación, sino también cuando no se expresa ninguno, lo cual se considera como la deficiencia máxima.” (tesis de jurisprudencia número 1834, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Salas y Tesis Comunes, página 2961)

“SUPLENCIA DE LA QUEJA. OPERA AUN ANTE LA FALTA DE EXPRESIÓN DE AGRAVIOS EN EL AMPARO EN MATERIA AGRARIA. La suplencia de la queja en el juicio de garantías en materia agraria prevista en el cuarto párrafo, de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución Federal y tratándose del recurso de revisión en el artículo 91, fracción V de la Ley de Amparo, procede no sólo cuando los agravios son deficientes, sino también cuando no se expresa agravio alguno en el escrito de revisión, que debe conceptuarse como la máxima deficiencia, porque el amparo agrario constituye un régimen protector de la garantía social agraria, para la eficaz defensa del régimen jurídico creado por las resoluciones presidenciales dotatorias o restitutorias de tierras que son de interés público nacional.” (tesis publicada en la página 2968 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Salas y Tesis Comunes).

La institución de la suplencia de la queja, del que surge uno de los principios reguladores del juicio de amparo, tiene un origen eminentemente proteccionista a favor de determinados sectores de quejosos, concediendo un tratamiento especial a clases económicamente débiles.

Debe decirse que es notorio y público, que la inmensa mayoría de la población campesina y carcelaria en el país, es de bajos, escasos o nulos recursos económicos.

En la práctica diaria del juicio de amparo es común encontrarnos con demandas o recursos, en dichas materia, no sólo deficientes en el capítulo relativo a los conceptos de violación o de agravios, sino incluso, carentes del mismo, lo que nos llevaría a tener que sobreseer en los juicios de amparo de conformidad con lo dispuesto en los artículos, 59, fracción XIX, 61, fracción IV y 107, fracción VII, de la propuesta de nueva Ley o bien, simplemente, si se trata de recurso, a confirmar los sobreseimientos.

Indudablemente que la propuesta redundaría en más sentencias de amparo, sin embargo, no concediendo o negando el amparo por virtud de analizarse el fondo del asunto, sino de sobreseimiento.

Por lo anterior, se estima que la suplencia de la queja en las materias penal y agraria debe permanecer en los términos vigentes y, en ese sentido, el último párrafo del artículo 77, debe incluir a las fracciones II y III, del mismo precepto.

Y, en relación a la materia agraria, el artículo 16, fracción III, del proyecto de nueva Ley de Amparo, debe dar cabida a no sólo a los núcleos de población ejidal o comunal, sino también a los ejidatarios y comuneros en lo particular y, a los aspirantes a éstas calidades, máxime si se tiene en consideración que el núcleo de población siempre tendrá más posibilidades económicas como tal, que los sujetos que los integran, en lo particular.

Cuarto:
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De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

Sección Tercera

Primera Parte

Reglas Generales.
“Artículo 139. Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los medios a que se refiere el artículo anterior, se celebrará la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a las autoridades foráneas. La resolución dictada en la primera audiencia podrá modificarse o revocarse con vista de los nuevos informes.”

En la práctica es común que por cumplir con la disposición similar contenida en la Ley de Amparo en vigor (artículo 133) en relación con el artículo 131 de la propia ley (similar al artículo 136 del proyecto), en los expedientes incidentales se celebren diversas audiencias, porque es común que en los juicios de amparo se señalen autoridades residentes en diversos estados del país y, por ello, las audiencias se van llevando a cabo en la medida que se cuenta con los acuses de recibo o con los informes previos.

Lo anterior implica cargas adicionales de trabajo con el consiguiente tiempo destinado a un solo expediente, lo cual se podría optimizar si se ampliara el término para la primera audiencia a siete días y, en su caso, el tiempo que se estimara prudente para la diferida, tomando en consideración que de cualquier manera está surtiendo sus efectos la suspensión provisional.

Otra alternativa que habría, sería la de que en aquellos casos en que sólo se señalen autoridades con residencia en la localidad del órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo, se aplicara la regla prevista en el artículo 131 de la ley vigente, esto es, que la audiencia incidental se celebre dentro de las setenta y dos siguientes a las veinticuatro que se conceden a la autoridad responsable para que rinda su informe previo y, en otros casos en que se señalen, además, autoridades residentes en diversas Entidades Federadas o bien autoridades residentes en poblaciones diferentes a la en que resida el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo, la audiencia incidental se señale dentro del plazo de siete días siguientes a la radicación de la demanda de amparo y formación del incidente relativo.

En ese mismo sentido, el artículo 136 del proyecto, podría modificarse para albergar alguna las alternativas mencionadas.

No obstante las anteriores consideraciones, la fracción II, del artículo 136 del proyecto, reduce aún más el plazo para celebrar la primera audiencia incidental al que se establece en el artículo 131 de la Ley de Amparo vigente, pues prevé que en el auto de radicación se debe señalar la fecha y hora para celebrar la audiencia incidental dentro del plazo de setenta y dos horas, cuando la norma vigente, dispone que son veinticuatro horas para rendir el informe previo y transcurrido el mismo, dentro de las setenta y dos horas siguientes se celebrará la audiencia. Lo que significa que con la propuesta se reduce en veinticuatro horas el plazo para celebrar la audiencia, lo que agudizará las cargas de trabajo y tiempo destinado a cada expediente incidental a que nos referimos en párrafos anteriores.

Por otra parte, en cuanto a la estructura de los plazos para notificación y celebración de la audiencia incidental, se estima cierta incongruencia, a saber:

El artículo 23 del proyecto, establece:  “Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente…”
Conforme al artículo 27, las notificaciones por oficio, tratándose del  incidente de suspensión, podrá ordenarse que se realice por cualquier medio, sin perjuicio de realizarla en el domicilio de la oficina principal de la autoridad si ésta reside en el lugar del juicio y, si reside fuera mediante oficio enviado por correo en pieza certificada.

El artículo 136, fracción II, de la propuesta, establece que promovida la suspensión del acto reclamado, el órgano jurisdiccional deberá acordar, entre otras cuestiones, fecha y hora para la celebración de  la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas y, conforme a la fracción III, se deberá solicitar el informe previo a las autoridades responsables, las cuales deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas.

Conforme a la estructura que se prevé en el proyecto admitida la demanda y formado el incidente respectivo, la notificación deberá realizarse dentro de los tres días siguientes, si se notifica al tercer día, ya transcurrieron las 72 horas y con ello, el plazo dentro del cual se debió fijar fecha y hora para celebrar la audiencia incidental y, aun siendo las autoridades responsables residentes en el lugar del juicio, si a éstas se les conceden las veinticuatro horas, significa que el informe rendido oportunamente, se presentaría a las 96 horas, de manera extemporánea.

Adicionalmente, debemos considerar que conforme a la circular número 023/00, de la Secretaría Ejecutiva de Administración del Consejo de la Judicatura Federal, se comunicó a los titulares de los órganos jurisdiccionales y auxiliares, que el Servicio Postal Mexicano, que la correspondencia ordinaria y certificada de carácter oficial que se remita a la administración de correos autorizada, debe ser de las 09:00 a las 13:30 horas, tomando en consideración que el horario de trabajo del Servicio Postal Mexicano se modificó a nivel nacional.

Lo anterior trae como consecuencia, que aquella correspondencia originada por un incidente de suspensión, relativa a una demanda de amparo que se hubiere presentado a las 14:00 horas, se recepcionará al día siguiente por el servicio postal, transcurriendo en ello 19 horas.

Por lo anterior, se estima que la estructura de los plazos para la celebración de la audiencia incidental debe tomar en consideración el plazo que se autoriza para la notificación y el horario del servicio postal. Sin que lo anterior pase inadvertido que en los casos previstos en el artículo 19 del proyecto (actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos  en el artículo 22 de la Constitución Federal y, la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales), se prevé la posibilidad que en los supuestos ahí referidos, los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones tienen la obligación de recibir y transmitir los oficios y comunicaciones que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, como ya se contempla en el artículo 23 de la ley vigente.

En consecuencia, bien pudieran tomarse en consideración los anteriores razonamientos para establecer que el plazo para fijar la celebración de la audiencia incidental sea dentro de los siete días siguientes a la formación del incidente respectivo.

Quinto:
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Segunda Parte
“Artículo 160. Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.”

La procedencia de la medida cautelar, tratándose de orden de arraigo, es acorde con la tesis de jurisprudencia número 78/99, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que se determinó que la orden de arraigo domiciliario prevista por el Código de Procedimientos Penales al constituir un acto que afecta y restringe la libertad personal, es susceptible de suspensión en términos de lo que disponga la Ley de Amparo.

Sin embargo, se considera que el texto del precepto del proyecto debiera tomar en consideración lo dispuesto en el artículo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales.

En efecto, el artículo 133 bis, establece una distinción pues refiere al arraigo domiciliario y a la prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin autorización de la autoridad, al disponer:

“La autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público, decretar el arraigo domiciliario o imponer la prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin su autorización, a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Público y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido.

El arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo exceder de treinta días naturales, en el caso del arraigo y, de sesenta días naturales, en el de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica.

Cuando el afectado pida que el arraigo o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica queden sin efecto, la autoridad judicial decidirá, escuchando al Ministerio Público y al afectado, si deben o no mantenerse.”

Como se colige, la codificación procesal penal, realiza el distingo entre un arraigo, empero no de cualquier arraigo, refiere al domiciliario y, por otra parte, a aquella prohibición para abandonar una demarcación geográfica sin autorización.

Por lo anterior, el texto del artículo 160 del proyecto, bien podría albergar los dos supuestos a que se refiere el artículo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales.

Por otra parte, el señalamiento del párrafo final del artículo 160 del proyecto, en cuanto a que de acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso, parece que se establece una regla de excepción, sin embargo, si se toma en consideración que la codificación procesal penal federal sólo refiere al arraigo domiciliario, entonces la regla de excepción debiera ser la regla general.

Tratándose de arraigo domiciliario, éste último vocablo no puede entenderse como el domicilio del Ministerio Público ni el de los separos de la policía judicial, pues se estaría en la figura de la detención y, tampoco lo podría ser el de una casa de seguridad, hotel o cualquier otro lugar que designara la autoridad ministerial.

 En cuanto a la significación de arraigo domiciliario, debe estarse a la previsión que del domicilio nos establece el Código Civil o simplemente dejarse a la significación que del mismo establezcan los tribunales federales.

Sexto:
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“Artículo 161. Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuado el procedimiento penal, en su caso.”
La propuesta del artículo 161 debe interpretarse relacionándolo con el artículo 164 del mismo proyecto, que dice:

“Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.”
Sin soslayar el supuesto de procedencia de la suspensión definitiva, excepcionalmente, para casos de delitos previstos como graves y, que el artículo 20, fracción I, constitucional, restringe la permisión de la libertad provisional en dichos delitos, de lo dispuesto en el texto de la propuesta de artículo 164, el artículo 161, debe interpretarse en el sentido de que cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión provisional, en caso de proceder por no tratarse de un delito considerado como grave, producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.

Por lo anterior, se estima que para precisión, debe incluirse en el texto del artículo 161, lo resaltado con negritas en el párrafo que antecede.

Pero también, deberá incluirse en el mismo texto del artículo 161, que tratándose de aquellos casos en que proceda la suspensión por no tratarse de un delito considerado como grave y, en el supuesto de que el acto reclamado no se hubiere ejecutado, la medida cautelar surtirá el efecto de que el quejoso no sea privado de su libertad, quedando a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo en cuanto se refiere a dicha libertad, pero también a disposición de la autoridad que deba juzgarlo para el efecto de que continúe el procedimiento penal.

Agradecemos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al Consejo de la Judicatura Federal y a la Comisión de Análisis de propuestas para una Nueva Ley de Amparo, el esfuerzo que vienen realizando encaminado a lograr la Justicia Constitucional a través del mejoramiento de nuestro juicio de amparo.

19 de octubre del año dos mil.

Atentamente.

El Juez Tercero de Distrito en Materia Penal

en el Estado de Jalisco.

Lic. Roberto Lara Hernández.

SEÑOR MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION DE

ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA

LEY DE AMPARO.

MEXICO, D.F.

Los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito del Séptimo Circuito, con adscripción en Xalapa, Veracruz, con base en el análisis del proyecto de la nueva Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y ponderando los beneficios que la misma aportará, los hechos que hacen necesario modernizar la legislación en la materia, así como la importancia de que el Poder Judicial sea un verdadero garante del estado de derecho, y de que a través de leyes se responda a los clamores sociales en materia de justicia pronta y expedita, someten a su consideración la siguiente:

P O N E N C I A.

1. Disposiciones fundamentales.

Titulo Primero.

Capítulo I.

Artículo 1°.

Estimamos, con independencia de lo acertado o no de la expresión "normas generales", que es innecesaria la enunciación limitativa de los tratados internacionales que ahí se mencionan, puesto que ello ocasionaría que cada vez que se celebrara uno nuevo que se estimase debía ser tutelado por la Ley en comento, tendría que hacerse la reforma correspondiente con los trámites que ello implica.

Este numeral, en la forma que se propone, traerá como consecuencia el incremento en el número de juicios que se promuevan, lo que ocasionará rezago o la necesidad de crear nuevos órganos jurisdiccionales.  

El término derechos humanos, así como la precisión de tratados internacionales, resultan innecesarios, puesto que los primeros están contenidos en las garantías individuales, que incluso tienen un mayor contenido, además de conformidad con este precepto, se modifica el concepto de interés jurídico, que ha sido fundamental en el juicio de amparo, también la subsistencia del agravio personal y directo.

Capítulo II.

Artículo 10.

Con el objeto de adecuar correctamente las reglas de tramitación del juicio de amparo directo, se propone que la parte final del párrafo segundo del artículo 10, sea un complemento a la fracción I del artículo 176.

Capítulo III

Artículo 16, fracciones II y III.

En relación a lo dispuesto por las fracciones II y III, del artículo 16, del proyecto de Ley de Amparo, surgieron dos propuestas:

Una respecto al hecho de que se conceda un término general de treinta días para todos los casos sin excepción alguna; y la segunda, que no haya término para la presentación de la demanda en aquellos casos en que se trate de menores e incapaces, de actos privativos de libertad personal dentro y fuera del procedimiento judicial; en materia agraria, no sólo para núcleos de población, sino también para ejidatarios, comuneros, avecindados, nacionaleros, posesionarios, colonos, y todos los demás sujetos del derecho agrario; así como en materia laboral, en tratándose de trabajadores. Esta última propuesta se acogió parcialmente en lo que respecta a la materia penal.

Artículo 20.

En relación con lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley de Amparo se propone que desaparezca la imposición del funcionamiento de la Oficialía de Partes Común hasta las doce de la noche, en virtud de que para la recepción de demandas y promociones fuera del horario normal de labores existe el secretario de acuerdos que se encarga de darles el trámite correspondiente.

Capítulo IV.

Artículo 23, segundo párrafo.

Se propone que en materia laboral el autorizado del trabajador quejoso no necesariamente deba de acreditar que se encuentra autorizado para ejercer la profesión de abogado, debiendo regir los mismos principios que para las materias agraria y penal.

Capítulo VI.

Artículo 49.

Este precepto debería adicionarse con una fracción en la que se contemplara como causa de impedimento, la conducta de un litigante, de tal manera agresiva, que ponga en riesgo la seguridad tanto del titular como del personal del juzgado o tribunal.

No son raros los casos de litigantes agresivos que se sientan con derecho a insultar y ofender a los servidores públicos, e incluso llegar a la agresión; sin embargo, fuera de las correcciones disciplinarias que se pudieran imponer, debe soportarse la presencia de esos sujetos con el riesgo que ello implica.

Capítulo VII.

Artículo 59, fracciones II y III.

No debe proponerse la reforma a que se refieren esas fracciones, porque pugnan con el artículo 123, apartado B, de la Constitución Federal.

Capítulo X.

Artículo 72, fracción II.

El análisis de los conceptos de violación, en su caso de los agravios, que existan aún cuando no aparezcan en el capítulo correspondiente.

Artículo 73.

En cuanto a este numeral, en su párrafo tercero, se considera que debe adicionársele la obligación también de recabar constancias.

Artículo 77, fracción III.

La reforma que se propone elimina injustificadamente la suplencia de la queja para los ejidatarios y comuneros en particular, dejando también fuera de ese beneficio a los demás sujetos del derecho agrario. No se da razón alguna del cambio que se propone, además debe precisarse en el artículo 77, fracción II, que se relaciona con el 16 de la Ley de Amparo.

2. Amparo Indirecto.

Título Segundo.

Capítulo I.

Artículo 106, fracción VII.

Debería agregarse que también proceda el juicio constitucional contra la inactividad manifiesta del ministerio público en la averiguación previa.

Artículo 116, párrafo segundo.

Se propone que el informe se reciba por lo menos diez días antes de la celebración de la audiencia, a fin de que las partes puedan reparar debidamente sus pruebas.

Artículo 117, párrafo segundo.

Al proponerse que para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial e inspección judicial, no serán aplicables las reglas de la ley supletoria, deben establecerse las reglas en la propia Ley de Amparo, sin embargo, el proyecto es omiso en este aspecto, lo que conduce a estimar que ello queda al arbitrio del juzgador, situación que puede crear confusiones y posturas contradictorias.

Artículo 126.

Este artículo debe ser más claro en cuanto a su fracción III, porque como está redactado, es evidentemente confuso.

Artículo 134.

La circunstancia de que la suspensión surta efectos desde el momento en que se pronuncia el acuerdo relativo, ocasiona el abuso en el juicio de amparo, pues por citar sólo un ejemplo, tratándose de una orden de lanzamiento o desalojo, o de una audiencia de remate, en que el quejoso promueve el amparo un día antes de practicarse dicha diligencia; de concedérsele la suspensión se le fijará una garantía bastante para reparar el daño e indemnizar lo perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo; pero como tal garantía puede otorgarse dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación, el quejoso una vez que logró que no se efectuara dicha diligencia de remate o lanzamiento al habérsele concedido la suspensión provisional, no exhibirá la garantía; en este caso, a pesar de que pudieron haberse ocasionado daños o perjuicios al tercero interesado, éste no podrá promover el incidente previsto en el artículo 154, al no haberse exhibido la garantía respectiva.

Artículo 156.

Aún cuando se establece que tratándose del auto que resuelve sobre la suspensión provisional, se aplicará en lo conducente lo dispuesto para la resolución que decide sobre la suspensión definitiva, se considera que el plazo de cinco días que se otorga en el artículo 134, para que el quejoso otorgue la garantía fijada, no resulta aplicable tratándose de la suspensión provisional, si se toma en cuenta que ésta sólo surtirá efectos durante las setenta y dos horas que transcurran del día en que se conceda, al que se celebre dentro del referido plazo la audiencia incidental; por tanto, de considerarse que la suspensión surte efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, tratándose de la suspensión provisional, debe adecuarse el plazo en que se debe exhibir tal garantía, a fin de que sea antes de celebrarse la audiencia incidental.

3. El amparo directo.

Capítulo II.

Artículo 169.

El no exigir agotar los recursos ordinarios, para reclamar en el amparo violaciones al procedimiento, no debe limitarse a los menores e incapaces, sino hacerse extensivo a todos los sujetos respecto de los cuales la misma ley de amparo prevé la suplencia como son en materia penal a favor de los reos; en materia laboral, los trabajadores y en materia agraria a todos los sujetos de ese derecho.

Artículo 172.

La misma incongruencia contenida en el artículo 169 se refleja en este precepto, que se propone adecuarlo.

Artículo 181.

En relación a este precepto, el artículo 180 no establece ningún plazo, si acaso creemos que se quiso referir al ordinal 179.

4. Cumplimiento de sentencias y sanciones.

Título Quinto.

Capítulo II.

Artículo 256.

En el párrafo segundo del artículo 116, se menciona que los informes rendidos fuera del plazo de diez días a que se refiere el párrafo primero, del propio precepto, no serán tomados en cuenta, presumiéndose cierto el acto reclamado, quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto en sí mismo no sea violatorio de los derechos a que se refiere el artículo primero. Lo anterior propiciará que en la práctica algunas autoridades responsables a fin de arrojar al quejoso la carga de la prueba de la inconstitucionalidad del acto reclamado, rendirán su informe justificado fuera del plazo de diez días, ya que ello no les ocasionará responsabilidad alguna, pues en el articulo 256, fracción I , sólo se sanciona con multa de cincuenta a quinientos días a la autoridad responsable que no rinda el informe con justificación, pero no se sanciona a la autoridad que rinda su informe fuera del referido plazo de diez días. Por lo anterior se propone que en el referido artículo 256, fracción I, se sancione también a la autoridad responsable que no rinda su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días.

Artículo 256, fracción II.

Se propone que para ser consecuente, con lo que se propone en función del artículo 176 del propio proyecto se tendrá que agregar lo relativo al carácter con que se ostenta el quejoso.

A T E N T A M E N T E

Xalapa, Veracruz, a 20 de octubre de 2000.


MGDO. JOSE DE JESUS LOPEZ ARIAS.

COORDINADOR DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y

JUECES DE DISTRITO EN XALAPA, VERACRUZ.
PROPUESTA DE REFORMA AL ARTICULO 259 DEL PROYECTO DE LEY DE AMparo (CAPITULO II DEL TITULO QUINTO: RESPONSABILIDADES Y SANCIONES)

I. RAZONES DE LA PROPUESTA:

El dispositivo 259 del Proyecto de Ley de Amparo prevé el tipo penal de desobediencia de la suspensión del acto reclamado, y para efectos de la penalidad remite a la contemplada para el delito de Abuso de autoridad previsto en el Código Penal Federal. 

Este último ilícito se contempla en el artículo 215 de la aludida legislación federal y consta de doce fracciones, cada una de las cuales prevé una diversa hipótesis de dicho injusto, amén de que ninguna de ellas resulta equivalente a la descripción típica del delito de DESOBEDIENCIA A LA SUSPENSIÓN.

El propio precepto, en ocasión del marco de punibilidad, divide en dos grupos a las mencionadas fracciones; por una lado, precisa que los supuestos previstos en las fracciones de la I a al V y de la X a la XII serán sancionadas de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, y termina por indicar que esa misma sanción se impondrá a quienes acepten los nombramientos, contrataciones e identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII; por otro, apunta que las hipótesis contempladas en las fracciones de la VI a la IX se sancionarán con prisión de dos a nueve años, de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Empero, el artículo 215 en análisis no indica a cuál de esos dos marcos de punibilidad debe estarse para la sanción del ilícito de desobediencia de la suspensión.

Desde luego, bien podría pensarse en considerar que la remisión que el proyecto de la ley de amparo hace respecto de la sanción del injusto en cita se soluciona mediante la aplicación del principio indubio pro reo, conforme al cual en caso de duda debe estarse a lo más favorable al encausado; sin embargo, la sola aplicación de ese apotegma acusaría la existencia de una duda en cuanto a la determinación de la sanción aplicable.

En suma, conforme a la remisión que actualmente se mantiene en el proyecto de la ley de amparo a propósito de la pena correspondiente al injusto de desobediencia de la suspensión, hay duda en cuanto a saber cuál de las dos sanciones expresadas debe aplicar el juzgador. 

Es verdad que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de cinco de noviembre de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas con ausencia del señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, resolvió la contradicción de tesis número 19/97, mediante la jurisprudencia 46/97, asignándole el rubro “APLICACIÓN EXACTA DE LA LEY PENAL, GARANTÍA DE LA, EN RELACIÓN AL DELITO DE VIOLACIÓN A LA SUSPENSIÓN”, cuyo cuestionamiento toral incidió en determinar si la remisión de mérito entrañaba violación alguna a la garantía de seguridad jurídica contenida en el tercer párrafo del artículo 14 Constitucional, conforme a la cual “En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito que se trata”, concluyendo en que no operaba tal quebrantamiento dado que en esa remisión existía el diseño legislativo de un tipo y una sanción.

En efecto, el texto de la jurisprudencia textualmente reza:

“El artículo 206 de la Ley de Amparo, al establecer el tipo del "delito de desobediencia al auto de suspensión debidamente "notificado y hacer la remisión, para efectos de sanción, al de "abuso de autoridad previsto por el artículo 215 del Código Penal "Federal, no es violatorio de la garantía de exacta aplicación de la "ley en materia penal, ya que los principios nullum crimen sine "lege y nulla poena sine lege, en que descansa dicha garantía, se "refieren a que un hecho que no esté tipificado en la ley como "delito, no puede conducir a la imposición de una pena, porque a "todo hecho relacionado en la ley como delito debe preverse "expresamente la pena que le corresponda, en caso de su "comisión. Tales principios son respetados en los preceptos "mencionados, al describir, el primero de ellos, el tipo penal "respectivo, y el segundo, en los párrafos penúltimo y último, la "sanción que ha de aplicarse a quien realice la conducta "tipificada. Así, la imposición por analogía de una pena, que "implica también por analogía la aplicación de una norma que "contiene una determinada sanción, a un caso que no está "expresamente castigado por ésta, que es lo que proscribe el "párrafo tercero del artículo 14 constitucional, no se surte en las "normas impugnadas.”

Pero también es cierto que dicha jurisprudencia no se encargó de resolver, porque la litis de contradicción de tesis no se lo ofreció, el problema de determinar si constitucionalmente es factible que el legislador secundario asocie a un solo tipo penal dos diferentes marcos de punibilidad excluyentes entre sí, ni el diverso de qué deben hacer los jueces cuando se enfrenten con la necesidad de escoger entre ambas la pena aplicable.

La reforma que propongo tiene la finalidad de superar la duda en cuanto a la aplicación de la pena y en cuanto al cuestionamiento de si resulta permisible constitucionalmente que el legislador señale dos marcos de punibilidad incompatibles entre sí para un solo tipo.

II. REDACCIÓN DE LOS ARTÍCULOS 259 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO Y 215 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL

“ARTÍCULO 259. La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal Federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.”

“ARTÍCULO 215. Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores públicos que incurran en alguna de las conductas siguientes:

I. Cuando para impedir la ejecución de una ley, decreto o reglamento, el cobro de un impuesto o el cumplimiento de una resolución judicial, pida auxilio a la fuerza pública o la emplee con ese objeto;

II. Cuando ejerciendo sus funciones o con motivo de ellas hiciere violencia a una persona sin causa legítima o la vejare o la insultare;

III. Cuando indebidamente retarde o niegue a los particulares la protección o servicio que tenga obligación de otorgarles o impida la presentación o el curso de una solicitud;

IV. Cuando estando encargado de administrar justicia, bajo cualquier pretexto, aunque sea el de obscuridad o silencio de la ley, se niegue injustificadamente a despachar un negocio pendiente ante él, dentro de los términos establecidos por la ley;

V. Cuando el encargado de una fuerza pública, requerida legalmente por una autoridad competente para que le preste auxilio, se niegue indebidamente a dárselo;

VI. Cuando estando encargado de cualquier establecimiento destinado a la ejecución de las sanciones privativas de libertad, de instituciones de readaptación social o de custodia y rehabilitación de menores y de reclusorios preventivos o administrativos que sin los requisitos legales, reciba como presa, detenida, arrestada o interna a una persona o la mantenga privada de su libertad, sin dar parte del hecho a la autoridad correspondiente, niegue que está detenida, si lo estuviere, o no cumpla la orden de libertad girada por la autoridad competente;

VII. Cuando teniendo conocimiento de una privación ilegal de la libertad no la denunciase inmediatamente a la autoridad competente  o no la haga cesar, también inmediatamente, si esto estuviere en sus atribuciones;

VIII. Cuando haga que se le entreguen fondos, valores u otra cosa que no se le haya confiado a él y se los apropie o disponga de ellos indebidamente;

IX. Cuando, con cualquier pretexto, obtenga de un subalterno, parte de los sueldos de éste, dádivas u otro servicio;

X. Cuando en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, otorgue empleo, cargo o comisión públicos, o contratos de prestación de servicios profesionales o mercantiles o de cualquier otra naturaleza, que sean remunerados, a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se les nombró, o no se cumplirá el contrato otorgado;

XI. Cuando autorice o contrate a quien se encuentre inhabilitado por resolución firme de autoridad competente para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, siempre que lo haga con conocimiento de tal situación; y 

XII. Cuando otorgue cualquier identificación en que se acredite como servidor público a cualquier persona que realmente no desempeñe el empleo, cargo o comisión a que se haga referencia en dicha identificación.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días de multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos. Igual sanción se impondrá a las personas que acepten los nombramientos, contrataciones o identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.”

III. PROPUESTA DE REFORMA (DOS OPCIONES)

Se propone que el precepto 259 en alusión, ahora disponga:

a) “La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada con una pena de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o  comisión públicos; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.”

b) “La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el penúltimo párrafo del artículo 215 del Código Penal Federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.”

IV. JUSTIFICACIÓN DE ESAS DOS FORMAS DE PROPUESTA

A) DE LA PRIMERA:

1) Con la aplicación del principio indubio pro reo, debe estarse a lo más favorable al inculpado. Al hacer un parangón entre los dos marcos de punibilidad que establece el artículo 215 del Código Penal Federal, es más benéfico para aquél el contemplado en el penúltimo párrafo del dispositivo 215 en alusión, que prevé una pena de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Lo anterior no riñe con lo argumentado en el capítulo de “razones de la propuesta”, en el sentido de que la aplicación de ese axioma jurídico para la solución del conflicto acusa una duda, puesto que con la reforma la duda dejará de existir para el  juez, aplicador de la ley.

2) De acuerdo con una de las reformas sufridas por el artículo 215 del ahora Código Penal Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de enero de 1983, el delito de abuso de autoridad conservaba un solo marco de punibilidad, que corría de uno a ocho años de prisión, multa desde treinta hasta trescientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de la comisión del delito y destitución e inhabilitación de un año a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Al existir un solo marco de punibilidad en el artículo 215 del entonces Código Penal para el Distrito Federal en Materia Administrativa del Fuero Común, y para toda la República en Materia del Fuero Federal, no había duda de que el legislador consideraba que la pena aplicable al delito de desobediencia de la suspensión, por obra y gracia de la remisión que al efecto establece la Ley de Amparo, debía ser, cuando menos por lo que ve a la pena privativa de libertad, de uno a ocho años, de tal manera que si se compara la sanción corporal que la legislación penal otrora establecía como única para el delito de abuso de autoridad con la que en la actualidad aparece reflejada en los dos últimos párrafos del aludido precepto 215, se advertirá una similitud entre aquélla con la consagrada en el penúltimo párrafo que, según se ha visto, va de uno a ocho años de prisión, y no así con la prevista en el último párrafo, que corre de dos a nueve años de prisión.

3) Se ha explicado que la confusión en cuanto a la aplicación de la pena inherente al delito de desobediencia a la suspensión ha respondido a que las reformas del artículo 215 del Código Penal Federal han soslayado la remisión que para los efectos de la punición se prevé en el dispositivo 259 del Proyecto de la Ley de Amparo. En esta opción de la propuesta se pretende, como una medida de previsión, prescindir de esa remisión, y entonces asignar una sanción al tipo de análisis dentro de la propia ley de amparo.

4) Si bien es verdad que el problema de la duda en cuanto a la pena a aplicarse.

B) DE LA SEGUNDA

1) Son atendibles los dos primeros puntos de justificación de la primera opción, que inciden en la determinación del marco de punibilidad.

2) Se conserva la institución de la remisión al Código Penal Federal y la equiparación que para los efectos de la punibilidad estableció la ley de amparo desde su origen, respecto del delito de abuso de autoridad, a fin de respetar la razón que inicialmente haya tenido el legislador para la inclusión de esa remisión y de esa equiparación.

V. OPCIÓN POR LA QUE SE INCLINA EL PONENTE

Atento al desarrollo del presente trazado, considero más apropiado la primera opción, esto es, la que expresé en el apartado III, bajo el inciso a).

QUERÉTARO, QRO., A 19 DE OCTUBRE DE 2000

PONENTE: HANZ EDUARDO LÓPEZ MUÑOZ

MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO.
El artículo 149 de la Ley de Amparo, en su primer párrafo establece que: “Las autoridades responsables deberán rendir su "informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el "juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara "que la importancia del caso lo amerita. En todo caso, las "autoridades responsables rendirán su informe con justificación "con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, "al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la "audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha "anticipación, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según "lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, "solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la "audiencia”.

En tanto que en su último párrafo, el precepto indicado señala que: “Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que "señala la ley para ello, será tomado en cuenta por el Juez de "Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de "conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen”.

A su vez el numeral 156 de la propia Ley de Amparo, dispone que: “En los casos en que el quejoso impugne la aplicación por "parte de la autoridad o autoridades responsables de leyes "declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por "la Suprema Corte de Justicia, o en aquellos otros a que se refiere "el artículo 37, la substanciación del juicio de amparo se sujetará "a las disposiciones precedentes, excepto en lo relativo al término "para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá "a tres días improrrogables, y a la celebración de la audiencia, la "que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente "al de la admisión de la demanda”.

La anterior Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis número 19/89, entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo del Sexto Circuito, determinó: “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. “HIPÓTESIS EN QUE PUEDE DIFERIRSE O SUSPENDERSE, “CONFORME AL ARTÍCULO 149 DE LA LEY DE AMPARO, EN “VIGOR A PARTIR DEL QUINCE DE ENERO DE MIL “NOVECIENTOS OCHENTA Y OCHO.- El texto del artículo 149 "de la Ley de Amparo, que entró en vigor el quince de enero de "mil novecientos ochenta y ocho, establece como requisitos para "que la audiencia constitucional pueda ser diferida o suspendida, "los siguientes: 1. Que el informe justificado no se rinda, cuando "menos con ocho días de anticipación a la celebración de la "audiencia constitucional.  2. Que el quejoso o el tercero "perjudicado solicite se difiera o suspenda la audiencia, y 3. Que "el juez, ejerciendo su potestad decisoria, acuerde diferirla o "suspenderla. Estos requisitos se establecieron al presuponer que "si el informe justificado se recibió en menos de ocho días antes "de la celebración de la audiencia constitucional, el quejoso no "estaba en condiciones de conocerlo con la debida oportunidad, "en cuya hipótesis podría pedir el diferimiento o la suspensión de "la misma, esto último en el caso de que lo hubiese solicitado, lo "que incluso, puede hacerse verbalmente en ese momento. Es "claro que el espíritu de esta reforma tiende a evitar que los "juicios de amparo se prolonguen innecesariamente y, por eso, "quedó limitada a los casos en que la parte quejosa o el tercero "perjudicado soliciten que se difiera o suspenda la audiencia "constitucional, pues sólo a ellos podría perjudicar el arribo "extemporáneo del informe justificado; por lo que, sabedores de "que está pendiente su recepción, deberán estar atentos a ello "para tener la oportunidad de solicitar el diferimiento o suspensión "de la audiencia constitucional. De esta manera, si las partes no "se presentaron a la audiencia constitucional para hacer valer su "derecho, debe entenderse que tácitamente consintieron los "términos en que se hubiere rendido el informe, o bien han "demostrado desinterés en cuanto a las consecuencias que les "pueda originar su ausencia, ya que la misma les reportará la "pérdida de la oportunidad de combatir el contenido del informe "justificado. En consecuencia no es al juez a quien corresponde "tutelar ese derecho y, sustituyéndose a las partes, diferir "oficiosamente la audiencia”.
Posteriormente, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis Jurisprudencial número 54/2000, al resolver la contradicción de tesis número 29/98-PL, entre las sustentadas por la actual Segunda Sala y la anterior Primera Sala de ese alto Tribunal, decidió lo siguiente: “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, DEBE, EN PRINCIPIO, DIFERIRSE DE OFICIO CUANDO LOS INFORMES JUSTIFICADOS NO SE RINDEN CON OCHO DÍAS DE ANTICIPACIÓN A LA PRIMERA FECHA SEÑALADA PARA SU CELEBRACIÓN, SI EL QUEJOSO O EL TERCERO “PERJUDICADO NO TIENE CONOCIMIENTO DE SU "CONTENIDO. Cuando la autoridad responsable no rinda su "informe justificado al menos ocho días antes de la celebración de "la audiencia, y el quejoso o el tercero perjudicado no comparezca "a ésta a solicitar su diferimiento o suspensión, no debe "verificarse tal actuación con apoyo en una aplicación aislada y "restringida de la parte final del párrafo primero del artículo 149 de "la Ley de Amparo (“… el juez podrá diferir o suspender la "audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del "tercero perjudicado,…”), sino relacionándolo de una manera "lógica, sistemática y armónica con el párrafo último del propio "precepto (“Si el informe con justificación es rendido fuera del "plazo que señala la ley para ello, será tomado en cuenta siempre "que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de "preparar las pruebas que lo desvirtúen.”); por lo tanto, el Juez de "Distrito debe diferir, de oficio y por una sola vez, la celebración "de la audiencia constitucional, con la finalidad de que las partes "(principalmente el quejoso) se impongan del contenido del "informe con justificación y estén en aptitud de preparar, ofrecer y "desahogar las pruebas que, en su caso, estimen convenientes "para desvirtuarlo. De esta manera se equilibra procesalmente a "las partes y, a la vez, se podrá aplicar cabalmente el párrafo "último del referido numeral de la ley de la materia, en virtud de "que el Juez de Distrito, al dictar la sentencia correspondiente, "tomará en cuenta los informes justificados, aun cuando se hayan "rendido sin la anticipación debida, pero ya con el pleno "conocimiento del quejoso y del tercero perjudicado que les haya "permitido defenderse de resultar necesario”.

De lo anterior se desprende que el artículo 149 de la Ley de Amparo contempla diversas hipótesis y consecuencias respecto a la rendición u omisión del informe justificado, como son, entre otras, que las autoridades responsables deberán rendir sus informes con justificación, con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la audiencia constitucional; que la consecuencia de que se rinda el informe justificado con insuficiente anticipación en relación con la fecha de la celebración de la audiencia constitucional, será la de que el Juez pueda diferir o suspender tal audiencia, según lo que proceda, a solicitud de las partes, que inclusive podrá hacerse en la misma fecha fijada para la celebración de la audiencia.

Por otro lado, el artículo 156 de la Ley de Amparo obliga a que en Materia Penal, cuando se reclaman actos a los que se refiere el artículo 37, las autoridades responsables rindan su informe con justificación en el término improrrogable de tres días y al Juez a celebrar la audiencia constitucional dentro de diez días, contados desde el siguiente al en que se admita la demanda, lo que implica en primer término, que en caso de que dicho informe se reciba en el tercer día contado a partir del emplazamiento a las responsables, obviamente que no será posible hacer del conocimiento de las partes (sobre todo de la quejosa) el contenido del informe con la debida anticipación, como lo exige el artículo 149 citado. Consecuentemente, resulta insuficiente este término para solicitar los informes justificados a las autoridades responsables, acordar sobre la recepción de los mismos con la anticipación debida que permita hacer del conocimiento de las partes su contenido, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente, así como la celebración de la audiencia constitucional, por lo cual se considera que debería ampliarse el término a quince días cuando las autoridades señaladas como responsables tengan su domicilio oficial en el lugar de la residencia del Juez de Distrito y a treinta días en el caso de que dichas autoridades residan fuera del mismo.

Guadalajara, Jalisco, a 20 de octubre del año 2000

El Magistrado del Segundo Tribunal

Unitario del Tercer Circuito.

Lic. Fernando Alonso López Murillo.
NOTIFICACION A LAS PARTES DEL CAMBIO DE TITULAR

DE UN JUZGADO DE DISTRITO

PONENCIA: LIC. ARISTERO MARTINEZ CRUZ.

INTRODUCCION

Como punto inicial cabe decir que la garantía tradicional del derecho del gobernado de acudir a los tribunales se traduce correlativamente en el deber que tiene el Estado de crear tribunales a fin de que éstos se encarguen de la impartición de justicia que debe ser pronta.  No obstante el vigente principio constitucional consignado en el artículo 17 de la Carta Magna, desafortunadamente la lentitud de los juicios y el consiguiente rezago son un problema constante de nuestros tribunales; por lo tanto, es indispensable establecer mecanismos legales tendientes a hacer más ágil, sencillo y práctico el trámite del juicio constitucional.

También debe señalarse que el proyecto de una nueve Ley de Amparo implica la simplificación y adaptación del trámite del juicio constitucional a las modalidades que la práctica cotidiana han venido imprimiendo a nuestra vida jurídica; de ahí que sea necesario adaptarse a las condiciones actuales que prevalecen a fin de que la impartición de justicia sea totalmente pronta y eficaz.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Dentro de las modalidades que en la práctica se dan a cada momento, se encuentra el constante cambio de titulares de los Juzgados de Distrito, que trae como efecto el hecho de que a su llegada, el nuevo titular se encuentra ante diversos juicio de amparo con audiencia celebrada por el anterior y con el proyecto de resolución que se somete a su consideración a fin de ser aprobado.

Así, tratándose de la tramitación del juicio constitucional ante Juez de Distrito, es común encontrarse con el hecho de que mientras la parte inicial de la audiencia constitucional que comprende lo relativo a la admisión y desahogo de pruebas y la formulación de alegatos, ésta fue presidida por el Juez de Distrito que en ese momento actuaba como titular del órgano jurisdiccional; en cambio, la sentencia es emitida con posterioridad a la celebración de dicha audiencia, por el nuevo titular del propio órgano jurisdiccional, esto es, por una persona física diversa, lo que ha dado lugar a que en muchos casos en vía de revisión se ordene la reposición del procedimiento, por considerar que se violan las normas esenciales que deben prevalecer en todo procedimiento.

Al respecto cabe destacar que en el capítulo IV del proyecto de la Ley de Amparo se establecen diversas reglas que deben observarse tratándose de las notificaciones que deben hacerse a las partes durante la substanciación de los juicios de amparo, que se encuentran comprendidas de los artículos 23 al 30 del proyecto en estudio.

Así, aún cuando en ese apartado del proyecto de la Ley de Amparo pareciera que se encuentra contemplados todos los supuestos que pudieran presentarse; sin embargo, la práctica diaria ha venido imprimiendo ciertas modalidades que no se encuentran introducidas en la ley, por lo que es necesario complementar o corregir algunas omisiones o defectos a fin de evitar el largo y difícil trámite que algunas veces se da en los juicios de garantías, de donde resulta adecuado detenerse a reflexionar si en el mencionado capítulo IV del proyecto se requiere o no establecer una regla tendiente a evitar que el cambio de titular de un Juzgado de Distrito, deba ser motivo de reposición del procedimiento con citación a las partes, porque un Juez de Distrito sea el que inició la celebración de la audiencia constitucional, y otro distinto el que dicta la sentencia, la que hoy en día ha venido propiciando que en vía de revisión los Tribunales Colegiados determinen la reposición del procedimiento por infringirse las reglas fundamentales de procedimiento, como se verá más adelante.

En tal virtud, la cuestión a dilucidar será en el sentido de determinar sobre la conveniencia de incluir en el proyecto de la nueva Ley de Amparo un artículo, fracción o inciso, que disponga que cuando variare el personal de un tribunal y cambiare el titular el órgano jurisdiccional, con el propósito de evitar que el órgano colegiado considere revocar la sentencia recurrida y ordenar al juez que reponga el procedimiento del juicio de amparo, dictando acuerdo con citación a las partes a fin de señalar nueva fecha para la celebración de la audiencia constitucional en la que deberá dictarse la sentencia respectiva.

ASPECTOS LEGALES.

Sobre el tema, debe mencionarse que en materia de proceso penal, en el CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, existe la siguiente disposición:

“ARTICULO 37. Cuando cambiare el personal de un tribunal, no se proveerá auto alguno haciendo saber el cambio, sino que en el primero que proveyere el nuevo funcionario se insertará su nombre; y en los tribunales colegiados, se pondrán al margen de los autos los nombres y apellidos de los funcionarios que los firmen”.

Cuando no tenga que dictarse resolución alguna anterior a la sentencia, sí se hará saber el cambio de personal”.

Además, también importa destacar que en el CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE OAXACA, existe una regla similar a la anterior, que establece lo siguiente:

“ARTICULO 145. Cuando cambiare el personal de un Tribunal no se promoverá auto alguno haciendo saber el cambio, sino que en el primero que proveyere el nuevo funcionario se insertará su nombre completo; y en los Tribunales Colegiado se pondrán, al margen de los autos, los nombres y apellidos de los funcionarios que los formen. 

Cuando el cambio ocurra después de la citación para sentencia, sí se hará saber a las partes”.

En materia de proceso civil, el CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE OAXACA, también consigna, entre otras disposiciones, la siguiente:

“ARTICULO 111. Cuando variare el personal de un tribunal, no se proveerá decreto haciendo saber el cambio, sino que al margen del primer proveído que se dictare, después de ocurrido el cambio, se pondrán completos los nombres y apellidos de los nuevos funcionarios.  Sólo que el cambio, ocurre cuando el negocio esté pendiente únicamente de la sentencia, se mandará hacer saber a las partes”.

CRITERIOS SOBRE EL PROBLEMA QUE SE PLANTEA.

Ahora bien, relacionando el contenido de las disposiciones que han quedado transcritas con el dictado de las sentencias en el juicio de garantías, se llega a la consideración de que cuando en un procedimiento constitucional se hubiera celebrado la audiencia de ley y esté pendiente el dictado de la sentencia, debe hacerse saber a las partes el cambio de titular del órgano jurisdiccional, a fin de que los interesados hagan valer lo que a sus derechos corresponda, toda vez que pueden darse, por ejemplo, algunos de los supuestos previstos en el artículo 49 del proyecto de Ley de Amparo en consulta, pues el nuevo titular puede estar legalmente impedido para conocer y resolver sobre las cuestiones planteadas en el juicio de amparo, de lo contrario, la falta de citación a las partes traería como consecuencia una irregularidad en el procedimiento que amerita la reposición de éste, como puede verse más adelante, pues en este sentido se encuentran orientados los diversos criterios sustentados por algunos de los órganos jurisdiccionales de amparo.

Por ejemplo, en la tesis jurisprudencial publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tribunales Colegiados de Circuito, Tomo VII, Mayo de 1998, tesis II, 1° VI, página 886, Novena Epoca, se hace la siguientes consideración:

“AUDIENCIA CONSTITUCIONAL SU CELEBRACION EN FORMA DISTINTA DE LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 155 DE LA LEY DE AMPARO, PROCEDE SU REPOSICION.  El artículo 155 de la Ley de Amparo establece: “Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda…” De lo anterior se desprende que la audiencia constitucional se compone, en estricto sentido, de un solo acto procesal conformado, a su vez, por el período relativo a la admisión de pruebas y alegatos de las partes y del pedimento del Ministerio Público Federal, y por la sentencia propiamente dicha, sin que exista en el Ley de Amparo ni en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, disposición alguna que autorice la separación de estas dos etapas, ni tampoco se prevé que la audiencia se lleve a cabo por el titular del Juzgado de Distrito en funciones en ese momento y que la sentencia sea dictada por el Juez que lo sustituya, pues de ser así, significa que el dictado de la sentencia se verificó fuera de la audiencia constitucional, pues aquella forzosamente debe ser el acto culminante de éste; de ahí que si en el caso la audiencia constitucional fue celebrada por diferentes Jueces en funciones, tal actuar transgrede las normas fundamentales que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, establecidas en el artículo 155 de la ley de la materia antes transcrito y, en consecuencia, lo que procede es revocar la resolución constitucional y ordenar reponer el procedimiento”.

En el mismo sentido se conduce el criterio sustentado en la diversa tesis inscrita bajo el rubro y texto siguiente:

“FIRMA, ACTUACIONES Y RESOLUCIONES NULAS POR NO CONTAR CON LA DEL JUEZ QUE INTERVINO, SINO CON LA DEL QUE LO SUBSTITUYO. Si en el caso, la audiencia constitucional aparece celebrada en cierta fecha, misma que ostenta la sentencia de amparo dictada a continuación de aquella, pero ambas según constancia puesta al calce, fueron firmadas con posterioridad de varios días por el nuevo titular de juzgado de Distrito y si éste fue nombrado después de la celebración de la audiencia, resulta evidente, que la audiencia y la sentencia no fueron firmadas por el juez que las dictó, sino por quien lo substituyó, por lo que tal irregularidad da motivo para ordenar la reposición del procedimiento, toda vez que el artículo 219 del Código Federal de Procedimientos Penales, de aplicación supletoria, establece que las resoluciones judiciales deben ser firmadas por el juez, magistrado o ministro que las pronuncien, en concordancia con la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que bajo la voz “Audiencia en el amparo.  Falta la firma del juez en el acta de la”.  Aparece publicada bajo el número 43, en la página 89, del Tomo Común al Pleno y a las Salas, del último Apéndice al Semanario Judicial de la Federación”.

Cabe mencionar además, las tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo VII, Febrero de 1998 Tesis 1.8°.C. 168 C. Página 480, que es de este tenor:  “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, SI FUE CELEBRADA INICIALMENTE POR EL ANTERIOR TITULAR DEL JUZGADO DE DISTRITO DEL CONOCIMIENTO Y LA SENTENCIA FUE EMITIDA POR EL TITULAR POSTERIOR DEL MISMO, PROCEDE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO.  Si la audiencia constitucional fue celebrada inicialmente por el anterior titular del Juzgado del Distrito del conocimiento y la sentencia fue emitida por el titular posterior del mismo, debe estimarse que ello es contrario a las normas fundamentales que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, establecidas en el artículo 155 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, por lo que de conformidad con la fracción IV del artículo 91 de la propia ley, procede revocar la sentencia recurrida y ordenar al Juez que reponga el procedimiento del juicio de amparo, dictando acuerdo con citación a las partes en la que señale nueve fecha para la celebración de la audiencia constitucional en la que deberá dictar la sentencia acorde con lo dispuesto por el artículo 155 de la Ley de Amparo”.

Por otra parte, la tesis 1.8°.C.168 C, visible en la página 480, Tomo VII, Febrero de 1998, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación, a la letra dice:

“AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. SI FUE CELEBRADA INICIALMENTE POR EL ANTERIOR TITULAR DEL JUZGADO DE DISTRITO DEL CONOCIMIENTO Y LA SENTENCIA FUE EMITIDA POR EL TITULAR POSTERIOR DEL MISMO, PROCEDE REPONER EL PROCEDIMIENTO.  Si la audiencia constitucional fue celebrada inicialmente por el anterior titular del Juzgado de Distrito del conocimiento y la sentencia fue emitida por el titular posterior del mismo, debe estimarse que ello es contrario a las normas fundamentales que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, establecidas en el artículo 155 de Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, por lo que de conformidad con la fracción IV del artículo 91 de la propia ley, procede revocar la sentencia recurrida y ordenar al Juez que reponga el procedimiento del juicio de amparo, dictando acuerdo con citación a las partes en la que señale nueva fecha para la celebración de la audiencia constitucional en la que deberá dictar la sentencia acorde con lo dispuesto por el artículo 155 de la Ley de Amparo”.

Como se advierte, el sentido en que dichos criterios se orientan es en cuanto a que si la audiencia constitucional, inicialmente fue celebrada por el Juez de Distrito que en este momento funge como titular y, posteriormente, se dicta la sentencia por un nuevo Juez de Distrito, se estima que ello es contrario a las normas fundamentales que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, por lo que algunos Tribunales Colegiados por regla general ordenan se proceda a revocar la sentencia impugnada, y asimismo, previenen al nuevo Juez de Distrito a fin de que reponga el procedimiento del juicio de amparo, dictando acuerdo con citación a las partes en el que señale nueva fecha para la celebración de dicha audiencia, en la que se dicte la sentencia de conformidad con lo dispuesto por el artículo 155 de la actual Ley de Amparo, lo que va en contra del principio de celeridad procesal que debe prevalecer en todo procedimiento.

Contrariamente a lo sostenido en los anteriores criterios, también importa destacar el contenido de la tesis IX.1°.27 K, visible en la página 826 del Tomo VIII, Agosto de 1998, Novena Epoca, Tribunales Colegiados de Circuito del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a continuación se cita, en la cual se hacen las siguientes reflexiones:

“AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. NO SE INFRINGEN LAS NORMAS FUNDAMENTALES QUE RIGEN EL PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO, SI AQUELLA FUE CELEBRADA POR EL TITULAR DEL JUZGADO DE DISTRITO Y LA SENTENCIA FUE EMITIDA POR UN NUEVO TITULAR.  No se infringen las normas fundamentales que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, establecidas en el artículo 155 de ley de la materia, si la parte inicial de la audiencia constitucional, que comprende lo relativo a la admisión y desahogo de pruebas y la formulación de los alegatos de las partes, fue presidida por el titular del Juzgado de Distrito, obrando constancia por escrito de la misma, y la sentencia sea dictada por el nuevo titular de ese órgano jurisdiccional, es decir, por una persona física diversa, toda vez que dicho numeral no previene, expresamente, que la sentencia debe ser emitida única y exclusivamente por la persona (titular) que inició la audiencia constitucional, ni tampoco dispone la nulidad de dichas actuaciones procesales, dado que, tanto una, como otra, fueron practicadas con las formalidades de ley, suscritas por los respectivos titulares y el secretario que intervino en cada una de ellas, dando fe de lo sucedido y acordado en las mismas.  La audiencia es válida, porque aparece constancia escrita de que dicha actuación se verificó, los términos en que se desarrolló y está suscrita tanto por el Juez como por el secretario que intervino, dando fe del acto.  Además, aquella circunstancia no significa que se trate de dos actos procesales diversos y se quebrante lo dispuesto por el susodicho precepto legal, porque, desde el período de pruebas, hasta el dictado de la sentencia, en realidad, se constituye un solo acto procesal; y si bien, con esta última se concluye el procedimiento judicial constitucional, la diferencia de tiempo entre una y otra actuación, no viola el principio de seguridad jurídica ni puede desconocerse que se trate de un solo acto procesal ya que, conforme el artículo 346 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo, el Juez está en posibilidad legal de dictar la sentencia en un momento distinto del en que inició la audiencia constitucional por lo que, todo ello, cumple con el principio de seguridad jurídica, pues las pruebas ofrecidas quedaron admitidas y desahogadas, así como formulados los alegatos, sin la incertidumbre de que, posteriormente, pudieran ser desconocidas dichas promociones, actuaciones y acuerdos dictados dentro de la audiencia, por quien podía emitirlas conforme a la ley”.

Los mencionados criterios han propiciado la contradicción de tesis ante el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resuelta el ocho de junio del año dos mil, pendiente de ser publicada la tesis correspondiente; como se lee, el problema subsistente y debe ser resuelto.

No se discute la importancia superlativa que pueda tener la jurisprudencia que se emita por el Tribunal Pleno para resolver las cuestiones inherentes a los aspectos que se vienen mencionando, pero ello no es motivo para dejar de incluir en la Ley una disposición que evitará la dilatación del procedimiento constitucional, pues de nada sirve establecer en el proyecto de la Ley de Amparo en el artículo 122, que “las partes podrán comparecer a la audiencia si lo estiman pertinente. Abierta la misma, se procederá, en su caso, a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes, acto continuo se dictará el fallo que corresponda”, que lleva como propósito el de imprimir más velocidad a la Justicia Federal, si no existen las normas adecuadas para evitar el retardo en la impartición de justicia; de ahí que sea necesario incluir en el artículo 25 del proyecto de la Ley de Amparo, en el capítulo IV, intitulado “Notificaciones”, un inciso en el que se ordene hacer saber a las partes el cambio de titular de un Juzgado de Distrito, por lo siguiente:

Es preciso establecer que respecto de la supletoriedad de las normas procesales, el artículo 2° del proyecto de la Ley de Amparo, señala que “el juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta.  Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta ley.  A falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles, y en su defecto, los principios generales del derecho”.

No obstante, la revisión de las diversas normas que se contienen en el referido Código Federal de Procedimientos Civiles, lleva a considerar que no existe ninguna disposición que establezca si debe o no hacerse saber a las partes el cambio de titular del órgano jurisdiccional cuando esté pendiente el dictado de la sentencia definitiva; de ahí que sea necesario incluir en el mencionado artículo 25 del capítulo IV del proyecto en consulta, el inciso correspondiente que establezca que debe hacerse saber a las partes el cambio de titular de un Juzgado de Distrito.

Estimo que cuando se hubiera celebrado la audiencia de ley, pero no se hubiera dictado la sentencia, en razón del tiempo transcurrido, debe dictarse acuerdo con citación a las partes a fin de señalar nueva fecha para la celebración de la audiencia constitucional a efecto de dictar la sentencia, a virtud del cambio de titular del órgano jurisdiccional.

Desde luego que no pasa inadvertido el sentido en que se orienta la mencionada tesis “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. NO SE INFRINGEN LAS NORMAS FUNDAMENTALES QUE RIGEN EL PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO, SI AQUELLA FUE CELEBRADA POR EL TITULAR DEL JUZGADO DE DISTRITO Y LA SENTENCIA FUE EMITIDA POR UN NUEVO TITULAR”.

En efecto, el artículo 154 señala que “La audiencia a que se refiere el artículo siguiente y la recepción de las pruebas, serán públicas”.

Y el artículo 155 dispone que “Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito, y en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda”.
La correcta interpretación de los mencionados preceptos legales lleva a considerar que la audiencia constitucional debe ser pública y que fundamentalmente consta de tres etapas que pueden resumirse de la siguiente forma:  a). El de pruebas, que comprende el ofrecimiento, admisión y desahogo;  b). El de alegatos; y, c). El de sentencia.

La audiencia constitucional constituye en el juicio de amparo indirecto, el acto o suceso que pone fin al procedimiento judicial ante el Juez de Distrito que evidentemente comprende igualmente el dictado de la sentencia definitiva; es decir, la audiencia constitucional es el último acto procesal en el juicio de garantías que prevé la realización de diversas actuaciones, tanto del Juez como de las partes, las que se llevarán a cabo a través de los períodos sucesivos que la integran, pues en este acto procesal, se ofrecen, admiten y desahogan pruebas, se formulan alegatos y se dicta la sentencia respectiva.

Dicho acto procesal que se denomina audiencia constitucional, porque en ella se aportan por los interesados los diversos elementos probatorios y razones jurídicas para la solución de los puntos relacionados con la litis constitucional planteada, que debe examinar el Juez de Distrito.

Si bien, la audiencia constitucional en el juicio de amparo indirecto se traduce en el acto procesal que comprende la actuación que va a culminar con el procedimiento ante el titular del órgano jurisdiccional, que se integra por tres períodos distintos para su plena validez jurídica, entre ello, el dictado de la sentencia constitucional; sin embargo, ello no quiere decir que se trate de tres actos procesales diversos, independientes o autónomos entre sí, sino de un solo acto procesal conformado por tres momentos subsecuentes, que implican la realización de diversas actuaciones procesales a cargo de las partes y el juez, pero todas ellas dentro del mismo acto.

Aunque la etapa de prueba y alegatos se celebre en determinada fecha y, la otra es decir, la sentencia de amparo se emita en otra y por persona distinta, ello no significa que deban considerarse como dos acto distintos e independiente uno del otro, sino uno solo.

Si un Juez de Distrito en determinada fecha inicia la audiencia constitucional y la concluye un nuevo titular, o sea, el que lo sustituye en determinados momento, por este motivo, debe reponerse el procedimiento y luego dictar el acuerdo respectivo, notificarlo a las partes y volver a celebrar la audiencia constitucional, lo que no es correcto, porque el órgano jurisdiccional que imparte justicia no debe ser confundido con la persona física que resulta ser su titular, la cual puede ser sustituida por otra, sin embargo, ello no implica que hubiera cambiado la institución; de ahí que si la audiencia constitucional la inicia una persona física y la concluye otra distinta al dictar la sentencia, ese cambio de titular no implica que deba reponerse el procedimiento porque se hubiera violado las normas esenciales del procedimiento.

Lo anterior, tiene sentido y sustento, empero bien vale la pena consignar en el proyecto de Ley de Amparo una solución final a efecto de aligerar la tramitación y resolución de las cuestiones planteadas en el juicio constitucional, pues es evidente que se ha querido reestructurar el procedimiento ante los órganos jurisdiccionales de amparo con arreglo a propósitos de máxima celeridad que reduzcan los largos tiempos que comúnmente transcurre entre el planteamiento de la listis constitucional y la resolución que se dicte.

PROPUESTA.

En síntesis, es evidente que para evitar innecesarias dilaciones procesales que se derivan del cambio de titular en los Juzgados de Distrito, se requiere incluir en el proyecto de Ley de Amparo una disposición que establezca que celebrada la audiencia constitucional y encontrándose pendiente el dictado de la sentencia, cambiare el titular de un Juzgado de Distrito es necesario hacerlo del conocimiento de las partes, a fin de que manifiesten lo que a sus derechos corresponda, pues el tiempo transcurrido que puede ser de un mes, dos, tres o más, impone el deber de hacerles saber qué Juez dictará la sentencia, por lo que se propone incluir en el capítulo IV del proyecto el siguiente texto normativo:

“Artículo 25.  Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

I. En forma personal:

g). A las partes interesadas, cuando substanciado el procedimiento constitucional, el cambio de titular del órgano jurisdiccional ocurra después de celebrada la audiencia constitucional y esté pendiente del dictado de la sentencia.

Esta prevención lleva el efecto de concretar, en parte, el anhelo de los gobernados en el sentido de que la justicia que se imparta en materia de amparo, lo sea sin sujetarse a prolongadas y complicadas tramitaciones que pueden ser propias de otra clase de juicio, pero no del juicio de garantías, por ello se impone la necesidad de procurar que exista correspondencia entre las disposiciones que conforman el proyecto de Ley de Amparo y las modalidades que se dan en la práctica.

JUEZ QUINTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE OAXACA.

ARISTEO MARTINEZ CRUZ

PONENCIA DE LA MAGISTRADA MARIA LUISA MARTINEZ DELGADILLO ADSCRITA AL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 

En relación al artículo 265, contenido en el  Título Quinto, capítulo II del proyecto.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 100, séptimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el perfil del juzgador debe regirse por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia, para así cumplir con la garantía de impartición de justicia pronta, completa e imparcial consagrada en el segundo párrafo del artículo 17 de la Carta Magna.

Bajo esa premisa, es dable sostener que el juzgador debe ser una persona capacitada para  ese encargo, honesta, de buenos principios. Además, tiene el deber de aplicar estrictamente el derecho al caso concreto, dentro del arbitrio que la propia ley le otorga, además, de estar enterado de los criterios de interpretación que tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, sustentan respecto de los temas de su competencia.

Para lograr lo anterior, es menester que el juzgador desempeñe su labor dentro de un clima de tranquilidad, seguridad jurídica, certidumbre, e independencia de circunstancias ajenas a la tarea jurisdiccional.

Ahora bien, el numeral 265 pretende sancionar con pena privativa de libertad al juez de Distrito que por negligencia o por motivos inmorales y no por simple error de opinión, negare la suspensión en los casos que sea evidente su procedencia.

A juicio de la suscrita, la inclusión de ese artículo no solo pone en riesgo la tranquilidad, seguridad jurídica, certidumbre e independencia del juez de Distrito, sino también la pronta, completa e imparcial impartición de justicia, habida cuenta que  menoscaba seriamente el arbitrio judicial, pues propicia en el juzgador un estado de temor a equivocarse, que aunado a las grandes cargas de trabajo que padecen los Juzgados de Distrito en todo el país, aumenta no sólo el riesgo de errores que bien podrían tildarse de negligentes o inmorales, sino también genera inestabilidad en los juzgadores, lo cual no es sano para la recta impartición de justicia de que se habla.

Aquí cabe precisar que son una realidad las quejas administrativas promovidas sin causa fundada, no solo por quienes no obtienen una resolución favorable a sus intereses, sino también por personas con el afán de presionar al juzgador, por motivos torcidos. De ahí que con la inclusión del repetido artículo se daría a tales interesados más armas en contra del juzgador.

Los medios de comunicación también juegan un papel muy importante en el tema que nos ocupa, ya que sin conocimiento de causa, con mucha frecuencia “a priori” hacen señalamientos de corrupción a los juzgadores federales.

Lo anterior, indiscutiblemente impide que el juzgador desempeñe su cometido con la tranquilidad, independencia, seguridad y estabilidad que se requiere.

Además, la figura delictiva  contemplada en el numeral que se analiza, dista mucho de ser precisa, puesto que la apreciación que se pueda hacer de los términos negligencia y motivos inmorales, resultaría muy subjetiva, ya que su aplicación dependería de la persona o personas que calificaran esa "negligencia" y "motivos inmorales". De ahí su evidente transgresión a la garantía de exacta aplicación de la Ley Penal, consagrada en el artículo 14, párrafo tercero, de la  Carta Magna, que prohibe imponer penas por simple analogía y mayoría de razón.

Al igual, carece de precisión al no establecerse el momento procesal en que ha de determinarse esa irregularidad, pues no debe perderse de vista que la propia Ley de Amparo vigente y el nuevo proyecto, establecen la procedencia del recurso de queja contra el auto que niegue o conceda la suspensión provisional, y el de revisión contra la interlocutoria que resuelva sobre la definitiva, para salvaguardar el derecho de defensa del gobernado.

Así mismo, la negligencia e inmoralidad de los servidores públicos, en el desempeño de su función, ya esta contemplada como causa de responsabilidad en la ley de responsabilidades correspondiente.

A mayor abundamiento, la norma que se analiza podría generar persecuciones inquisitorias en aquéllos asuntos de trascendencia social, política o económica o en los que por la calidad de las personas involucradas conllevan una publicidad que en ocasiones coloca al Juzgador en entredicho ante la opinión pública. 

En esa tesitura, propongo que se suprima el artículo 265 del proyecto.

Monterrey, Nuevo León, Nuevo León, a 20 de Octubre de 2000

LA MAGISTRADA ADSCRITA AL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

LIC. MARIA LUISA MARTINEZ DELGADILLO.
PONENCIA PRESENTADA POR LA MAGISTRADA MARÍA LUISA MARTÍNEZ DELGADILLO  EN RELACIÓN AL PROYECTO DE LES DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

TÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPÍTULO I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1. En la redacción que se propone, al referirse de manera limitativa los tratados internacionales en los que en la actualidad, los Estados Unidos Mexicanos, es parte, para el caso de una futura suscripción de algún otro tratado en la materia de derechos humanos, se haría necesaria una modificación a la Ley de Amparo a fin de incluirlo.

Por lo tanto, la propuesta es en el sentido que no se enumeren los tratados internacionales que se mencionan, sino que solo se haga una referencia general, que obviamente incluiría a los ya existentes, y a los que en el futuro se celebren.

CAPÍTULO II

Capacidad y Personería

Artículo 4.- . . . 

I. Si los tribunales de amparo siempre han identificado al promovente de la demanda como quejoso, la redacción que se propone en la primera parte de esta fracción, condiciona a la demostración a priori, de la afectación a la esfera jurídica del gobernado, que hace uso del medio de defensa extraordinario que constituye el amparo.

En la práctica, esta situación llevaría al extremo necesario de que la contraparte de quien se ostente como quejoso, una vez admitida la demanda, agote el recurso de queja previsto en el inciso a) de la fracción I del artículo 95 del proyecto de ley, y a la postre representaría una carga de trabajo extraordinaria para los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia de Amparo, que en circuitos como éste, retardarían aún más la resolución de los asuntos pendientes de resolver, y por ende, complicaría el acceso a la justicia a los gobernados, incumpliéndose con el objeto de la reformas que es la observancia de la garantía consagrada en el artículo 17 de la Constitución Federal.

Consecuentemente, se propone que la prueba de la afectación a la esfera jurídica del gobernado, siga siendo como hasta ahora, factible de acreditarse en la audiencia constitucional, y no constituya un requisito de procedibilidad del amparo.

Artículo 26.    . . . 

IV. Esta fracción se refiere a la ratificación del escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, y prevé que en caso de que no conste en autos el domicilio para oír y recibir notificaciones, ni se expresen esos datos en el escrito relativo, se reservará la petición hasta que el interesado subsane esa omisión, y que esta prevención se notificará por lista.

La propuesta se endereza en el sentido de adoptar la solución que en la práctica se lleva a cabo en los Tribunales Federales, de señalar un término de tres o de cinco días, fatal para el ocursante, así como una sanción de carácter procesal, consistente en el apercibimiento de continuar el juicio o el recurso de no colmarse la omisión de que se habla. Lo anterior obedece a que al mediar un desistimiento, es factible que una vez expresado éste, el interesado no vigile ya la secuela procesal, de manera que el asunto siga vivo indefinidamente en el tribunal de amparo, y si bien es cierto que ante la falta de término, podría acudirse supletoriamente a lo dispuesto en la fracción II del artículo 297 del Código Federal de Procedimientos Civiles, no debe pasarse por alto que el objetivo de las reformas a la Ley de Amparo, debe entrañar la simplicidad tanto para el gobernado como para el órgano jurisdiccional, y de incluirse un término y la sanción procesal respectiva en este artículo, se obviaría otros trámites innecesarios, tales como la posibilidad de algún segundo acuerdo en el trámite de desistimiento, y de probables recursos de reclamación, o de queja en su caso, máxime si se toma en cuenta que en otros casos de prevención, por ejemplo, el artículo 178 concede al omiso un término de cinco días para colmar su irregularidad, es decir, es un término más amplio que el previsto en la ley supletoria. 

CAPÍTULO V

COMPETENCIA

SECCIÓN PRIMERA

Reglas de Competencia

Artículo 31.    . . .

III. En esta fracción se habla de Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación, que en la práctica, se estima que en forma unitaria, han cumplido con el objeto para el que fueron creados, por lo que la propuesta es en el sentido de que así sigan, pues agregar dos Magistrados, daría lugar a muy diversas situaciones gravosas, que aún sopesadas con las benéficas, volverían impráctica esta medida.

En efecto, conforme a lo dispuesto en el diverso artículo 34 del proyecto de ley, los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación, podrán conocer de los juicios de amparo indirecto que se promuevan contra actos de otros tribunales colegiados de la misma naturaleza, siempre que las resoluciones no constituyan sentencia definitiva o pongan fin al juicio.

Esto es, a manera de ejemplo, en el caso de que un Juez de Distrito emita un auto de formal prisión, éste sería apelable conforme al citado artículo 34, y la tramitación de ese recurso correspondería a un Tribunal Colegiado de Apelación. Luego, contra la resolución que se dicte, procedería el amparo indirecto, cuyo conocimiento correspondería a otro Tribunal Colegiado de Apelación, es decir, a otros tres Magistrados, y contra la resolución que éstos dicten, procede el recurso de revisión previsto en el inciso e) del artículo 79 del mismo proyecto, y sería resuelto por tres Magistrados en materia de amparo. 

El ejemplo anterior pone de relieve que en el caso citado,  frecuente por cierto, para revisar un auto de término constitucional, intervendrían nueve Magistrados.

Así, se considera innecesario e impráctico convertir los Tribunales Unitarios en Colegiados, pues aún con eso, el problema del rezago subsistiría en los Tribunales Colegiados de Amparo, y en los Juzgados de Distrito, en detrimento del principio de administración de justicia pronta y expedita, además de que sería innecesario el aumento que representaría en la nómina del Poder Judicial de la Federación, y en la partida que el erario federal le concede. Amén que estadísticamente, el ingreso en los Tribunales Unitarios, ni siquiera se acerca al de los Juzgados de Distrito ni al de los Colegiados.

En cambio, a fin de cumplir con el objetivo de las reformas que se proponen y con la naturaleza del juicio de amparo en general, se estima que lo que si justifica un aumento en el presupuesto del Poder Judicial Federal, es precisamente la creación de más Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados en materia de amparo que ayudarían a lograr una equitativa distribución de los asuntos, y por ende, su pronta solución.

CAPÍTULO XI

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN

SECCIÓN PRIMERA

Recurso de Revisión

Artículo 80. Se estima que debe otorgarse la posibilidad al quejoso que obtuvo sentencia favorable en el juicio de amparo indirecto, de interponer el recurso de revisión, en el caso de que los efectos en que se concede el amparo, de alguna manera se aparten de lo especificado en el numeral 75 del proyecto, y ninguna de las partes interponga dicho recurso y por ende, no tuviera la posibilidad de ocurrir en la vía de adhesión.

SECCIÓN SEGUNDA

Recurso de Queja

Artículo 96. De acuerdo a lo previsto en el párrafo primero de esta disposición, el término para interponer dicho medio de impugnación es de cinco días. Luego, si se toma en cuenta que a través de este recurso es posible impugnar lo que la revisión excluye, entonces igual término debe concederse al gobernado para su interposición, máxime si se parte de la base de que el inconforme tiene la carga de la prueba.

Por la misma razón, se propone duplicar cuando menos, el término de veinticuatro horas que para la interposición de la queja en los casos de suspensión de oficio o provisional, prevé el numeral en comento.

SECCIÓN TERCERA

Recurso de Reclamación

Artículo 102. Si en el numeral que precede, se prevé que son admisibles las pruebas documental y pericial, el plazo de tres días que se otorga para la presentación de este recurso limita al gobernado en su posibilidad de defensa, lo que contraría el espíritu de la ley, que es facilitar la defensa en contra de los actos de autoridad, incluso de los tribunales de amparo, por lo que se propone ampliar por lo menos a cinco días el término para la interposición de dicho recurso.

Monterrey, Nuevo León, a veinte de octubre de dos mil.

Respetuosamente,

Lic. María Luisa Martínez Delgadillo

Magistrada Adscrita al Primer Tribunal Colegiado

en Materias Penal y Civil del Cuarto Circuito.
H. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

COMISIÓN CONSULTIVA PARA 

LA REGULACIÓN DEL PROYECTO

DE LA LEGISLACIÓN DE AMPARO

P R E S E N T E.

A su digna consideración y en mi calidad de Presidente de la COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, me permito exponer la siguiente ponencia de adiciones y reformas a la Legislación de Amparo.

MOTIVACIÓN DE LA PONENCIA:

La Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, denominada Ley de Amparo que desenvuelve los principios procedimentales a través de los cuales se reglamenta la actuación de las partes y del órgano jurisdiccional, a fin de resolver si la ley o el acto de autoridad es o no constitucional, señala, acorde con la filosofía y con la praxis del Juicio de Amparo, qué personas físicas o morales tienen la calidad de partes y que convergen en la controversia constitucional, todas ellas con el propósito de determinar la vigencia o positividad de la Constitución, ante el supuesto de procedencia del Juicio de Amparo, cuya hipótesis lo establecen los artículos 103 y 107 constitucionales.

El quejoso considerado agraviado es la persona física acción que acude ante el órgano jurisdiccional ejercitando la acción derivada de un derecho sustantivo, ya sea de carácter constitucional o legal que se ve amenazada por una ley o acto de autoridad que a su juicio no se ajusta a los preceptos constitucionales.

El llamado hoy tercero perjudicado y que de acuerdo con la nueva propuesta con mejor técnica legislativa y semántica se denominará tercero interesado, es aquella persona física o moral que tiene un interés diferente opuesto al quejoso o agraviado, ya que en virtud de la ley o del acto de autoridad ha ingresado en su patrimonio jurídico un derecho que el evento de su nulificación vía juicio de amparo puede ser afectado; en los albores de nuestro juicio de amparo esta figura no existía, fue gracias a la jurisprudencia la que originó se incluyera con la calidad de parte, y es por ello que la nueva legislación de amparo así lo ha señalado en forma por demás clara, y así respetar la garantía de audiencia para los terceros interesados.

La autoridad responsable, que fue ampliado el concepto por reformas recientes, el artículo 11 de nuestra ley señala que todo órgano del Estado que haya admitido, otorgado, ejecutado, publicado el acto, se considera autoridad responsable, cada uno en el ámbito de su responsabilidad; paralelo o mejor dicho junto con estas figuras procesales aparece una institución en el concepto de parte, que es el Ministerio Público y que según se establece en la ley actualmente tiene una facultad potestativa para intervenir en todos los juicios de amparo e interponer los recursos que señala esta ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se requieren resoluciones de tribunales locales, con independencia de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia, con la excepción de que, tratándose de amparos indirectos en materia civil y mercantil en la que solo afecten intereses particulares, excluyendo la materia de lo familiar, el Ministerio Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley señala.

Esta última fracción del artículo 5º. de la Ley de Amparo es la que nos ha motivado para reflexionar si efectivamente el Ministerio Público, a la luz de la técnica procesal debe tener la calidad de parte en nuestro juicio de amparo.

Si por parte legítima entendemos, al actor o quejoso legitimado en la medida de ser titular de un derecho que se considera violado frente a la autoridad sujeto pasivo de la relación, obligado al respeto de las garantías individuales, a quien se le reclama una conducta determinada como responsable de haberla realizado y por extensión se ha pretendido incluir al tercero perjudicado hoy tercero interesado. la figura del Ministerio Público carece de esa legitimación procesal al tenor de las siguientes razones:

El Ministerio Público Federal no emitió el acto reclamado, tampoco lo ordenó y mucho menos lo trató de ejecutar, luego entonces no es contraparte  del quejoso y mucho menos del tercero perjudicado o interesado, no es representante de la autoridad responsable, de ahí entonces que surge la duda respecto a esta facultad de considerarlo parte del juicio de amparo.

Si la autoridad ordenadora no defiende su acto e inclusive no interpone los recursos que establece la ley, no es dable aceptar que el Ministerio Público substituya a la autoridad ordenadora o ejecutora o pretenda por sí o ante sí convertirse en su abogado defensor para defender el acto de autoridad, de ahí entonces que no tiene la calidad de parte, pero lo más grave es que sus pedimentos sean en un sentido o en otro, no tienen la fuerza vinculatoria para obligar a la autoridad de amparo a que conceda o niegue la protección de la justicia federal; de ahí entonces que ante esta calidad procesal tan débil, el artículo 5º. deberá quedar como sigue:

Son partes en el juicio de amparo:

I. 
El agraviado o quejoso.

II.
La autoridad o autoridades responsables.

III.
El tercero o terceros perjudicados.

Pudiendo intervenir con ese carácter:

a) La contraparte del agraviado o quejoso, cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia, o las partes en el mismo juicio, cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento.

b)  El ofendido o la persona que conforme a la ley tenga derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal.

c). La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto reclamado contra el que se puede amparar.

IV. El Ministerio Público Local que haya intervenido en el proceso penal del cual derive el acto reclamado.

V. El Ministerio Público Federal de la adscripción, solamente para vigilar y procurar la pronta y expedita administración de justicia, no estando facultado para interponer los recursos que establezca la ley.

Las anteriores reflexiones obedecen a un principio de técnica jurídica, de experiencia y práctica legislativa, así como la realidad que nos permita facilitar el proceso de amparo solamente con la intervención de las verdaderas partes legítimas en defensa de la ley o del acto de autoridad, y que sean las autoridades responsables las que defiendan sus actos de autoridad.

Nuestro propósito es participar con el esfuerzo de todos los juristas mexicanos, quienes nos sentimos orgullosos de nuestro juicio de amparo, por ser una institución nacida de la entraña misma de nuestro pueblo; hoy en los inicios del siglo XXI el amparo mexicano debe perfeccionarse por todos los juristas cuya lucidez permitirá crear instituciones orgullo de nuestros antecesores, el cual nosotros como herederos legítimos habremos de perfeccionar.

ATENTAMENTE

Chihuahua, Chih., octubre 20 del 2000.

LIC. SERGIO MARTÍNEZ GARZA.

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. SU VALIDEZ CUANDO LA SENTENCIA LA FIRMA EL JUEZ SUSTITUTO.

Existe un problema en torno a la audiencia constitucional que ha sido motivo de preocupación de la mayoría de los jueces de Distrito en el país, y  consiste en que cuando  toman posesión de su cargo,  o bien,  cuando son readscritos, se encuentran con el hecho  de existen juicios de amparo en los que,  únicamente se ha  celebrado la parte inicial de la audiencia constitucional, es decir,  la relación de constancias, desahogo de pruebas y alegatos, pero queda pendiente la actuación culminante que es la sentencia.

Ante tal situación, muchos jueces de Distrito, pretendiendo regularizar el procedimiento, dejan insubsistente esa parte de la audiencia y proceden a celebrarla nuevamente, y ello porque algunos Tribunales Colegiados, estiman que la circunstancia de que un Juez  lleve a cabo la primera  parte de la audiencia citada y la sentencia la firme el que lo sustituye, origina que la misma no se lleve en un solo acto, sino en dos, lo cual en su concepto constituye una violación a la reglas que rigen el procedimiento que amerita reponerlo.

En contrapartida,  hay  Tribunales Colegiados que estiman, que no existe esa violación de  carácter procesal, porque en realidad la audiencia constitucional es un solo acto.

La primera posición, no es muy acertada, en tanto que con regularizar el procedimiento, se dilata  la resolución del asunto, lo cual contraría  los principios de celeridad que rigen tanto la justicia ordinaria y extraordinaria. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  al resolver la contradicción de tesis  número 37/98,  sustentada entre el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil  del Primer Circuito, Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en la que se involucraron los anteriores criterios, estimó que no existe la violación a la reglas del procedimiento, toda vez que la circunstancia de que se hubiere llevado a cabo la audiencia  constitucional, en dos partes y por distintos jueces de Distrito, ello no desvirtuaba su carácter de un solo acto, pues la celebración de la audiencia constitucional en realidad se lleva  cabo por el órgano legalmente facultado, con independencia del nombre de la persona física que lo hubiese suscrito, es decir, quien celebra la audiencia constitucional es la institución Juez de Distrito que permanece inmutable por pertenecer al Estado, de ahí que no existe razón alguna para estimar que por estar firmada una parte por un Juez y la culminación por otro, lleve a su invalidez, que amerite la reposición del procedimiento.

Por ello, estimo que para dar certidumbre en dicho acto trascendental y además cumplir con  los postulados de la justicia pronta y expedita, consagrada en el artículo 17 constitucional, debe añadirse un párrafo  al artículo  122 del Proyecto de la  Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos siguientes:

“Artículo 122. Las  partes podrán comparecer a la audiencia si lo estiman pertinente. Abierta la misma, se procederá, en su caso, a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen la partes; acto continuo se dictará el fallo que corresponda”.

Párrafo que debe añadirse.

No se produce la invalidez de la audiencia, si la relación de constancias, desahogo de  pruebas y alegatos, las realiza  un Juez de Distrito y la sentencia es suscrita por el que lo sustituye legalmente, siempre y cuando la primera parte se encuentre debidamente firmada.

México Distrito Federal, a 20 de octubre de 2000.

URBANO MARTÍNEZ HERNÁNDEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA.

ADSCRITO A LA PONENCIA DEL

MINISTRO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS.

LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA DEL TRABAJO

Boca del Río, Veracruz a 19 de octubre del 2000.

El juicio de amparo históricamente se ha regido por diversos principios entre ellos se encuentra el de estricto derecho, conforme al actual debe examinarse la violación alegada a la luz de los conceptos de violación planteados en la demanda o en su caso, de los agravios cuando se impugne la sentencia de primer grado. 

Sin embargo, ese postulado tiene su excepción que se conoce como suplencia de la queja. El principio de estricto derecho y su excepción están contenidos en el artículo 107, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Federal, que establece:

“En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución”

Es patente que la constitución deja en manos de la ley secundaria la reglamentación de las hipótesis en que ha de operar la suplencia de la deficiencia de la queja, sin establecer alguna prohibición tocante a su aplicación. 

Sobre esta base, la Ley de Amparo en su artículo 76 bis, consagra los casos en que deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que la propia ley establece.

Respecto a la materia laboral y en los casos en que existe una violación manifiesta a la ley, en las fracciones IV y VI de ese ordenamiento se indica lo siguiente:

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador.

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

Por otra parte, en torno a las fracciones invocadas, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 42/97 deducida de la contradicción 61/96, visible en la página 305, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, del mes de septiembre de mil novecientos noventa y siete, Novena Epoca, cuyo rubro es: “SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA A FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, IMPROCEDENCIA DE LA”, ha sustentado, en lo conducente:”

“una interpretación gramatical, histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta Segunda Sala a concluir que la suplencia de la queja en la materia laboral únicamente se justifica a favor del trabajador, en tanto que su finalidad es solventar la desigualdad procesal se sustenta, primordialmente, en el artículo 123 constitucional y en la Ley Federal del Trabajo, que regulan la relación laboral como un derecho de clases, así como en la circunstancia genérica, consistente en la mayor posibilidad económica del patrón, lo cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados, en caso contrario del trabajador; así también, porque al tener el patrón la administración de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de allegarse medios probatorios para el juicio. La protección a bienes básicos tiene como base el hecho de que la subsistencia del trabajador y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende de su salario y prestaciones inherentes, razón que evidencia la importancia que tiene para el trabajador un litigio derivado de la relación laboral. En tal virtud, al no existir tales justificantes para el patrón por ningún motivo o pretexto es correcto apartarse de los lineamientos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos todavía interpretarlos o pretender soslayarlos por analogía o mayoría de razón, habida cuenta de que la fracción VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable para suplir la deficiencia de la queja a favor del patrón, ni aun excepcionalmente, tratándose de una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda vez que la norma específica debe prevalecer sobre la genérica, esto es, si la voluntad del legislador hubiera sido que en materia laboral se aplicara a favor del patrón la fracción VI, hubiese utilizado un texto distinto, por ejemplo, la suplencia de la queja sólo se aplicará a favor del trabajador “con excepción de lo previsto (o cualquier otra similar) en la fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, no tiene por qué interpretarse en otro sentido. Es menester indicar que existe una excepción derivada de lo previsto en la fracción I del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, esto es, únicamente para el caso de que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual sí es factible la suplencia a favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 107, fracción III, inciso c), en concordancia con la fracción VII, constitucional, establece la figura de “tercero extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por el artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a la materia laboral, permite al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a través del amparo indirecto, aunque necesariamente debe realizar el razonamiento lógico-jurídico que demuestre la transgresión de garantías impugnada, porque pretender lo contrario implicaría dejar en estado de indefensión a la otra parte, la trabajadora; situación que se agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse otra cosa implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio de la parte trabajadora”.

En el proyecto de la nueva Ley de Amparo, se adoptan similares disposiciones tal como se advierte en el artículo 77 en sus fracciones IV y V, que son del tenor literal siguiente:

IV. En materia laboral, a favor del trabajador; y 

V. En materia civil o administrativa, cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1° En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios. 

Ahora bien, del análisis comparativo del texto de la Ley de Amparo con el proyecto de ley que se propone, se advierte, que en términos generales queda intocada la interpretación adoptada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entorno a las fracciones IV y VI del artículo 76 bis, de la ley de la materia pues subsiste la proscripción de que se supla la deficiencia de la queja al patrón, aún cuando éste resienta una violación relevante de la ley.

Se estima que en el proyecto de la ley que se propone se puede modificar el anterior criterio, habida cuenta que la ley debe regir de acuerdo a las condiciones socioeconómicas que imperen en el momento en que se apliquen; por lo que tomando en cuenta éstas habrá de ser transformada la ley conforme evolucione la sociedad en la cual ha de regir. 

En efecto, se debe tener presente que en la exposición de motivos del decreto congresional que reformó en diciembre de mil novecientos cincuenta el artículo 107 de la Constitución Federal y del que introdujo las reformas respectivas a la Ley de Amparo se invocan las normas tutelares de la clase trabajadora contenidas en el artículo 123 de la Constitución Política del País, arguyendo que la clase trabajadora por ser la menos beneficiada económicamente se encuentra imposibilitada para allegarse fácilmente una asesoría legal adecuada y carece de los medios para por sí, intervenir en un procedimiento lleno de rigorismos técnicos por ella desconocidos e incluso difíciles de comprender los que, en cambio, sí están al alcance de los patrones.  

Desde mil novecientos cincuenta, a la fecha, es indudable que las condiciones económicas y sociales han cambiado. Ahora se vive en una sociedad globalizada; el acceso a los medios de comunicación ha permitido que las clases menos privilegiadas tengan a su alcance información cultural, económica, jurídica, social e informática lo que redunda inobjetablemente en que las diversidad de clases sociales sea distinta de la existente en los años cincuenta, ya que ahora es factible que esté al alcance de los obreros, la asistencia por servicios legales gratuitos, como la Procuraduría de la Defensa del Trabajo; que exista un mejor conocimiento sobre los derechos laborales; que se pueda acceder más fácilmente a los órganos jurisdiccionales; que incluso, sea común hoy en día, el desencadenamiento de demandas de obreros adscritos a una misma empresa.

Por otro lado, los patrones de entonces son distintos a de los de ahora, es algo cotidiano advertir a pequeños empresarios que ven derrumbados su negocios ante la implacable competencia de las grandes industrias, de las marcas, franquicias y transnacionales, también son frecuentes los trabajadores que se valen de los beneficios que les reporta la ley para afectar a patrones que se ven obligados a cerrar sus establecimientos en perjuicio de otros trabajadores, por tanto, en estos días no puede generalizarse en el sentido de que todos los patones, necesariamente puedan tener acceso a servicios profesionales de abogados competentes.

En ese estado de cosas, es claro que ya no tiene vigencia el principio que inspiró al legislador a instaurar la figura de la suplencia en los términos en que fue concebida en el año de mil novecientos cincuenta, pues ya pierde eficacia y sentido tratar de equilibrar el proceso ante la divergencia de posibilidades económicas de las partes por medio de la suplencia habida cuenta que se ha visto que esas desigualdades se han disminuido con motivo de la expansión de los medios de comunicación y es preciso en esas condiciones poner un remedio a la ley para evitar la serie de injusticias que se han visto hacia la parte patronal, la que está excluida en todo caso de la posibilidad de que se le supla la deficiencia aún en el caso de una violación manifiesta a la ley. No deben desatenderse la falta de emplazamientos a juicios laborales a patrones que se ven seriamente afectados con laudos que los condenan al pago de cantidades desorbitantes, por el uso de triquiñuelas o argucias de las que difícilmente pueden defenderse y menos cuando en su contra tienen proscrita la suplencia de la deficiencia de la queja en casos notoriamente ilegales.

Es por todo lo anterior, que el Poder Judicial de la Federación, como protector del estado de derecho y de las garantías individuales, tiene la misión de promover la constante transformación de la ley y no puede ser indiferente ante una violación notoria a la ley que deje en indefensión al patrón, únicamente por el carácter que representa soslayando aún que como patrón pueden figurar personas no necesariamente pudientes, llámese un ama de casa que contrata a una doméstica  o un obrero que contrata a un albañil o a un pintor.

De tal suerte que se propone modificar la redacción de las fracciones IV y V, del artículo 77 correspondiente al capítulo X, de las sentencias, del proyecto de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

IV. En materia laboral, en todo caso a favor del trabajador.

V. En materia civil administrativa y del trabajo aun tratándose del patrón, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1°. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios. 

EL JUEZ QUINTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE VERACRUZ.

LIC. MIGUEL MENDOZA MONTES.

TITULO CUARTO

JURISPRUDENCIA Y DECLARACION GENERAL DE

INCONSTITUCIONALIDAD O DE INTERPRETACION CONFORME

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

TEXTO DEL PROYECTO:

ARTICULO 214.- La jurisprudencia por reiteración se establece por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de circuito de amparo.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

PROPUESTA:

Si bien es cierto que la Ley de Amparo debe ocuparse de la jurisprudencia que por reiteración o contradicción establece la Suprema Corte de Justicia funcionando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de circuito de amparo, sería conveniente modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los ordenamientos federales en materia administrativa, civil y federal, para que los ahora tribunales unitarios de apelación establezcan también jurisprudencia por reiteración, pudiendo ampliar la facultad de atracción de que dispone el Más Alto Tribunal prevista en el artículo 105, fracción III, Constitucional, para dilucidar las contradicciones de tesis que pudieran surgir en aquellos temas trascendentes y relevantes.

DESARROLLO DEL TEMA:

La labor jurisdiccional de los hasta ahora tribunales unitarios (transformados en el Proyecto de Ley de Amparo en tribunales colegiados de circuito de apelación), circunscrita a la materia de apelación en los procesos del orden federal, es igualmente importante a la de los tribunales colegiados de circuito en materia de amparo, razón por la cual no se advierte razón alguna para no incluir a dichos tribunales entre los que establecen jurisprudencia.

La propuesta podría ser objetada en cuanto a determinar la instancia competente para resolver las tesis contradictorias sustentadas por los tribunales de apelación, dado que si sus resoluciones versan sobre cuestiones de legalidad, ello impediría que la Suprema Corte de Justicia se ocupara de dilucidar dichas contradicciones.

Tal problema encontraría solución si tomamos en cuenta que tanto en la fracción III del artículo 105 constitucional vigente como en el proyecto de reformas a dicho artículo, se establece que la Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Unitario de Circuito (o Colegiado de Circuito de Apelación según el proyecto de Nueva Ley de Amparo) o del Procurador General de la República, podrá conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo ameriten.  De esta manera, podría modificarse la citada fracción III del artículo 105 de la Constitución Federal, para incluir la dilucidación de criterios antagónicos sustentados por los diversos tribunales de circuito de apelación.

En todo caso, podría iniciarse la difusión de las sentencias y tesis correspondientes como ocurre en la legislación de algunas entidades federativas, como el Distrito Federal, en donde tal cuestión se regula en la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia, en el Título Octavo, Capítulo II, denominado De los Anales de Jurisprudencia y Boletín Judicial, en los artículos del 160 al 166, cuyo contenido se transcribe a continuación para mayor claridad: 

“CAPITULO II

De los Anales de Jurisprudencia y Boletín Judicial

“Artículo 160. Se publicará en la Ciudad de México una revista "que se denominará Anales de Jurisprudencia; tendrá por objeto "dar a conocer estudios jurídicos y los fallos más notables que "sobre cualquier materia se pronuncien por el Tribunal Superior "de Justicia. Deberá publicarse periódicamente.

“Artículo 161. El Boletín Judicial se publicará diariamente, con "excepción de los sábados, domingos y días inhábiles.

“Artículo 162. El Consejo de la Judicatura organizará y vigilará el "correcto funcionamiento de la Oficina de los Anales de "Jurisprudencia y del Boletín Judicial, para que desarrolle "cabalmente sus labores de auxiliar de los órganos judiciales del "Distrito Federal.

“Artículo 163. La Dirección de la Oficina de Anales de "Jurisprudencia y Boletín Judicial, quedará a cargo de un "Licenciado en Derecho, con cédula profesional expedida por la "autoridad o institución legalmente facultada para ello.

“Artículo 164. En todo lo relativo a las publicaciones, el Consejo "de la Judicatura administrará los ingresos que por ventas se "recaben, haciendo las aplicaciones que estime pertinentes y "cuyo producto se destinará exclusivamente para la ampliación y "el mejoramiento de dichas publicaciones.

“Artículo 165. Los edictos, convocatorias, y demás avisos "judiciales que deban insertarse en el Boletín Judicial, se "publicarán gratuitamente en negocios cuya cuantía no exceda de "$1,000.00, cantidad que se actualizará conforme al incremento "anualizado que se dé en el Indice Nacional de Precios al "Consumidor señalado por el Banco de México.

“Artículo 166. Queda a cargo de la propia Dirección la publicación "de las resoluciones que se dicten por el Pleno del Tribunal en los "casos a que se refiere la fracción III del artículo 32 de esta Ley, "la Jurisprudencia y tesis sobresalientes de los Tribunales "Federales entre jueces y magistrados, mediante la consulta "respectiva que se haga del Semanario Judicial de la Federación.

PABLO V. MONROY GOMEZ

MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO DEL

DECIMO CUARTO CIRCUITO
TITULO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO

CAPITULO II

EL AMPARO DIRECTO

SECCION PRIMERA

PROCEDENCIA

TEXTO DEL PROYECTO:

ARTICULO 171. En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso:

…

VI. Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente ofrezca o no se reciban con arreglo a la ley;

…

PROPUESTA:

Eliminar esta hipótesis de procedencia de la vía directa del amparo, para que en su lugar sea la vía indirecta la idónea para reclamar el desechamiento de pruebas o la no recepción legal de las mismas en un proceso penal, pues ello afecta directamente a la libertad personal del procesado.

DESARROLLO DEL TEMA

El tema guarda relación con el amparo judicial, cuyo principal problema consiste en distinguir los actos que deben combatirse en la vía directa de aquellos reclamables en la vía indirecta.

Este problema ha sido esencial para la sobrevivencia del amparo judicial, pues por una parte debe evitarse la proliferación de juicios de amparo contraria a la expeditez en la impartición de justicia y, en el otro extremo, está el riesgo de hacer inoperante al juicio de garantías cuando se reclaman actos cuya ejecución es irreparable. 

Como norma general se ha considerado que las violaciones relacionadas con las pruebas de las partes en los procesos judiciales, son susceptibles de reclamarse en la vía directa del juicio de amparo; aguardando el dictado de la sentencia para entonces determinar si las supuestas violaciones trascendieron al resultado de la misma, en cuyo caso se combate la sentencia por vicios propios junto con las violaciones de orden procesal las cuales, en caso de acreditarse, darán lugar a la reposición del procedimiento para subsanarlas.

La consideración principal para proceder de la manera señalada, es que dichas violaciones procesales no entrañan un perjuicio irreparable, pues en caso de haberlas, la sentencia adversa por esos motivos se declarará insubsistente y con el dictado de una nueva resolución eliminados los desaciertos procesales, quedará reparada la garantía constitucional afectada.  

La preocupación que motiva esta ponencia, estriba en que la práctica judicial cotidiana revela, a mi parecer, que la eficacia de ciertas reglas depende de que sean acordes con la naturaleza jurídica de las cuestiones sometidas al examen constitucional, ya que dependiendo de las características peculiares de cada acto reclamado las consecuencias jurídicas y materiales pueden ser distintas.

Uno de esos casos, en mi opinión, es el concerniente al desechamiento de las pruebas ofrecidas por el procesado en un juicio del orden penal o la recepción de las mismas contraria a la ley.

El proyecto de Ley de Amparo mantiene esta hipótesis como susceptible de atacarse en la vía directa, como ocurre en los juicios del orden administrativo, civil o del trabajo, siendo que la naturaleza de la materia penal es diferente, razón por la cual estimo que los argumentos que justifican de manera general la vía directa del amparo respecto de violaciones de índole procesal, no las considero pertinentes en la materia penal.

Para ilustrar la evolución del problema planteado, me parece útil referirme a la controversia suscitada en torno a la contradicción de tesis número 133/89, suscitada entre las entonces Tercera y Cuarta Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que fuera resuelta el 16 de enero de 1991 por mayoría de once votos, dando lugar a la jurisprudencia 6/91 publicada en el Semanario Judicial de la Federación, octava época, tomo VII, correspondiente a febrero de 1991, páginas 5 y 6 y visible con el número de registro 205,765 del Disco Compacto IUS 2000, con el rubro y sinopsis siguiente: 

"PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE "DESECHA LA EXCEPCION DE FALTA DE PERSONALIDAD "SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO "INDIRECTO, DEBIENDO RECLAMARSE EN AMPARO "DIRECTO CUANDO SE IMPUGNE LA SENTENCIA "DEFINITIVA”. 
Considero importante esta jurisprudencia por la discusión generada en el Pleno del Mas Alto Tribunal, al proponerse cambiar el criterio para considerar combatibles en la vía directa del amparo diversos actos que tradicionalmente se impugnaban mediante la vía indirecta. 

De esa discusión, por la claridad en la exposición de los razonamientos y la investigación que los sustenta, destaco los razonamientos que estimo conducentes del voto minoritario sustentado en ese entonces por los señores Ministros Salvador Rocha Díaz, Mariano Azuela Güitrón, Samuel Alba Leyva y Juan Díaz Romero:

"El voto mayoritario entiende que los actos procesales tienen una "ejecución de imposible reparación que da lugar al amparo "indirecto, sólo cuando afectan de modo inmediato algún derecho "fundamental protegido por las garantías individuales, lo cual "sucede cuando transgreden los derechos sustantivos del "quejoso, mientras que cuando los actos procesales únicamente "se traducen en la infracción de derechos adjetivos que producen "efectos formales o intraprocesales, procede el amparo directo, "porque puede suceder que al afectado le sea favorable la "sentencia."

"…

"El criterio acabado de mencionar acoge, como primer apoyo, una "razón de orden histórico y doctrinal. Dentro de ella se ponen de "manifiesto las graves dificultades presentadas casi desde la "creación del juicio de garantías en el siglo pasado, para hacerlo "operante en los negocios judiciales, sin merma de la expedites "de los procesos requerida por la Constitución. Ello, debido "fundamentalmente a que como dentro del proceso judicial se "dictan o ejecutan una serie de actos de autoridad, si se permite "el amparo indiferenciadamente en contra de todos ellos según se "vayan presentando, como se permitió inicialmente, el juicio "común se prolonga y entorpece de modo irrazonable, resultado "pernicioso que desacreditó al amparo judicial durante sus "primeras décadas de vida, a tal grado que en el artículo de la Ley "de la materia de 1869 se estableció que era inadmisible el juicio "de amparo en negocios judiciales. Si subsistió, fue debido a la "oposición de la Suprema Corte a aplicar ese precepto y a que en "la ley posterior ya no se conservó la norma, pero lo cierto es que "las inconveniencias del amparo judicial persistían. Dentro de ese "marco, adquirió relevancia la búsqueda del criterio que permitiera "diferenciar cuáles actos procesales son susceptibles de ser "impugnados en amparo y cuáles no, sin desdoro de la expedites  "del juicio, por un lado, ni de la garantía de defensa, por el otro, "búsqueda en que participaron juristas y constituyentes."

"Ya se manifestó anteriormente que la relación histórica que "adopta el voto de mayoría es superficial e incompleta; las "conclusiones apresuradas que saca, lo demuestran, así como el "hecho de pasar por alto como sino existiera, la copiosa e "interesante jurisprudencia que la Suprema Corte ha ido afinado "por décadas, estableciendo criterios firmes en un campo "inestable, reacio a la ordenación simplista de algún principio "único o excluyente. La idea de que los actos procesales de "imposible reparación son aquéllos cuya violación no puede ser "reparada en la definitiva, según explicaba el  Presidente de la "Tercera Sala en el informe de 1941, idea correctamente "censurada por el voto de la mayoría, fue una tentativa histórica "de establecer un criterio absoluto, pero no ha regido de manera "exclusiva o predominante; si así fuera, desde entonces se "hubiere señalado el amparo indirecto para todas las violaciones "procesales, lo cual es inexacto. En la Suprema Corte, como en la "doctrina, han repercutido muchos criterios para distinguir los "actos en el juicio cuya ejecución sea de imposible reparación "(amparo indirecto), de aquellos que afectan a las defensas del "quejoso trascendiendo al resultado del fallo (amparo directo), "pero ninguna  ha predominado con exclusividad por que lo han "impedido lo complejo e intrincado de las situaciones que van "presentando los actos procesales. Así es, ya se aludió a la pauta "apuntada en 1941  y como no pudo imperar; esto es demostrable  "porque en materia probatoria, por ejemplo, la Suprema Corte "siempre (con señaladas y justificadas excepciones) ha resuelto "que el amparo directo es el procedente. El desechamiento de "una probanza ya no puede ser reparado en la sentencia, donde "ya no se puede admitir, mas no por ello la Suprema Corte se ha "inclinado por la procedencia del amparo indirecto, sino por el "directo, como puede verse de una antigua tesis jurisprudencial "que en la Compilación de 1988, segunda parte, sobrevive con el "número 1488, página 2361. También se ha pensado encontrar la "clave de distinción en el contenido de los artículos 159 y 160 de "la Ley de Amparo, que en listan los casos de violaciones al "procedimiento en que se afectan las defensas del quejoso, "pretendiéndose que en tales hipótesis siempre procederá  el "amparo directo; las violaciones no relacionadas, por exclusión, "serán impugnables  en amparo indirecto. Tampoco este concepto "resiste la confrontación con la realidad jurídica, pues en casi "todas las fracciones de los mencionados artículos 159 y 160, se "dan excepciones y temperancias que rompen la pretendida regla "general, bastando para demostrar esta afirmación, dos ejemplos: "1) El caso de la fracción I, del artículo 159 de la Ley de la "materia, que supuestamente deja para el amparo directo la "violación consistente en la no citación del quejoso a juicio, o en la "citación ilegal, pero tal remisión dejaría al agraviado sin "oportunidad de ofrecer pruebas sobre el aspecto que lo "perjudica; por ello, la Suprema Corte ha señalado que contra  "esta clase de violaciones procede el amparo indirecto "(Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca, Tomo "LXXXV, p.2438, Tomo XCVIII, p.1030, Tomo CI, p.1230, Informe "de 1986, Cuarta Sala,  página 7); 2) Igualmente, el mismo "artículo 159, en su fracción V, establece que la resolución ilegal "de un incidente de nulidad es violación impugnable en amparo "directo, mas la Suprema Corte ha efectuado la importante "salvedad de aquellos casos en que la resolución de nulidad deja "sin efectos lo actuado, en virtud de que conforme al mandato "constitucional, ya no tiene reparación posible; entonces en tales "hipótesis, considera procedente el amparo indirecto (Semanario "Judicial de la Federación, Quinta Epoca, Tomo XXVII, página "240; Tomo LXXIII, página 4296, Tomo XCII, página 1148). "También se ha propuesto en la doctrina y en la jurisprudencia "(Informe de 1929), que procede el amparo indirecto solo cuando "los actos procesales violatorios tengan una ejecución material "irreparable, pero este criterio hace predominar la disposición "contenida en el artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, "sobre lo establecido en el artículo 107, fracción III, inciso b), de la "Constitución Federal, que no formula esa calificativa en las "violaciones susceptibles de impugnación ante Juez de Distrito, "por lo que caen también, perfectamente, las violaciones jurídicas "que también pueden ser irreparables; así lo ha reconocido esta "Suprema Corte (tesis jurisprudencial número 72, Compilación de "1988, Segunda Parte); además, da por sentado aquél criterio que "la irreparabilidad no se da cuando la violación procesal tiene "efectos jurídicos sino exclusivamente cuando son materiales, lo "cual no se demuestra.  Como estos, hay otros criterios, pero "dentro de esa profusión, solo la Suprema Corte ha estado en "condiciones, en su carácter de aplicadora del derecho a casos "concretos, de ir estableciendo orden, adoptando aquellas reglas "que, confrontadas con la práctica, son más acordes con el "propósito constitucional, debiendo reiterarse que en esa "elaboración no ha predominado algún criterio con exclusión de "los demás. Lo anterior no significa que todos los criterios sean "inútiles y desacertados; lo único que se resalta es que ninguno "ha demostrado ser atinado en forma absoluta o tajante, aunque "si pueden serlo relativamente; de hecho, todos ellos son de gran "valor como auxiliares en el juicio que resuelva los casos "planteados, proceder que se halla en consonancia con las "normas contenidas en la fracción III del artículo 107 "constitucional, que no establecen ningún criterio distintivo, "seguramente por la complejidad de los actos procesales, así "como por la dificultad  de encontrar un principio en que pudieran "preverse la multiplicidad de las situaciones susceptibles de "presentarse; otra probable razón es que ante lo intrincado de la "materia, el Constituyente  dejara el buen juicio de los Tribunales "Federales la aplicación de tales normas, que es lo que había "venido ocurriendo. Aquí es conveniente advertir que este "proceder no significa libertad para resolver arbitrariamente, sino "autonomía  para no quedar atado a un principio simple en una "materia tan complicada; ello, sin mengua de la fundamentación y "motivación  que son debidas en toda resolución."

"…

"En resumen, las observaciones que se formulan el criterio "sostenido por el voto mayoritario son, fundamentalmente, las "siguientes: 1. Carece de fundamento. La distinción que propone "como principio absoluto, no se halla en la Constitución, ni en las "leyes y ni  siquiera en los preceptos históricos y doctrinales que "invoca como bases. 2.  Es contrario al artículo 107, fracción III, "de la Constitución Federal, cuyos términos y teolología "desconoce al permitir la proliferación del amparo directo y del  "indirecto. 3. No prueba su posición básica de  que la infracción "procesal con sólo efectos jurídicos, nunca es de imposible "reparación. Tal aseveración es contraria a la experiencia, que "demuestra que una violación jurídica es tan importante como una "violación material; en ambos casos se pueden transgredir las  "garantías individuales; dejar sin defensa a una persona en un "juicio  es tan importante, como privarlo del bien material que se "litiga. 4. Es incongruente. Por una parte afirma que los actos "procesales son de imposible reparación (amparo indirecto) "cuando afectan derechos  fundamentales transgrediendo "derechos sustantivos, y que no son de imposible reparación "(amparo directo), cuando sólo lesionan derechos adjetivos o "intraprocesales, porque la sentencia de fondo puede serle "favorable. Por otra parte, sin embargo, admite "contradictoriamente que este tipo de violaciones meramente "procesales puede ser de imposible reparación; tanto es así, que "se ve en la necesidad de permitir un nuevo amparo directo para "dirimir esa controversia intraprocesal, después de la ejecutoria "de garantías que resuelve el fondo, solución trágica porque "conlleva la violación  del artículo 73, fracción II, de la Ley de "Amparo. 5. Viola el artículo  194 de la Ley de Amparo, por cuanto "desconoce la obligatoriedad de  varias tesis jurisprudenciales, sin "expresar las razones específicas  que superen las tomadas en "consideración para su asentamiento.  Tales tesis son, entre "otras, la número 72 (Compilación de 1998,  Segunda Parte), que "rechaza el concepto de que las violaciones  procesales sean de "imposible reparación sólo cuando tengan una  ejecución material "exteriorizada; la 736 (misma Compilación y parte), que establece "la improcedencia del amparo contra la ejecución de una "sentencia de garantías; y la 737 que rechaza la acción "constitucional en contra del cumplimiento de un fallo protector, "aunque la ejercite un tercero de buena fe. 6. La intención de "elevarlo a criterio absoluto, único o exclusivo, ya ha sido "censurada, en virtud de que esa pretensión quita la agilidad "necesaria par resolver con apego a la Constitución las múltiples "situaciones procesales que pueden presentarse."

Conviene destacar que a partir de la jurisprudencia aludida, se fue generalizando el criterio mayoritario haciéndolo extensivo a todos los actos generados en un juicio, lo cual se advierte de la jurisprudencia 24/92 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el disco óptico IUS 2000 con el número de registro 205,651 y publicada en la página 11 de la Gaceta número 56 del Semanario Judicial de la Federación, cuyo rubro y sinopsis son los siguientes: 

"EJECUCIÓN IRREPARABLE. SE PRESENTA, PARA "EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO "CONTRA ACTOS DENTRO DEL JUICIO, CUANDO ESTOS "AFECTAN DE  MODO DIRECTO E INMEDIATO DERECHOS "SUSTANTIVOS. El artículo 114 de la Ley de Amparo, en su "fracción IV previene que procede el amparo ante el juez de "Distrito contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o "las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, "debiéndose entender que producen ejecución irreparable los "actos dentro del juicio solo cuando afectan de modo directo e "inmediato derechos sustantivos consagrados en la Constitución y "nunca en los casos en que solo afectan derechos adjetivos o "procesales, criterio que debe aplicarse siempre que se  estudie la "procedencia del amparo indirecto, respecto de cualquier acto dentro del juicio". 

La importancia de esta última jurisprudencia en relación con el tema de la ponencia, radica en que ha sido invocada para desechar demandas de amparo indirecto en las que los actos reclamados se hacen consistir tanto en la no recepción de pruebas ofrecidas por  procesados en materia penal como en el desechamiento del recurso de revocación hecho valer en su contra.

Ahora bien, para demostrar el planteamiento de que la naturaleza de las materias administrativa, civil o del trabajo, es diversa a la de la materia penal, por lo que las razones que justifican la vía directa del amparo respecto de violaciones de índole procesal en los juicios seguidos ante tribunales administrativos, civiles o del trabajo no las considero pertinentes en la materia penal, someto a la consideración de los congresistas los razonamientos siguientes:

1) Como demostración de lo asentado en el voto minoritario transcrito líneas arriba, en el sentido de que para regular la vía idónea del juicio de amparo, resulta más prudente tomar en cuenta las características propias de cada acto reclamado, en lugar de pretender establecer reglas generales que desconozcan las peculiaridades de los diversos casos que ofrece la realidad; la Jurisprudencia 6/91 ha sido interrumpida parcialmente  por la Suprema Corte de Justicia mediante la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo IV, noviembre de 1996, página 137, con el número P. CXXXIV/96, de rubro “PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA "RESOLUCION QUE DIRIME ESTA CUESTION, "PREVIAMENTE AL FONDO, PROCEDE EL AMPARO "INDIRECTO (INTERRUPCION PARCIAL DE LA "JURISPRUDENCIA PUBLICADA BAJO EL RUBRO "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE "DESECHA LA EXCEPCION DE FALTA DE PERSONALIDAD "SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL "AMPARO INDIRECTO, DEBIENDO RECLAMARSE EN "AMPARO  DIRECTO CUANDO SE IMPUGNA  LA SENTENCIA "DEFINITIVA.')".
Asimismo, fue interrumpida por la tesis P. CXXXV/96, publicada también en el  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo IV, noviembre de 1996, página 69, de rubro "AMPARO DIRECTO IMPROCEDENTE. SI YA SE RESOLVIO "EL FONDO DEL ASUNTO EN OTRO JUICIO DE GARANTIAS, "LA CUESTION DE PERSONALIDAD YA NO PUEDE "PLANTEARSE  EN UN NUEVO AMPARO (INTERRUPCION DE "LA JURISPRUDENCIA PUBLICADA BAJO EL RUBRO "'PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCION QUE "DESECHA LA EXCEPCION DE FALTA DE PERSONALIDAD "SIN  ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL "AMPARO INDIRECTO, DEBIENDO RECLAMARSE EN "AMPARO DIRECTO CUANDO SE IMPUGNA LA SENTENCIA "DEFINITIVA.')".

2) El acto reclamado consistente en el desechamiento de pruebas ofrecidas por el quejoso en un proceso de orden penal o su recepción sin arreglo a la ley; no queda comprendido en los supuestos de la jurisprudencia número 24/92.

Considero que el derecho del procesado a ofrecer pruebas en un juicio del orden penal se encuentra contenido en la fracción V del artículo 20 constitucional y por ello debe estimarse como un derecho sustantivo protegido por las garantías individuales.

Por otra parte, la condición de aguardar el fallo para verificar si el desechamiento de pruebas o su no recepción conforme a la ley trascendió en su resultado, ocasiona en la materia penal perjuicios irreparables. Efectivamente, en la hipótesis de que se demostrara en el juicio de garantías que dicho desechamiento o recepción de pruebas fue ilegal, la forma de repararlo sería dejar insubsistente la sentencia y ordenar la reposición del procedimiento para subsanar las violaciones procesales. Ello implica la prolongación del proceso penal, en cuyo caso se obliga al procesado a continuar restringido en su libertad personal, sea que la disfrute de manera provisional, que la haya podido disfrutar o la haya perdido por no haber satisfecho los requisitos impuestos o que no tenga derecho a ella por tratarse de un delito grave. 

3) Para regular la vía idónea del amparo para combatir el desechamiento de pruebas al procesado en materia penal o su recepción contraria a la ley, debe tomarse en cuenta la naturaleza particular del derecho penal, respecto de la cual coincido plenamente con Sergio García Ramírez1, cuando sostiene que quizá la más intensa acción del Estado sobre el individuo ocurre en el ejercicio de la acción punitiva, es decir, la potestad que tiene  para juzgarlo y en su caso sancionarlo por la comisión que se le atribuye de un delito. No en balde en las grandes declaraciones de derechos ocupan un lugar destacado las prerrogativas del hombre sujeto a proceso penal o a la ejecución de la condena impuesta por la autoridad judicial.

Dicho en otras palabras, si la libertad es junto con la vida uno de los valores más preciados para el ser humano, toda restricción a la misma debe estar rodeada de las máximas garantías posibles. Por ello, el artículo 20 constitucional señala en su encabezado que en todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado diversas garantías; es decir, este último concepto guarda relación con todas las normas contenidas en el capítulo I del título primero de nuestra Constitución Federal, el cual dispone los derechos públicos subjetivos (derechos sustantivos) a favor de una categoría de individuos (los inculpados) en determinada circunstancia o situación jurídica (el proceso penal). Se trata, pues, como afirma el autor citado, de facultades, derechos o prerrogativas que el hombre puede esgrimir frente al Estado y que éste, en consecuencia, debe respetar.

En esta tesitura, uno de los temas vertebrales del artículo 20 constitucional, es el derecho a la defensa que resulta de importancia capital en cualquier  conflicto  de intereses jurídicos opuestos contenidos en un proceso penal, que debe ser resuelto por el Estado en ejercicio de su atribución judicial.

Lo que persigue la defensa de un procesado al ofrecer pruebas es demostrar la verdad de los hechos que invoca y la razón de las consideraciones jurídicas que en su favor aduce. La prueba, en este sentido, se convierte en el método para conocer la verdad. En sentido estricto, todo el procedimiento es un esfuerzo probatorio.

Por esta razón es que la fracción V del artículo constitucional que se comenta, ordena recibir al inculpado los testigos y demás pruebas que ofrezca, concediéndole el tiempo que la ley estime necesario al efecto y aun auxiliarle para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre que se encuentren en el lugar del proceso. Como puede advertirse, en la expresión "demás pruebas" caben todos los medios conducentes a formar la convicción del juez, lo que se traduce en que el régimen procesal penal mexicano admita una posibilidad probatoria amplia, con la sola limitación de que no sean medios reprobados por la ley o la moral, o que sean probanzas inconducentes, frívolas o inútiles. 

4) De merecer esta ponencia la aprobación de los congresistas, al eliminar la fracción VI del artículo 171 del Proyecto que se analiza, automáticamente sería aplicable la fracción V del artículo 106 del mismo ordenamiento, cuyo texto literal es el siguiente:

"Artículo 106. El amparo indirecto procede:

"…

"V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes;"

PABLO V. MONROY GOMEZ

MAGISTRADO DE CIRCUITO
TITULO: PRIMERO

CAPITULO: VII

ARTICULO: 59, FRACCIÓN XIV.

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

Y/O 

TEMA NUMERO 2. AMPARO DIRECTO

PROPOSITO :

1. El artículo 59, fracción XIV, del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente:

...

XIV. Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley ordinaria un recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.

Se exceptúa de lo anterior:

...

b. Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o de reaprehensión, ...,  o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso penal; y ...”

OPINION:

Resulta paradójico que la Ley de Amparo, tratándose de determinaciones que no tienen el carácter de definitivas en el procedimiento penal  y que, por ello, la afectación que puedan causar al quejoso, además de ser temporal,  siempre podrá ser enmendada dentro del mismo procedimiento, conceda al afectado la posibilidad de impugnarlas directamente en la vía constitucional, en tanto que excluya de este importante beneficio al acto reclamado que se hace consistir  en la sentencia de primera instancia, privativa de la libertad, que no fue impugnada mediante el recurso ordinario procedente y que, por ello, aunque no sea definitiva para los efectos del amparo, sí lo es para los efectos de su ejecución en perjuicio del procesado (quejoso).

En mi opinión, dada la trascendencia que puede tener en el procedimiento penal correspondiente, por mayoría de razón debe permitirse que acuda directamente al juicio de garantías al sentenciado en contra del acto de autoridad que afecta su libertad deambulatoria, que no está por demás afirmar que, en un plano axiológico, es uno de los más trascendentes e importantes derechos humanos cuya protección garantiza nuestra constitución política.

No debe ser posible que como consecuencia de la suma que arroja lo que evidentemente se revela como una defensa defectuosa más la operancia en estos casos del principio de definitividad del acto reclamado, se permita, por ejemplo, que un determinado sentenciado por un juez mixto de primera instancia de alguno de los muchos municipios que integran a los estados de la República Mexicana, deba purgar una sentencia privativa de su libertad, que en ocasiones, por su importancia, afecta para siempre su propia vida y la de todos sus familiares, sin que pueda procesalmente sujetar ese acto de autoridad a la opinión crítica de un órgano de autoridad jurisdiccional  que dada su competencia pueda corregir cualquier defecto legal que se haya producido en perjuicio del procesado.

Debe considerarse que la sola circunstancia de no haberse promovido oportunamente recurso de apelación en contra de ese tipo de sentencias, revela, en principio, a nivel de presunción, la existencia de una defectuosa y desinteresada defensa.

ALCANCES ESPERADOS CON LA PROPUESTA: QUE SE SEÑALE COMO CASO DE EXCEPCION AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD DEL ACTO RECLAMADO,  EL CASO EN QUE SE IMPUGNA UNA SENTENCIA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD QUE NO FUE IMPUGNADA MEDIANTE EL RECURSO ORDINARIO LEGALMENTE PROCEDENTE.

Atentamente,

Lic. Jorge Mario Montellano Díaz.

Magistrado de Circuito.
TITULO:  PRIMERO

CAPITULO: X

ARTICULO: 77, FRACCION V.

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO: LOGRAR QUE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE A QUE SE REFIERE  EL PRECEPTO QUE SE COMENTA BENEFICIE A CUALQUIER TIPO DE QUEJOSOS Y NO ESTE LIMITADA SOLAMENTE A LOS CASOS EN QUE EL JUICIO DE AMPARO DEBA CONSIDERARSE DE MATERIA CIVIL O ADMINISTRATIVA.

1. El artículo 77, fracción V, del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

...

V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos por el artículo 1º. ...”

OPINION:

Una de las garantías fundamentales que consagra nuestra constitución política a favor de todo gobernado, si no es la principal, es la de permitirle defenderse al disponer que no puede resultar ser afectado en un juicio en el que no haya sido oído y vencido conforme a la ley.

No hay motivo que justifique la razón por la cual el beneficio que esta fracción le concede en las materias civil y administrativa, por ejemplo, a las personas morales integrantes del sector financiero nacional o a las empresas transnacionales o cualquiera de las similares a éstas en lo que corresponde a su poderío económico y posibilidades jurídicas, se lo niegue, por ejemplo, a un ejidatario o comunero, al patrón propietario de un pequeño establecimiento, a un pequeño propietario de un predio de agostadero.

Considero que no existe violación a las garantías de plena defensa en juicio que no pueda ser considerada como relevante y por ello considero que esta fracción que se comenta, es decir, la fracción V del artículo 77 del proyecto de Ley de Amparo, debe ubicarse como el inciso c) de la fracción I, de este mismo precepto a efecto de que la sumplencia de la queja deficiente opere en cualquier materia cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos por el artículo 1º.

ALCANCES ESPERADOS CON LA PROPUESTA: Ampliar la posibilidad de suplir la queja deficiente en cualquier materia cuando exista violación a la garantía de audiencia.

Atentamente,

Lic. Jorge Mario Montellano Díaz.

Magistrado de Circuito.
TITULO: PRIMERO

CAPITULO: SEGUNDO

ARTICULO: 4º, FRACCION I, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO: DEFINIR DE UNA FORMA MÁS EXACTA LO QUE DEBE ENTENDERSE POR EL TERMINO: “INTERES LEGITIMO”, PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.

1. El artículo cuarto, fracción primera del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 4º. Son partes en el juicio de amparo:

“I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. ...”

2. El capitulo de introducción al proyecto de que se trata,  al referirse al tema “interés legítimo”,  menciona:

“...Se trata de una institución con un amplio desarrollo en el derecho comparado y con algunos antecedentes en nuestro que, justamente, permite constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de, o la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden público –interés jurídico- o, y aquí está lo relevante, cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica derivada del propio orden jurídico. Por su amplitud, este criterio de legitimación debe ser considerado a la luz de todas las hipótesis que puedan llegar a presentarse en el juicio. ...”

OPINION:

Considero que no es suficientemente clara la definición del término jurídico: “interés legítimo”, para permitir su identificación por los órganos jurisdiccionales que estarán obligados a detectar su existencia.

Ciertamente, al afirmar la disposición del proyecto que se comenta que: es parte quejosa en el juicio de amparo quien sea titular de un interés legítimo siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.

Y al sostener, el capítulo de introducción que por “interés legítimo” debe entenderse aquel que permite ejercitar la acción de amparo a aquella persona que resulte lesionada por un acto de autoridad,  como consecuencia de que dicho acto afecta su situación jurídica derivada del propio orden jurídico.

De estas dos referencias, contenidas en el proyecto, es posible determinar que se considera que una persona tiene “interés legitimo” para combatir un acto de autoridad mediante la acción de amparo, cuando dicho acto afecte su situación jurídica derivada del propio orden jurídico. Es decir,  se  trata de definir en primer término cuál es la situación jurídica del quejoso derivada del orden jurídico para después determinar si el acto de autoridad afecta o no a esa situación jurídica.

Pues bien, entonces es necesario definir que debe entenderse por “situación jurídica del quejoso” pero haciendo abstracción de los derechos subjetivos  -interés jurídico- que le corresponden, lo cual considero bastante impreciso y que puede originar primero confusión y, después,  podría conducir como consecuencia de esa confusión a un desarrollo más lento de la institución, si no es que a su no aplicación y a su extinción como legitimadora de quien pretende defenderse de los actos de autoridad que lesionan sus derechos.

Sólo con el fin de aportar tema para la consideración de quienes se ocupen de analizar esta cuestión y solamente para el caso de que se considere que efectivamente es conveniente precisar con un poco de más detalle qué debe entenderse por interés legítimo para los efectos del amparo, me permito transcribir parcialmente un trabajo que formulé respecto al tema:

“...El interés legítimo: que es aquel que tiene su fuente directamente de lo preceptuado por la ley y que se genera en favor de quien cuenta, a su vez,  con un derecho jurídicamente reconocido que resulta ser beneficiado como consecuencia del cumplimiento de esta nueva disposición.

Es decir, el interés legítimo es aquel que corresponde a una persona titular de un derecho jurídicamente tutelado que resulta ser beneficiado como consecuencia de la vigencia de un determinado ordenamiento, generándose en dicho titular este tipo de interés que recae precisamente en el debido respeto que debe tenerse a esa nueva ley.

Se trata de los casos en que una determinada disposición sin tener como finalidad directa el beneficiar particularmente a un determinado tipo de derechos, expontáneamente, como podría ser derivado de sus consecuencias, genera un beneficio en favor de estos, lo que ocasiona en sus titulares la existencia de un interés, fundado en la ley, para que se respete esa nueva disposición.

La diferencia más importante que puede mencionarse entre el interés jurídico y el interés legítimo, radica en que a pesar de que ambos tipos de interés se generan de lo expresamente preceptuado por la ley, al tratar del interés jurídico, se habla de un interés cuya existencia nace en el espíritu mismo de la ley que lo genera, es decir, se trata de un interés que intencionalmente genera el autor de la disposición normativa con el propósito de beneficiar a los derechos de sus titulares, derechos estos que pueden ser preexistentes a la norma o nacer conjuntamente con ella.

En tanto que, tratándose de interés legítimo, se habla de un interés que surge expontáneamente en favor de personas que son titulares de un derecho jurídicamente tutelado,  que resulta ser beneficiado por la nueva disposición, a pesar de que el espíritu de esta nueva disposición no tiende directamente a otorgar este específico beneficio.

ALCANCES ESPERADOS CON SU INCLUSION: Los de facilitar de alguna forma la identificación de la existencia de interés legítimo en quien pretende ejercitar la acción de amparo.

Atentamente,

Lic. Jorge Mario Montellano Díaz.

Magistrado de Circuito.
TITULO: PRIMERO

CAPITULO: SEGUNDO

ARTICULO: 4º, FRACCION I, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TEMA NUMERO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO: NO SEÑALAR COMO REQUISITO PARA DEFINIR A LA PARTE QUEJOSA EN EL JUICIO DE AMPARO EL QUE EL ACTO IMPUGNADO SEA INCONSTITUCIONAL.

1. El artículo cuarto, fracción I, del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 4º. Son partes en el juicio de amparo:

“I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica...”

OPINION:

Considero que no es correcto definir a la parte quejosa como aquella que es titular de un derecho que se ve afectado por un acto inconstitucional, pues el resolver si un acto es o no violatorio de garantías es un tema de fondo de la sentencia de amparo que no debe relacionarse con la definición de una de las partes.

Definirlo de esta manera equivaldría a asegurar que no puede existir parte quejosa en los casos en que la sentencia de amparo determine que no se justificó que el acto es inconstitucional, lo cual estoy seguro que está muy lejos de la intención que persigue esta norma.

Considero que para el efecto bastaría con modificar la redacción de esta fracción para quedar como sigue:

“I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo que pretende defender por considerar que el acto reclamado viola en su perjuicio las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y que con ello se afecta su esfera jurídica...”

ALCANCES ESPERADOS CON SU INCLUSION:  Definir de forma un poco más precisa a la parte quejosa en el juicio de amparo.

Atentamente,

Lic. Jorge Mario Montellano Díaz.

Magistrado de Circuito.

“El poder legislativo es el corazón del Estado, el poder ejecutivo es el cerebro que da el movimiento a todas las partes. El cerebro puede ser golpeado por parálisis y el individuo vivir todavía.....pero apenas el corazón haya cesado de funcionar el animal queda muerto”

Jean Jacques Rousseau

LA DECLARACION GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD*
La Declaración General de Inconstitucionalidad es y ha sido un tema de gran importancia por las consecuencias jurídicas y políticas que esta conlleva; y por lo mismo es tema generador de grandes polémicas.

Para nadie es oculto que existe una gran corriente de estudiosos y tratadistas del derecho que sostienen que es necesario la actualización del derecho de amparo en el sentido de establecer la figura jurídica de “Declaración General de Inconstitucionalidad” cuando se concede el amparo contra leyes contrarias a la Constitución Federal, lo que implicaría la supresión de la mal copiada “Fórmula Otero”,
 la cual consideran ha cumplido su destino histórico.

Con base en estas inquietudes, se propone por tanto establecer en el artículo 232 del Proyecto de Ley de Amparo que se comenta, la figura jurídica de “Declaración General”, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determina la inconstitucionalidad o se declare la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sin embargo, este tema no es nuevo; en México a través de la historia se han experimentado todas y cada una de las posibilidades para decretar la “Declaración General de Inconstitucionalidad”, es decir dicha facultad se ha atribuido al Supremo Poder Conservador, a la Cámara de Senadores, a la de Diputados, a las Legislaturas de los Estados, al Poder Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia; basta tan sólo recordar las leyes Constitucionales del veintinueve de diciembre de mil ochocientos treinta y seis, inspiradas esencialmente en el constitucionalismo francés; por este motivo introdujeron como órgano esencial de justicia constitucional al “Supremo Poder Conservador” que tomó como paradigma al Senado Conservador Francés establecido de acuerdo con las ideas del Abate Sieyès en la Carta de 22 Frimario del año VIII
 (trece de diciembre de mil setecientos noventa y nueve) y que tuvo su expresión en el citado proyecto de mil ochocientos veintitrés. Dicho organismo tenía como funciones esenciales declarar la nulidad de las resoluciones, decretos o leyes contrarios a la Constitución, cuando fueran impugnadas por alguno de los titulares de los órganos del poder de los restantes.

Este órgano político tenía atribuciones en apariencia desorbitadas, y se integraba con cinco miembros que, según el artículo 17 del citado ordenamiento, no eran responsables sino ante Dios y la opinión pública. Su ineficacia demostró la ingenuidad de aquellos que confiaban en la actuación de un instrumento político para resolver los conflictos de carácter constitucional, pues no obstante que la desobediencia a sus resoluciones se consideraba como un “crimen de traición”, según el diverso artículo 15, las decisiones que pronunció, cuando eran desfavorables a los órganos legislativos y esencialmente el ejecutivo, no fueran acatadas con diversos pretextos o simplemente ignoradas.

Posteriormente en el año de mil ochocientos cuarenta, se presenta un proyecto de reforma a las bases constitucionales de mil ochocientos treinta y seis, y en un voto particular al mismo, se proponía la supresión del Poder Conservador, y en su lugar se sugiere conceder a la Suprema Corte de Justicia una nueva atribución, por lo que: “cuando cierto número de diputados, de senadores, de Juntas Departamentales reclaman alguna ley o acto del ejecutivo como opuesto a la Constitución, se diese a ese reclamo el carácter de contencioso y se sometiese al fallo de la Corte de justicia”.

En mil ochocientos cuarenta y dos, se discutieron tres proyectos de Constitución: el primero, elaborado por la llamada mayoría de la comisión, formada por Antonio Díaz Guzmán, Joaquín Ladrón de Guevara, José Fernando Ramírez y Pedro Ramírez, en este proyecto se conserva el régimen unitario y propuso un sistema de conservación de la Ley Fundamental que se confió de manera predominante a los órganos políticos tradicionales.

Se atribuía además, a la Cámara de Diputados la declaración de la nulidad de actos de la Suprema Corte de Justicia o de sus salas, en el único caso en que se excedieran de sus atribuciones constitucionales; al Senado se le confirió la facultad de declarar la nulidad de actos del poder ejecutivo contrarios a la constitución general, particular de los departamentos y de las leyes generales; así como decidir acerca de la petición de la mayoría de las asambleas departamentales de que el presidente debía revocar en todo o en parte de ministerio.

Al Presidente de la República le otorgó la curiosa atribución de restablecer el orden constitucional cuando hubiese sido disuelto el Poder Legislativo. 

A la Suprema Corte de Justicia dicho proyecto confirió la función muy restringida en cuanto a la conservación del orden constitucional, de suspender por una sola vez la ejecución de las órdenes del gobierno supremo cuando fueran contrarias a la Constitución y a las leyes generales. Independientemente en el mismo proyecto, se otorgó a dicho tribunal como parte de sus atribuciones ordinaria, la de conocer de las infracciones  de la Constitución y de las leyes, según se previniera por una ley.

El segundo proyecto elaborado por la minoría de la Comisión y presentado también el veintiuno de agosto de mil ochocientos cuarenta y dos, fue suscrito por Juan Espinoza de los Monteros, Mariano Otero y Octavio Muñoz Ledo, destacándose la intervención del segundo, en virtud de varias ideas del ilustre jurista y político jalisciense expresadas posteriormente en su voto particular de mil ochocientos cuarenta y siete, como se advierte en este documento constitucional. 

Este proyecto encomendaba a la Suprema Corte de Justicia, la participación del órgano legislativo federal y de los Estados para conocer de la inconstitucionalidad de las disposiciones legislativas. En el citado artículo 81, fracción II, se consigna la reclamación que pueden hacer el Presidente de la República de acuerdo con su consejo, por dieciocho diputados, seis senadores, o tres legislaturas locales, dentro de un mes de publicada una ley del Congreso General y ante la propia Suprema Corte de Justicia, por considerarla inconstitucional. El más alto tribunal sólo tenía la función de enviar la ley federal impugnada a la revisión de las legislaturas, las que dentro de tres meses debían dar su voto, el cual se remitía a la Suprema Corte para que publicara el resultado, de acuerdo con la decisión de la mayoría de las citadas legislaturas.

La decisión sobre la inconstitucionalidad de las leyes de carácter local correspondía al Congreso General, pudiendo llegarse hasta la intervención armada y la destitución de las autoridades respectivas, cuando se resistieran a cumplir con la decisión del propio Congreso que declarase la inconstitucionalidad o no se obedeciere la prevención del órgano legislativo federal dentro de un plazo perentorio.

Con este breve esbozo, a través de la historia de México y de sus leyes fundamentales, se pretende hacer hincapié que una figura de tal magnitud, si bien es cierto trae como consecuencias grandes beneficios para los gobernados; también lo es que presenta conflictos para su implemetación en nuestro sistema jurídico. 

En este sentido los beneficios que conllevaría son los siguientes: 

Se traduciría en el respeto del principio fundamental de la igualdad de los gobernados frente a la ley, que es menoscaba cuando un grupo debe obedecer una norma inconstitucional y otro no está obligado por ella si ha obtenido una sentencia protectora en los juicios de amparo respectivo; y 

De igual manera, traería aparejado, una economía procesal evidente, pues si se produce la declaración general, sólo en casos extremos, o por el contrario, se procura armonizar la ley impugnada con la Constitución, en tres fallos que dicte la Suprema Corte de Justicia de la Nación, gran número de amparos serían resueltos con mayor prontitud y se evitaría que otros tantos se promovieran, puesto que existiría la Declaración de Generalidad.

Sin embargo, como toda implementación de figura jurídica novedosa, cabe advertir que también presenta ciertas dificultades para su configuración en nuestro sistema jurídico:

En primer lugar resulta difícil establecer los efectos de dicha declaración: retroactivos o sólo para el futuro de la sentencia respectiva.

Igual de complicado es lo relativo a cortar de tajo una tradición tan arraigada de más de un siglo de la Fórmula Otero, pues con esta propuesta se abandona el criterio de la absoluta relatividad que se condensa en la llamada fórmula Otero; sin embargo considerando el sistema intermedio que se propone y las alternativas que presenta el proyecto respecto de declarar la generalidad de Inconstitucionalidad de las leyes con el establecimiento de la pérdida de eficacia de la ley impugnada, siempre que se que se establezca jurisprudencia por reiteración requiriéndose tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario (artículo 220); desde este punto de vista es un tanto cuanto inadecuado porque resultaría dotar de pleno poder a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre los Poderes Legislativo y Ejecutivo.

Otro conflicto que se vislumbra con respecto a esta Declaración, es el relativo al cumplimiento de la sentencia, pues al ser la Suprema Corte quien realice la Declaración General de Inconstitucionalidad, se convertiría en juez y parte, y en caso de que por alguna circunstancia esta no cumpliera con la publicación de la sentencia que declare Inconstitucional una ley, ¿podría instaurarse expediente de inejecución de sentencias o podríamos aplicar el artículo 207 del proyecto en comento?, y en su caso destituir a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En caso de ser afirmativa la respuesta ¿quién tendría acreditada la personalidad jurídica para promover dicho incidente de inejecución de sentencia?.

En el mismo sentido, considero que con tal Declaración, se crea una incertidumbre jurídica para los gobernados, pues en realidad, nunca sabríamos que ley federal o local es Constitucional, o si por el contrario la Suprema Corte, tiene un criterio jurisprudencial que la ha declarado Inconstitucional.

Bajo este tenor de ideas, me parece que el proyecto no es claro al establecer que se podrá realizar la Declaración General de Inconstitucionalidad, cuando haya tres criterios jurisprudenciales en el mismo sentido, sin embargo debemos tomar en consideración que la jurisprudencia se forma por criterios de acuerdo con el proyecto de Ley de Amparo por tres criterios en el mismo sentido sin ninguno en contrario, pero no se establece que este deberá ser en la misma ley, sino que por el contrario se deja abierto, lo que nos lleva a la interpretación que será de diferentes ordenamientos jurídicos, lo que sin duda redundaría en una verdadera incertidumbre jurídica para el gobernado; es decir se debería establecer que las resoluciones deben ser de una misma ley, ya sea estatal o federal, pues de lo contrario, se crearía una incertidumbre jurídica que lesionaría los derechos del gobernado y las facultades exclusivas del Poder Legislativo.

A manera de corolario y como concepto medular del tema del presente trabajo, es conveniente destacar los puntos que se consideran relevantes en el presente trabajo:

La Declaración General de Inconstitucionalidad de leyes, es un tema en el que se han llevado años de discusión y nadie se ha puesto de acuerdo, porque de alguna u otra forma significa establecer un sistema de contrapeso mayor en un sólo poder; en el caso que se analiza, sería hacer más fuerte al Poder Judicial, pues con ello tendría mayor control sobre los otros dos poderes. A este problema sin duda ha sido una buena solución las Acciones de Inconstitucionalidad y las Controversias Constitucionales.

En el mismo sentido, se tendría que crear un Tribunal Constitucional, cuya atribución sería precisamente la de realizar la Declaración General de las Leyes Inconstitucionales; como ha funcionado en la mayoría de los países Latinoamericanos que cuenta con esta figura jurídica.

Otra de las alternativas, consistiría en otorgar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación el derecho de iniciativa; sin menoscabar con ello que para la elaboración de las leyes indudablemente se toma en consideración la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en virtud de que el análisis de precedentes de jurisprudencia sobre la constitucionalidad de la ley vigente es un punto de apoyo valioso, pues permite prever y corregir a través de las reformas o de una nueva ley, las posibles lagunas o deficiencias de la legislación materia de revisión. Al efecto, la doctrina ha señalado que, si en el derecho privado, el tema de la interpretación de las leyes por el juez es de una importancia extraordinaria, porque ella es la base primordial de la aplicación del derecho, tratándose del derecho público, la interpretación constitucional llega a ser el fundamento capital de todo orden jurídico positivo, porque así, como en el orden privado, las sentencias justas se originan en la correcta interpretación de los textos legales, la interpretación de la Constitución y de los textos legales es de tal naturaleza, que en ella habrá de basarse, en última instancia, la elaboración del derecho legislado, pues si se han de producir leyes justas, éstas deberán adaptarse al marco prefijado por la ley fundamental.

De igual manera se ha pensado en otra alternativa, que sería la de implementar la obligatoriedad de la Jurisprudencia para el Poder Legislativo.

Con lo expuesto sólo me resta concluir, que la Declaración de Generalidad; es benéfica para los gobernados; pero desde este punto de vista, se debe establecer un sistema intermedio para su declaración, en el que se involucre a la Suprema Corte de Justicia como vigilante de la Constitución y al Poder Legislativo como máximo interprete de la misma; es decir que la Suprema Corte de Justicia envíe al órgano de origen de la ley reclamada y sea éste quien realice el proceso legislativo para declarar dicha nulidad o invalidez de la Ley; pues con ello se garantizarían los derechos del gobernado y de los poderes involucrados, además de que los gobernados tendrían pleno conocimiento de las leyes que en sus respectivas entidades federativas, son inconstitucionales o no.
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MEXICO, D.F.
Apreciado Señor Ministro:

De acuerdo a la convocatoria formulada por el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ministro Don Génaro David Góngora Pimental, del diecisiete de noviembre último, al integrar esa comisión que Usted dignamente coordina y atendiendo a su solicitud que me hizo llegar por conducto del Señor Magistrado y Coordinador de este Circuito, Sergio Coss Ramos, me permito presentar y enviar esta ponencia en relación al título cuarto, capítulos primero y segundo del proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativos a la jurisprudencia y declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, bajo las siguientes consideraciones:

NECESIDAD DE INCREMENTAR ALGUNAS REFORMAS O ADICIONES A LOS ARTICULOS QUE INTEGRAN EL TITULO CUARTO, CAPITULO UNICO, DE LA LEY DE AMPARO, RELATIVOS AL PRINCIPIO DE LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION Y DE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

Una de las situaciones que se suscitan con mayor frecuencia y que es de gran trascendencia, es la relativa a la obligatoriedad por parte de las autoridades a que se refieren los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, de la Jurisprudencia sustentada tanto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como, primordialmente, por los Tribunales Colegiados de Circuito.

En efecto el artículo de la Ley de Amparo, en su primer párrafo, textualmente dice: “La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionado en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno y además para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Orden Común de los Estados y del Distrito Federal y Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales”.

Por su parte, el artículo 193 de la propia Ley de Amparo en su párrafo primero dice:  “La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito, es obligatoria para los Tribunales Unitario, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Fuero Común de los Estados y del Distrito Federal y los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales y Federales”.

El proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 215, establece:  “La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decreta el Pleno, y además paras los Tribunales Colegiados de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Judiciales del Orden Común de los Estados y del Distrito Federal, y Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales y Federales”.

“Las que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo es obligatoria para los Organos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.

Como se observa, de la sola lectura de los preceptos anteriormente, en la actual Ley de Amparo la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados es obligatoria para todas las autoridades que se mencionan, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los diversos Tribunales Colegiados, obligatoriedad que por otra parte se impone, no solamente a las autoridades que se encuentren dentro del Circuito del Tribunal Colegiado que establezca la jurisprudencia, sino también a las existentes en todo el territorio nacional, por su parte el artículo 215 del Proyecto establece la obligatoriedad de una jurisprudencia emitida por un Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, no solamente para los órganos que menciona en su párrafo primero, sino también para los otros diversos Tribunales Colegiados.

Lo anterior trae como consecuencia que se presenten ciertos problemas prácticos cuya solución no está prevista, ni en la actual Ley de Amparo, ni en el Proyecto, como por ejemplo, cuando existan jurisprudencias contrarias entre una misma situación jurídica sustentadas por dos distintos Tribunales Colegiados de Circuito en Amparo, ambas son obligatorias para las autoridades jurisdiccionales, y sin embargo, prácticamente es imposible, por parte de las autoridades, el acatamiento de ambas, amen de que en caso de que se acatara una ellas, llevaría implícito el desacatamiento de la otra.  Sobre este particular, es menester mencionar que existen criterios del Tercer Tribunal en Materia Administrativa del Primer Circuito, mismos que son del tenor literal siguiente:  “JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, SU OBLIGATORIEDAD PARA LOS JUECES DE DISTRITO CUANDO EXISTE CONTRADICCION DE CRITERIOS ENTRE DICHOS TRIBUNALES.  En los términos del artículo 193, de la Ley de Amparo, la jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria, entre otros, para los Juzgados de Distrito, Pero la hipótesis contenida en este numeral, sólo se actualiza cuando no existe un criterio contrario sustentado por diverso Tribunal Colegiado, porque en este evento el a quo debe aplicar la tesis que más se adecue con su opinión jurídica, ya que siéndole ambas obligatorias de conformidad con el artículo indicado y no pudiendo aplicarlas en forma simultánea dada su contradicción, es incuestionable que su falto debe ajustarse al criterio más acorde con su opinión.  Estimar lo contrario implicaría obligar a lo imposible al juzgador, ya que cualquiera que fuese la tesis que aplicara, incurriría fatalmente, en violación al artículo 193 de la Ley de Amparo.  Lo anterior no significa inseguridad jurídica permanente para el justiciable ya que le legislador previendo esa situación, estableció en el artículo 197 de la Materia, el sistema conforme al cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe decidir cual tesis ha de prevalecer, resolución que se estimará obligatoria para todos los Tribunales Colegiado de Circuito, Juzgados de Distrito y demás juzgadores del Fuero Federal y Local.  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Queja 103/90 (48 horas). Luis Monsreal Santiesteban. 3 de agosto de 1990. Unanimidad de Voto. Ponente: Génaro David Góngora Pimentel, Secretaria: María Guadalupe Saucedo Zavala”.  “JURISPRUDENCIA, TESIS DE. CONTRADICCION ENTRE LAS SUSTENTADAS POR DOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DE LA MISMA ESPECIALIDAD. SU OBLIGATORIEDAD.  Por disposición expresa del texto del artículo 193 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Administrativos (Federales y Locales), pero cuando sobre un mismo punto litigioso hayan dos o más criterios jurisprudenciales entre sí, sustentados por diversos Tribunales Colegiados de Circuito de la misma especialidad, y dicha contradicción de tesis no haya sido denunciada y resuelta, no debe estimarse infringido el dispositivo legal citado, por el hecho de que, para fundar su sentencia, la Sala responsable de la misma se haya apoyado en el criterio jurisprudencial adverso a los intereses de la parte quejosa. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  Amparo directo 403/90. Derivados de Gasa, S. A. de C. V. 16 de mayo de 1990. Unanimidad de Votos. Ponente: Génaro David Góngora Pimentel. Secretario Alberto Pérez Dayán”.

Sin embargo, cuando es aceptable el criterio a que se refiere las tesis arriba mencionadas puede suceder que la autoridad responsable no comparte ninguno de los criterios de las jurisprudencias que la invocan, y sin embargo, estará obligado acatar una de ellas, cuando desde el punto de vista lógico se nulifica en base al principio de contradicción por lo que es importante que la ley establezca una solución.

Asimismo si la Jurisprudencia establecida por un Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, de acuerdo con lo que establece el artículo 215 del Proyecto es obligatoria para los demás Tribunales Colegiados de Circuito, se obligaría a un Tribunal de la misma jerarquía supeditarse al criterio del otro Tribunal, siendo ambos como ya se dijo jerárquicamente iguales, lo cual no resulta prudente, ni lógico, con mayor razón si el otro Tribunal sustenta un criterio jurisprudencial distinto, ambos Tribunales estarían recíprocamente obligados acatar dichas jurisprudencias, lo cual resulta técnica y lógicamente imposible; por tales razones, se propone adicionar el artículo 215 del Proyecto de la siguiente manera:  “Las que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los otros Tribunales Colegiado de Circuito de Amparo. Asimismo, se interrumpe la obligatoriedad de la jurisprudencia sustentada por un Tribunal Colegiado cuando ante un órgano jurisdiccional, con motivo de un caso concreto, se invoque otra jurisprudencia de un Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo distinto y contenga un criterio contrario a la primera hasta en tanto se resuelva la contradicción”.

El artículo 219 del Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, textualmente establece: “Cuando las partes invoque las tesis de la jurisprudencia o precedentes establecerán los datos de su identificación y publicación”.

Como se advierte, ni este artículo ni algún otro de los que forman los cuatro capítulos, del Título Cuarto del Proyecto, hacen referencia a la hipótesis contenida en el artículo 196 de la Ley de Amparo, segundo párrafo, en el que textualmente establece: “Si cualquiera de las partes invoca ante un Tribunal Colegiado de Circuito la jurisprudencia establecida por otro, el Tribunal de Conocimiento deberá:

I. Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial invocada;

II. Cerciorarse de la aplicabilidad de la tesis jurisprudencial invocada, al caso concreto en estudio; y

III. Adoptar dicha tesis jurisprudencial en su resolución, o resolver expresando las razones por las cuales considera que no debe confirmarse el criterio sostenido en la referida tesis jurisprudencial.

En la última hipótesis de la fracción III del presente artículo, el Tribunal del conocimiento remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia, para que resuelva sobre la contradicción”.

Como en opinión del suscrito la hipótesis en comento es contradictoria de los principios de equidad, de justicia, de buena fe y de seguridad jurídica, toda vez que permite por una parte que un Tribunal es aparte del criterio jurisprudencial de otro Tribunal Colegiado y resuelva lo contrario en perjuicio del quejoso que invoco dicha tesis jurisprudencial para después, ya resuelto el caso, envíe los autos a la Suprema Corte de Justicia para que esta resuelva la contradicción, la cual, hipotéticamente, puede ser en el sentido de la jurisprudencia invocada por la parte interesada, de ahí, lo injusto e iniquitativo de tal solución.  Razones estás, por las que me permito proponer que al artículo 219 del Proyecto, se le adicione un segundo párrafo, en los siguientes términos:  “Cuando ante un Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, invoque en el asunto de su conocimiento la jurisprudencia de otro Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, al Tribunal ante quien se invoca deberá:

I. Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial invocada;

II. Cerciorarse de la aplicabilidad de la tesis jurisprudencial que invoca, al caso concreto en estudio;

III. Adoptar dicha tesis jurisprudencial en su resolución, resolviendo el asunto conforme al criterio de la misma; y

IV. En caso contrario, exponer las razones por las cuales considera que no debe adoptar tal criterio y solicitar al Pleno o a la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ejerza su facultad de atracción o su competencia originaria enviando los autos del negocio a la Suprema Corte de Justicia.

Una vez recibida la solicitud, se turnará a un Ministro a fin de que formule el proyecto de resolución.  El Pleno o la Sala podrán decidir si se abocan al conocimiento del asunto o desechar la solicitud.  En la primera hipótesis, la solución de la Suprema Corte de Justicia adquirirá la naturaleza de jurisprudencia por contradicción. En la segunda, se devolverán los autos al Tribunal que inicialmente conoció de los mismos para que procedan a resolver conforme a su criterio”.

El artículo 192 de la Ley de Amparo vigente, en su párrafo segundo, establece: “Las resoluciones constituirán jurisprudencial, siempre que lo resulto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce Ministros (ocho), si se trata de la jurisprudencia de Pleno, o por cuatro Ministros en los casos de la jurisprudencia de la Sala”.

El artículo 193 de la propia Ley de Amparo, en su párrafo segundo, señala: “Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito, constituye jurisprudencia siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimidad de votos de los Magistrados que integran cada Tribunal Colegiado”.

Los artículos 220, 221 y 226 del Proyecto de la Ley de Amparo, en su orden, establece lo siguiente:

“La jurisprudencia por reiteración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos ocho Ministros”.

“La jurisprudencia por reiteración de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resulta en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos cuatro Ministros”.

“Para el establecimiento de la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, deberán observarse los requisitos señalados en este capítulo, salvo el de la votación que deberá ser unánime”.

Como es de observarse de la sola lectura de los preceptos arriba señalados existe diferencia entre lo que establece la Ley de Amparo y el Proyecto, en cuanto a la integración de la jurisprudencia por reiteración, pues mientras que la Ley de Amparo señala que es necesario que se emitan cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario y que haya sido aprobadas por ocho Ministros tratándose del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por cuatro Ministros cuando se trata de las Salas de ese Alto Tribunal. Y cuando se trata de la que integra los Tribunales Colegiados de Circuito, siempre que lo que resuelto en ella se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimidad de votos de los Magistrados que integran cada Tribunal Colegiado. En cambio, en el Proyecto de la Ley de Amparo, en los artículos relativos, se establece que se integra jurisprudencia por reiteración por la Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionando en Pleno, cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones por el voto aprobatorio por lo menos de ocho Ministros, y de cuatro, cuando se trate de jurisprudencia de las Salas, pero tales sentencias deben ser resueltas en diferentes sesiones.

Aun cuando el suscrito desconoce la exposición de motivos, y por ende, el porqué se haya agregado, que para la integración de la jurisprudencia por reiteración tanto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas y la de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, tales resoluciones deben ser en diferentes sesiones, no comparto tal requisito de temporalidad, es decir, porqué es necesario que sean en tres sesiones diferentes, cuando podría darse la situación en dos sesiones o inclusive en una sola, y además, si por otra parte cuando se trata de integración de la jurisprudencia por contradicción basta una sola resolución, y que por tal motivo, es emitida, generalmente, en una sola sesión.  En consecuencia, me permito proponer que se suprima la expresión:  “En diferentes sesiones”.

Mexicali, Baja California, a 15 de Octubre de 2000

MAGISTRADO INTEGRANTE Y PRESIDENTE DEL PRIMER

TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO.

MAGDO. LIC. MIGUEL ANGEL MORALES HERNANDEZ.
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